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Reg Radicacion Ponente Demandante Demandado Clase Fecha
Providencia Actuación Docum. a notif. Descargar

1
20001-33-33-
006-2019-
00137-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

DOIMER ELI
TRILLOS
MIRANDA Y
OTROS

DUSAKAWI EPSI,
SECRETARIA DE SALUD
DEL DEPARTAMENTO
DEL CESAR, CLINICA
LAURA DANIELA S.A.

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023 Auto reconoce
personería

AMR-
Reconózcase
personería a
MIRIAM JUDITH
RODRÍGUEZ
FONTALVO como
apoderado judicial
de la parte
demandante, en
los términos y para
los efectos a que
se contrae la
sustitución de
poder efectuada
por ...

2
20001-33-33-
007-2017-
00195-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

FEBRONIA
ARDILA
CUELLAR

LA NACION-
MINDEFENSA-EJERCITO
NACIONAL- POLICIA
NACIONAL Y OTROS

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 22 de junio
de 2023, mediante
la cual confirmó la
sentencia adiada
29 de noviembre
de 2019 profer...

3
20001-33-33-
007-2019-
00066-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

DILIA ROSA
GÁMEZ
MILLIAN Y
OTROS

SALUD TOTAL EPS,
DEPARTAMENTO DEL
CESAR, CLINICA LAURA
DANIELA S.A.

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023
Auto que
Ordena Correr
Traslado

ESA-Se declaran
legalmente
incorporadas las
pruebas
documentales
aportadas al
plenario visibles en
archivos digitales
cargados en el
índice No. 172 del
expediente digital,
las cuales se
valorarán se...

4
20001-33-33-
007-2019-
00409-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

DAVID
MERCADO
LUNA

LA NACION - MINISTERIO
DE DEFENSA

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

KTO-En atención a
que el presente
proceso fue
devuelto por el ad
quem con
decisión,
obedézcase y
cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 11 de mayo
de 202...

5
20001-33-33-
007-2021-
00110-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JAIDER DARIO
DE AVILA
ARAUJO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

KTO-En atención a
que el presente
proceso fue
devuelto por el ad
quem con
decisión,
obedézcase y
cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 29 de junio
de 20...

Juzgados Administrativos de Valledupar-Juzgado Administrativo 007 Oralidad
ESTADO DE FECHA: 08/08/2023
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6
20001-33-33-
007-2022-
00041-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

TONY ANDRES
GUTIERREZ
HERNANDEZ

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR,
MINISTERIO DE
EDUCACION NAL. -
FONDO NACIONAL DE P

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

KTO-En atención a
que el presente
proceso fue
devuelto por el ad
quem con
decisión,
obedézcase y
cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 1 de junio de
202...

7
20001-33-33-
007-2022-
00061-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MARIBEL DEL
CARMEN
RANGEL
IZQUIERDO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

KTO-En atención a
que el presente
proceso fue
devuelto por el ad
quem con
decisión,
obedézcase y
cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 22 de junio
de 20...

8
20001-33-33-
007-2022-
00065-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JESUS
ALBERTO
CARRASCAL
TORO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

KTO-En atención a
que el presente
proceso fue
devuelto por el ad
quem con
decisión,
obedézcase y
cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 8 de junio de
202...

9
20001-33-33-
007-2022-
00066-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MARCO TULIO
BASTIDAS
JIMENEZ

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 22 de junio
de 2023, mediante
la cual confirmó la
sentencia adiada
30 de septiembre
de 2022 profe...

10
20001-33-33-
007-2022-
00071-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ANA OLIVIA
TORO
MINORTA

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 8 de junio de
2023, mediante la
cual confirmó la
sentencia adiada
19 de octubre de
2022 proferida...

11
20001-33-33-
007-2022-
00076-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

FRANKLIN P
PAEZ
SANTIAGO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 1º de junio
de 2023, mediante
la cual confirmó la
sentencia adiada
29 de septiembre
de 2022 profe...
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12
20001-33-33-
007-2022-
00077-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

EDITH ELENA
PAREJO
CAMPO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 15 de junio
de 2023, mediante
la cual confirmó la
sentencia adiada
29 de septiembre
de 2022 profe...

13
20001-33-33-
007-2022-
00078-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

SIGIFREDO
CASELLES
ANGARITA

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

KTO-En atención a
que el presente
proceso fue
devuelto por el ad
quem con
decisión,
obedézcase y
cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 22 de junio
de 20...

14
20001-33-33-
007-2022-
00079-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ODALYS
MARTINEZ
MARTINEZ

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 22 de junio
de 2023, mediante
la cual confirmó la
sentencia adiada
19 de octubre de
2022 proferid...

15
20001-33-33-
007-2022-
00083-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

EUTIMO DE
JESÚS
ESCOBAR
QUIÑONES

NACION.MINEDUCACION-
FOMAG,
DEPARTAMENTO DEL
CESAR

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

KTO-En atención a
que el presente
proceso fue
devuelto por el ad
quem con
decisión,
obedézcase y
cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 8 de junio de
202...

16
20001-33-33-
007-2022-
00089-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ARLIDIS
MARIA RIZZO
ALMANZA

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
NACION.MINEDUCACION-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 22 de junio
de 2023, mediante
la cual confirmó la
sentencia adiada
19 de octubre de
2022 proferid...

17
20001-33-33-
007-2022-
00148-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

LUDY MARIA
LOZANO
CABRALES

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACION NAL. -
FONDO NACIONAL DE P

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

KTO-En atención a
que el presente
proceso fue
devuelto por el ad
quem con
decisión,
obedézcase y
cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 22 de junio
de 20...
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18
20001-33-33-
007-2022-
00154-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

WALBERTO
CHAVEZ MIER

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACION NAL. -
FONDO NACIONAL DE P

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto de
Obedezcase y
Cúmplase

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 22 de junio
de 2023, mediante
la cual confirmó la
sentencia adiada
12 de diciembre de
2022 profer...

19
20001-33-33-
007-2022-
00180-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

OLGA LIBETH
GONZALEZ
OLIVEROS

E.S.E. HOSPITAL JORGE
ISAAC RINCON TORRES

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

KTO-Visto el
informe secretarial
del índice N 35 del
expediente
electrónico, y en
aras de impulsar el
trámite del proceso
de la referencia
según las reglas
contenidas en la
Ley 1437 de 2011,
fíjese fe...

20
20001-33-33-
007-2022-
00493-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

FLOR MARIA
PALMEZANO
SARMIENTO

MUNICIPIO DE ASTREA
Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

AMR-obedézcase
y cúmplase lo
resuelto por el
Tribunal
Administrativo del
Cesar en
providencia de
fecha 29 de junio
de 2023, mediante
la cual revocó el
auto adiado 17 de
marzo de 2023
proferido por est...

21
20001-33-33-
007-2022-
00531-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

KATERINE
GUTIERREZ
PALLARES

MUNICIPIO AGUSTIN
CODAZZI, E.S.E.
HOSPITAL AGUSTIN
CODAZZI

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

AMR-fíjese fecha y
hora para la
celebración de la
audiencia inicial de
que trata el artículo
180 del Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo, el
día diez 10 de
octubr...

22
20001-33-33-
007-2022-
00532-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

KELLY PAOLA
ALVAREZ
LOPEZ

MUNICIPIO DE AGUSTÍN
CODAZZI, E.S.E.
HOSPITAL AGUSTIN
CODAZZI

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

KTO-Visto el
informe secretarial
del índice N 23 del
expediente
electrónico, y en
aras de impulsar el
trámite del proceso
de la referencia
según las reglas
contenidas en la
Ley 1437 de 2011,
fíjese fe...

23
20001-33-33-
007-2022-
00541-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

NICOLAS DE
JESUS CORZO
GONZALEZ

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR,
MINISTERIO DE
EDUCACION NAL.-
FOMAG

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

AMR-fíjese fecha y
hora para la
celebración de la
audiencia inicial de
que trata el artículo
180 del Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo, el
día veinticuatro 24
d...

https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2022-00154-002000133
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5/14

24
20001-33-33-
007-2022-
00543-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

PIEDAD DEL
CARMEN DE
LA HOZ
CUENTAS

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR,
MINISTERIO DE
EDUCACION NAL.-
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

AMR-fíjese como
fecha y hora para
la celebración de
la audiencia inicial
de que trata el
artículo 180 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo, el
día veinticuatro...

25
20001-33-33-
007-2023-
00053-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JOSEFA
CRISTINA
MENDOZA
MENDOZA

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

KTO-Se resuelven
las excepciones
previas y se fija
fecha y hora para
la celebración en
la audiencia inicial
de que trata el
artículo 180 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso ...

26
20001-33-33-
007-2023-
00057-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

LEDYS
ESTHER
QUERALES
TORRES

MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

KTO-Se resuelven
excepciones
previas y se fija
fecha y hora para
la celebración en
la audiencia inicial
de que trata el
artículo 180 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Admi...

27
20001-33-33-
007-2023-
00061-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

OLIVA NIETO
CASTILLO

MINISTERIO DE
DEFENSA -EJÉRCITO
NACIONAL

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

AMR-fija como
fecha y hora para
la celebración de
la audiencia inicial
de que trata el
artículo 180 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo, el
día treinta 30 de ...

28
20001-33-33-
007-2023-
00073-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MARLENE
CALDERON
BECERRA

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto termina
proceso por
desistimiento

KTO-Aceptar el
desistimiento de
las pretensiones
dentro del medio
de control del
epígrafe,
formulado por el
apoderado de la
parte demandante,
en consecuencia,
dar por terminado
el presente
proceso....

29
20001-33-33-
007-2023-
00075-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ROSINA
MERCEDES
FIGUEROA DE
MARQUEZ

POLICIA NACIONAL -
DIRECCION DE TALENTO
HUMANO POL, NACIO-
MINDEFENSA

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

AMR-fíjese fecha y
hora para la
celebración en la
audiencia inicial de
que trata el artículo
180 del Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo, el
día treinta 30 de
oct...

https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2022-00543-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720220054300/F3E81AA5861E04A2%209A9436A156B438A1%20F6DD4663BB7105E1%20DE842FA21CAF91B6/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl25$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00053-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230005300/F500B1327F9EDA4A%20F64100ED7974609F%201ACAF1EFB3FEA10E%20BF0717CBA5ABE35C/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl26$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00057-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230005700/CA61C4558A7861AF%20EBE60DDE082D9FA4%20061E53DBEA8DEE67%201173106224547755/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl27$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00061-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230006100/270D80802DB7A6CB%20510EA5BB0ED2F2D4%20194A584F6D8FCE2F%20AFD6B112B44AFB2F/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl28$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00073-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230007300/BECE9DD59576B2BA%20BA40D6D5D521DC09%202F3E254901A9ADA2%20D1E458A3A981143A/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl29$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00075-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230007500/643B15B020B724AD%205AD4170191593F74%20B402A9A9F1CA1AB7%20EE24CC444BA83649/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl30$documentlink','')


4/8/23, 15:49

6/14

30
20001-33-33-
007-2023-
00077-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JESUS
NORIEGA
PAEZ

MINISTERIO DE
DEFENSA -EJÉRCITO
NACIONAL

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto que
Ordena Correr
Traslado

AMR-correr
traslado para
alegar solo se
visualizará cuando
todas las firmas
esten realizadas...

31
20001-33-33-
007-2023-
00098-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MIGUEL
MARTÍNEZ
GUTIÉRREZ

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto que
Ordena Correr
Traslado

AMR-ordena correr
traslado para
alegar...

32
20001-33-33-
007-2023-
00123-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

LUDYS
ESTHER
ROMERO
AREVALO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto que
Ordena Correr
Traslado

AMR-una vez
ejecutoriada la
decisión ordena
correr traslado de
alegatos...

33
20001-33-33-
007-2023-
00124-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

NORALBA
PATIÑO RIZO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto que
Ordena Correr
Traslado

AMR-córrase
traslado a las
partes para alegar
de conclusión...

34
20001-33-33-
007-2023-
00141-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JANER
MANUEL
PELUFO
BUELVAS

CAJA DE RETIRO DE LAS
FUERZAS MILITARES

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto que
Ordena Correr
Traslado

AMR-córrase
traslado a las
partes para alegar
de conclusión...

35
20001-33-33-
007-2023-
00146-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JHON JAIRO
MORENO
PALACIOS

CAJA DE RETIRO DE LAS
FUERZAS MILITARES -
CREMIL

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto que
Ordena Correr
Traslado

AMR-córrase
traslado a las
partes para alegar
de conclusión solo
se visualizará
cuando todas las
firmas esten
realizadas...
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36
20001-33-33-
007-2023-
00148-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

EDILSA VEGA
ROMERO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR - COORDINADOR
DEPARTAMENTAL,
MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto Para
Alegar

KTO-Se resuelven
las excepciones
previas y se
abstiene el
Despacho de fijar
fecha para la
celebración de
audiencia inicial de
que trata el artículo
180 del Código de
Procedimiento
Administrativo y de
...

37
20001-33-33-
007-2023-
00154-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

GERMAN
ALONSO
CHAPARRO
CHAPARRO

INSTITUTO
DEPARTAMENTAL DE
TRANSITO DEL CESAR

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023

Auto Declara
Incompetencia
y Ordena
Remisión al
Competente

AMR-Declarar
probada la
excepción de falta
de competencia
propuesta por el
INSTITUTO
DEPARTAMENTAL
DE TRÁNSITO
DEL CESAR, :
Remítase el
proceso de la
referencia al
JUZGADO
PRIMERO
ADMINISTRATIVO
DEL C...

38
20001-33-33-
007-2023-
00159-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

FRANCIA
ELENA
VELASQUEZ
DE PINTO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

KTO-Se resuelven
las excepciones
previas y se fija
fecha y hora para
la celebración en
la audiencia inicial
de que trata el
artículo 180 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso ...

39
20001-33-33-
007-2023-
00162-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ELKIN
ALEXANDER
RUEDA
QUIJANO

INSTITUTO
DEPARTAMENTAL DE
TRANSITO DEL CESAR

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023

Auto Declara
Incompetencia
y Ordena
Remisión al
Competente

AMR-Declarar
probada la
excepción de falta
de competencia
propuesta por el
INSTITUTO
DEPARTAMENTAL
DE TRÁNSITO
DEL CESAR, :
Remítase el
proceso de la
referencia al
JUZGADO
PRIMERO
ADMINISTRATIVO
DEL C...

40
20001-33-33-
007-2023-
00165-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MARCELINO
LOZANO
ARIAS

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACIÓN NACIONAL

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

AMR-fíjese fecha y
hora para la
celebración en la
audiencia inicial de
que trata el artículo
180 del Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo, el
día 3 de octubre
de 2...

41
20001-33-33-
007-2023-
00166-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JUDITH
FLOREZ
CARDENAS

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, MINISTERIO DE
EDUCACIÓN NACIONAL

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

KTO-Se resuelven
excepciones
previas y se fija
fecha y hora para
la celebración en
la audiencia inicial
de que trata el
artículo 180 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Admi...
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42
20001-33-33-
007-2023-
00167-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MANUEL
MARIMON
ANGULO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

KTO-Se resuelven
excepciones
previas y se fija
fecha y hora para
la celebración en
la audiencia inicial
de que trata el
artículo 180 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Admi...

43
20001-33-33-
007-2023-
00168-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MARIA
ANDRADE
GUTIERREZ

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023
Auto fija fecha
audiencia y/o
diligencia

KTO-Se resuelven
excepciones
previas y se fija
fecha y hora para
la celebración en
la audiencia inicial
de que trata el
artículo 180 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Admi...

44
20001-33-33-
007-2023-
00306-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

DENIS
ESTHER
ZALABATA
TORRES

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Admitir la
demanda
impetrada en
ejercicio del medio
de control de
nulidad y
restablecimiento
del derecho,
promovida por
DENIS ESTHER
ZALABATA
TORRES, quien
actúa mediante
apoderado judicial,
en co...

45
20001-33-33-
007-2023-
00314-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JOSE CARLOS
CUJIA
FUENTES

NACION-MINDEFENSA-
POLICIA NACIONAL

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Admitir la
demanda
impetrada en
ejercicio del medio
de control de
nulidad y
restablecimiento
del derecho,
promovida por
JOSÉ CARLOS
CUJIA FUENTES,
quien actúa
mediante
apoderado judicial,
en contr...

46
20001-33-33-
007-2023-
00334-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

LEVIER MARIA
AVILA
VERGARA

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

47
20001-33-33-
007-2023-
00335-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MANUEL JOSE
MOLINA
MANJARRES

INSTITUTO NACIONAL
PENITENCIARIO Y
CARCELARIO - IN

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
Reconózcase
personería a SAID
JOELYS
TORREGROSA
MOJICA como
apoderado judicial
de la parte
demandante...

https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00167-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230016700/DA925271C32C3032%205DD0474F47D29F6C%202AE80FABB7BA2E0B%204FD5F2C82F4C6590/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl43$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00168-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230016800/A0E3A6D81044A69F%2013D01986AF7EFF2B%20BF9D5D5BD0E0BC4B%2020E016E6C6A8F275/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl44$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00306-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230030600/0F54ED51784DD890%206AAFCBB14A5862EA%20DB713380476909A8%2004FE9E0F7833C975/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl45$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00314-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230031400/5DFEE88E26D45259%20EAF5C21E8D363854%200261B06D528B73E9%20C705A45F67F128C8/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl46$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00334-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230033400/4B8B1F5273E773E1%203E93590F63621D61%20859AF51D5B67AA7C%20BEFE7229385CE829/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl47$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00335-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230033500/95AE974E536DA491%20321FF717CB799DFC%20523B32A1E1BB0BA7%207CD19D878EA51304/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl48$documentlink','')
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48
20001-33-33-
007-2023-
00336-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

YAKELINE
SANCHEZ
VELASQUEZ

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Admitir la
demanda
impetrada en
ejercicio del medio
de control de
nulidad y
restablecimiento
del derecho,
promovida por
JAKELINE
SÁNCHEZ
VELÁSQUEZ,
quien actúa
mediante
apoderado judicial,
en cont...

49
20001-33-33-
007-2023-
00337-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

WILSON
ENRIQUE
CASTRO
ARJONA

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

50
20001-33-33-
007-2023-
00338-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

LEDYS ENITH
CASTILLA
CANTILLO

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

51
20001-33-33-
007-2023-
00339-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ALBERTO
PEREX
SANCHEZ

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

52
20001-33-33-
007-2023-
00340-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

EDGAR
ENRIQUE
RIVERA
PIZARRO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

53
20001-33-33-
007-2023-
00341-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

GLORIA
ELENA SOTO
MONTESINO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00336-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230033600/AB8474F43F6965C0%201A24AE77033ED466%20F409ACBF593D116A%20F51A83415DB808C1/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl49$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00337-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230033700/1F8E728FBD02B226%209DAC79288EB710CD%20F4D74242D55EC960%208A30DB75FDCE05D6/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl50$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00338-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230033800/0F3769F75F6684A1%20E396DDE629839D8A%20E0AEED0BCF4B7FA8%2051BF195BFA68D41D/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl51$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00339-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230033900/780B017AE2326B6E%207A63FC7CA3445E12%20F31CFC0A6657F906%206B9CDC7C4EE8092C/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl52$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00340-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230034000/06506878EC800FD1%200C5840FF60B5EB41%202CA876D9E720F470%20A36402EF9CD33058/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl53$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00341-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230034100/B5D0456D344C9B7A%20612759AE67F2AFF3%206C76F08BB63CEB2F%2097A0400E682307DA/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl54$documentlink','')
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10/14

54
20001-33-33-
007-2023-
00342-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ROBINSON DE
JESUS
FERNANDEZ
PEREIRA

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

55
20001-33-33-
007-2023-
00343-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

DIDY DIANA
PERPIÑAN
ANTELIZ

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto inadmite
demanda

KTO-Inadmitir la
presente
demanda, de
acuerdo con los
lineamientos
trazados en la
parte considerativa
de la presente
providencia y se le
concede a la parte
demandante el
plazo de diez 10
días, para qu...

56
20001-33-33-
007-2023-
00347-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

PEDRO
ANTONIO
TEJADA
BERMUDEZ

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

57
20001-33-33-
007-2023-
00348-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

WILLIAM JOSE
ZAPATA
LAZARO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

58
20001-33-33-
007-2023-
00349-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

YENIS VIDES
FLOREZ

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

59
20001-33-33-
007-2023-
00350-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

CARMEN
CECILIA
ALCAZAR
TORRENEGRA

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00342-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230034200/9A5CF7680D1DF92A%20FB5E8212B5E8C387%2054EB1422C441819A%20E41CD8540EB40016/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl55$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00343-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230034300/F38EC8A88C457D90%207960884786ACFAA1%2092E6066D72E2A162%2015818F0CB16DFCD8/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl56$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00347-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230034700/DBA3C129D599E91B%20AA106A413E7B45A7%200049E95BB2384DDC%207BE5E9848B312331/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl57$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00348-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230034800/6C621CDAD1B1FF85%20E611804512E5DDEE%20C1A3D29B0E0D4E8F%2087D1BE3A58E5E5A9/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl58$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00349-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230034900/0D3912C2C830A9FC%20DB3A575ABA21090D%20AF2BC81793F98083%2034E57E3E29DE3EBD/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl59$documentlink','')
https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00350-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230035000/C2EAF5FCDBBEC1C8%2060A00FB8591B1564%205674B0A5C857BDB5%20055AA1695194CDC5/2
javascript:__doPostBack('ctl00$MainContent$GvProvidencias$ctl60$documentlink','')
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60
20001-33-33-
007-2023-
00351-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

EDWIN
MUNIVE
PADILLA

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto inadmite
demanda

KTO-Inadmitir la
presente
demanda, de
acuerdo con los
lineamientos
trazados en la
parte considerativa
de la presente
providencia y se le
concede a la parte
demandante el
plazo de diez 10
días, para qu...

61
20001-33-33-
007-2023-
00353-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MARIA
RAMIREZ
GUTIERREZ

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

KTO-Por reunir los
requisitos legales
establecidos en el
artículo 162 del
Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo,
este Despacho
considera
admisible la
presente deman...

62
20001-33-33-
007-2023-
00355-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

LEONOR
CECILIA DAZA
CALDERON

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto
Interlocutorio

AMR-conminar a la
parte actora para
que adecúe la
demanda a alguno
de los medios de
control dispuesto
en el Código de
Procedimiento
Administrativo y de
lo Contencioso
Administrativo en
procura de sus ...

63
20001-33-33-
007-2023-
00356-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MARIA DEL
CARMEN
VILLACOB
NAVARRO

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

64
20001-33-33-
007-2023-
00357-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JOSE
MAESTRE
HERRERA

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

65
20001-33-33-
007-2023-
00358-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

AMILCAR
JOSE ARIAS
DIAZ

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

https://samai.consejodeestado.gov.co/vistas/casos/list_procesos.aspx?guid=20001-33-33-007-2023-00351-002000133
https://serviciossamaicore.azurewebsites.net/api/DescargarProvidenciaPublica/2000133/20001333300720230035100/19199FA73C68D027%200DD7334565487EAB%203FAF0A17332C3B0E%20D1A16AEB0700F06F/2
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66
20001-33-33-
007-2023-
00359-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MANUELA
BAUTISTA
ARRIETA
MARTINEZ

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

67
20001-33-33-
007-2023-
00360-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JOSE
GREGORIO
ACOSTA
ACUÑA

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

68
20001-33-33-
007-2023-
00362-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

YUDI MATILDE
SANTIZ
PALENCIA

DIRECCION EJECUTIVA
DE ADMINISTRACION
JUDICIAL

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto declara
impedimento

AMR-declara
impedimento y
Dispóngase el
envío inmediato
del expediente al
Juzgado 402
Administrativo
Transitorio del
Circuito Judicial de
Valledupar...

69
20001-33-33-
007-2023-
00363-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ZOILA ROSA
PEREIRA
ROLLET, JOSE
ALBERTO
MARTINEZ
JARAMILLO

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda
instaurada por
JOSÉ ALBERTO
MARTÍNEZ
JARAMILLO,
ZOILA ROSA
PEREIRA
ROLLET, SERGIO
ANDRÉS
MARTÍNEZ
PEREIRA,
ESTEFANNI
YISETH
MARTÍNEZ
PEREIRA,
YOLEIDIS
ESTHER
MARTÍNEZ
PEREIRA,
JORGE...

70
20001-33-33-
007-2023-
00365-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

YEMILE
ESTER
CAMARGO
GUTIER

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...
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71
20001-33-33-
007-2023-
00366-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

CARMEN
ARAMENDIZ
RODRIGUEZ

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

72
20001-33-33-
007-2023-
00368-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JAVIER
BARROS
MUSSA

AGUAS DEL CESAR S.A.
E.S.P.

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto de
Tramite

KTO-REQUERIR a
la parte actora
para que adecue el
asunto de la
referencia al medio
de control de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho, por
las razones
explicadas en la
parte motiva de
este proveído ...

73
20001-33-33-
007-2023-
00370-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

ORLANDO
CONTRERAS
POSADA Y
OTROS,
YAMILE
TORRES S
ROJA

NACION - RAMA JUDICIAL
- DIRECCION EJECUTIVA
DE AD, MINISTERIO DE
DEFENSA -EJÉRCITO
NACIONAL

Acción de
Reparación
Directa

04/08/2023 Auto
Interlocutorio

AMR-Previo a
resolver sobre la
admisibilidad de la
demanda, el
Despacho ordena
oficiar al Ministerio
de Defensa
Nacional y al
apoderado de la
parte actora para
que remitan copia
de la constancia
de no...

74
20001-33-33-
007-2023-
00374-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

MATILDE
GOMEZ
VARGAS

DEPARTAMENTO DEL
CESAR,
ADMINISTRADORA
NACIONAL DE
PENSIONES -
COLPENSIONE

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto inadmite
demanda

AMR-Inadmitir la
presente
demanda, de
acuerdo con los
lineamientos
trazados en la
parte considerativa
de la presente
providencia.
SEGUNDO: Se le
concede a la parte
demandante el
plazo de diez 10
días,...

75
20001-33-33-
007-2023-
00375-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JOHANNA
MEJIA
BARBOSA

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

76
20001-33-33-
007-2023-
00376-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

JOSÉ MANUEL
ECHAVEZ
PALACIO

MUNICIPIO DE
BOSCONIA- SECRETARÍA
DE TRÁNSITO DE
BOSCONIA

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto inadmite
demanda

AMR-inadmite
demanda: la parte
actora deberá
subsanar los
yerros señalados, i
aportando
constancia de la
notificación del
oficio calendado
24 de mayo de
2023 y de la
conclusión del
procedimiento
admin...
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77
20001-33-33-
007-2023-
00377-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

RUBY GALVIS
CHINCHILLA

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

78
20001-33-33-
007-2023-
00378-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

RICARDO
ARIAS ROJAS

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

79
20001-33-33-
007-2023-
00379-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

HELMUT
ALBERTO
BERDUGO
TORRES

MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR, LA
NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

80
20001-33-33-
007-2023-
00380-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

CLARA EMILIA
GONZALEZ
QUINTERO

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...

81
20001-33-33-
007-2023-
00381-00

JUAN
JOSE
CASTRO
NUÑEZ

EIDYS ELIANY
OSPINO
AGUILAR

DEPARTAMENTO DEL
CESAR, LA NACION -
MINEDUCACION - FONDO
DE PRESTACIONES S

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

04/08/2023 Auto admite
demanda

AMR-admite
demanda y
reconoce
personería a
WALTER FABIÁN
LÓPEZ HENAO
como apoderado
judicial de la parte
demandante...
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: FEBRONIA ARDILA CUELLAR Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
EJÉRCITO NACIONAL Y OTROS 

RADICADO: 20001-33-33-007-2017-00195-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 

adiada 29 de noviembre de 2019 proferida por este Despacho que declaró probada 

la caducidad de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación  

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma  

definitiva el expediente 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: d92a356a878cd848f916ce99da7b1b92a14defcd7e074348ddcf7b9f9abe24b2

Documento generado en 04/08/2023 09:35:56 AM



 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

  

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL:  REPARACIÓN DIRECTA  

DEMANDANTE:  DILIA ROSA GÁMEZ MILLIÁN Y OTROS 

DEMANDADO:  DEPARTAMENTO DEL CESAR – CLÍNICA DE 

EMERGENCIAS LAURA DANIELA S.A. – SEGUROS 

“LA PREVISORA” S.A. – SALUD TOTA E.P.S. 

RADICADO:  20001-33-33-007-2019-0066-00  

 

 

En consonancia con lo dispuesto en el inciso final del artículo 173 del Código 

General del Proceso, y habida cuenta que la Superintendencia Nacional de Salud 

dio respuesta al requerimiento de pruebas documentales que se le efectuó en 

oportunidad anterior, se ordena: 

 

PRIMERO: Se declaran legalmente incorporadas las pruebas documentales 

aportadas al plenario visibles en archivos digitales cargados en el índice No. 172 

del expediente digital, las cuales se valorarán según la ley al momento de proferir 

decisión de instancia. Del contenido de dichas pruebas documentales se corre 

traslado a las partes por el término de 5 días, a fin de que ejerzan su derecho de 

contradicción de dicha prueba. 

 

SEGUNDO: Cumplido el término anterior, y por haberse reunido la totalidad de las 

pruebas decretadas en el proceso, vuelva el proceso al Despacho para disponer lo 

pertinente a la sentencia de primera instancia. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7/MGB/jjcn 

 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez



Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: d9573117123bb02e64bfe018155444d4e9b3443b22f05dad9e0afcc701407d05

Documento generado en 04/08/2023 09:35:57 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA  

DEMANDANTE: DOMIER ELÍ TRILLOS MIRANDA Y OTROS 

DEMANDADO: DEPARTAMENTO DEL CESAR – SECRETARÍA DE 
SALUD – CLÍNICA LAURA DANIELA Y OTROS 

RADICADO: 20001-33-33-007-2019-00137-00 

 
Vista la nota de secretaría que obra a índice N.º 120 del expediente electrónico 

cargado a la plataforma SAMAI, el Despacho dispone: 

 

Reconózcase personería a MIRIAM JUDITH RODRÍGUEZ FONTALVO como 

apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 

se contrae la sustitución de poder efectuada por NELSON GUTIÉRREZ RAMÍREZ, 

obrante en el índice N.º 120 del expediente electrónico. 

 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f94273035e0220774be6b771f689603129341ff9aecfa19fb56fdc1a254ca686

Documento generado en 04/08/2023 09:35:58 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: DAVID MERCADO LUNA  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 

NACIONAL 

 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2019-00409-00  

 

En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 11 de mayo de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 

de fecha 18 de diciembre de 2020 proferida por este Despacho que accedió a las 

pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación 

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma 

definitiva el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 
J7/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: JAIDER DARÍO DE ÁVILA ARAÚJO  

DEMANDADO: DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00110-00  

 

En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 29 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia de 

fecha 24 de marzo de 2022 proferida por este Despacho que negó las pretensiones 

de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación 

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma 

definitiva el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 
J7/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: TONY ANDRÉS GUTIÉRREZ HERNÁNDEZ  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 

 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2022-00041-00  

 

En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 1 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia de 

fecha 29 de septiembre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 

parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación 

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma 

definitiva el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 
J7/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: MARIBEL DEL CARMEN RANGEL IZQUIERDO  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2022-00061-00  

 

En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia de 

fecha 29 de septiembre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 

parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación 

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma 

definitiva el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 
J7/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: JESÚS ALBERTO CARRASCAL TORO  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 

 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2022-00065-00  

 

En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 8 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia de 

fecha 7 de diciembre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 

parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación 

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma 

definitiva el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 
J7/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MARCO TULIO BASTIDAS JIMÉNEZ 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00066-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 
obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 
providencia de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 
adiada 30 de septiembre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación  
de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma  
definitiva el expediente 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ANA OLIVIA TORO MINORTA 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00071-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 
obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 
providencia de fecha 8 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 
adiada 19 de octubre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación  
de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma  
definitiva el expediente 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: FRANKLIN PAÉZ SANTIAGO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00076-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 
obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 
providencia de fecha 1º de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 
adiada 29 de septiembre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación  
de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma  
definitiva el expediente 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: EDITH ELENA PAREJO CAMPO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00077-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 
obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 
providencia de fecha 15 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 
adiada 29 de septiembre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación  
de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma  
definitiva el expediente 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: SIGIFREDO CASELLES ANGARITA  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR  

 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2022-00078-00  

 

En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia de 

fecha 19 de octubre de 2022 proferida por este Despacho que accedió parcialmente 

a las pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación 

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma 

definitiva el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 
J7/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ODALYS MARTÍNEZ MARTÍNEZ 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00079-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 
obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 
providencia de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 
adiada 19 de octubre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación  
de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma  
definitiva el expediente 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: EUTIMIO DE JESÚS ESCOBAR QUIÑONES  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 

 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2022-00083-00  

 

En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 8 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia de 

fecha 19 de octubre de 2022 proferida por este Despacho que accedió parcialmente 

a las pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación 

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma 

definitiva el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 
J7/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ARLIDIS MARÍA RIZZO ALMANZA 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00089-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 
obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 
providencia de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 
adiada 19 de octubre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación  
de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma  
definitiva el expediente 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: LUDY MARÍA LOZANO CABRALES  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2022-00148-00  

 

En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 

obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 

providencia de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia de 

fecha 12 de diciembre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 

parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

 

Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación 

de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma 

definitiva el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 
J7/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: WALBERTO CHÁVEZ MIER 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00154-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 
obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 
providencia de fecha 22 de junio de 2023, mediante la cual confirmó la sentencia 
adiada 12 de diciembre de 2022 proferida por este Despacho que accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
Ejecutoriado este auto, y en atención a que no existen órdenes alusivas a liquidación  
de costas o trámites posteriores al fallo pendientes por cumplir, archívese en forma  
definitiva el expediente 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: OLGA LIBETH GONZÁLEZ OLIVEROS  

DEMANDADO: HOSPITAL JORGE ISAAC RINCÓN TORRES E.S.E.  

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00180-00 

 

Visto el informe secretarial del índice N° 35 del expediente electrónico, y en aras de 

impulsar el trámite del proceso de la referencia según las reglas contenidas en la 

Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la continuación de la audiencia de 

pruebas de que trata el artículo 181 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, el día diez (10) de octubre de 2023, a las 02:30 

p.m., a través de la plataforma virtual que para el efecto se estime pertinente.  

 

Por Secretaría, désele acceso al expediente digital a las partes que según el artículo 

123 del Código General del Proceso pueden examinar el presente expediente, y con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 (que modificó 

el art. 186 de la Ley 1437 de 2011), convóquese a las partes para que comparezcan 

a la citada diligencia de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior 

de la Judicatura. Así mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) 

para que dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído 

informen la cuenta de correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo 

anterior para establecer contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a 

dicha audiencia virtual.  

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público.  

 

Se les recuerda a los sujetos procesales el mandato establecido en el art. 46 inc. 2 

de la Ley 2080 de 2021 en concordancia con lo plasmado en el art. 78 núm. 14 del 

CGP. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
 

J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: FLOR MARIA PALMEZANO SARMIENTO 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE ASTREA 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00493-00 

 
En atención a que el presente proceso fue devuelto por el ad quem con decisión, 
obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en 
providencia de fecha 29 de junio de 2023, mediante la cual revocó el auto adiado 
17 de marzo de 2023 proferido por este Despacho que negó la práctica de unas 
pruebas solicitadas por la parte actora. 
 
En consonancia con lo anterior, teniendo en cuenta que la entidad demandada no 
contestó la demanda dentro del término estipulado para ello y no propuso 
excepciones de fondo, en aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia 
según las reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la 
celebración en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día diez (10) de 
octubre de 2023, a las 09:30 a.m.,la cual se llevará a cabo a través de la plataforma 
virtual que para el efecto se estime pertinente. 
 
Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  
de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  
mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 
correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 
contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 
 
Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 
sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 
asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
 
Se les recuerda a los sujetos procesales el mandato establecido en el art. 46 inc. 2 
de la Ley 2080 de 2021 en concordancia con lo plasmado en el art. 78 numeral 14 
del Código General del Proceso. 
 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: KATHERINE GUTIÉRREZ PAYARES 

DEMANDADO: HOSPITAL AGUSTÍN CODAZZI E.S.E.  

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00531-00 

 
Visto el informe secretarial del índice N° 21 del expediente electrónico y teniendo en 
cuenta que la entidad demandada contestó la demanda dentro del término 
estipulado para ello y no propuso excepciones de fondo, en aras de impulsar el 
trámite del proceso de la referencia según las reglas contenidas en la Ley 1437 de 
2011, fíjese fecha y hora para la celebración en la audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, el día diez (10) de octubre de 2023, a las 10:30 a.m., la cual se 
llevará a cabo a través de la plataforma virtual que para el efecto se estime 
pertinente. 
 
Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  
de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  
mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 
correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 
contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 
 
Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 
sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 
asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
 
Se les recuerda a los sujetos procesales el mandato establecido en el art. 46 inc. 2 
de la Ley 2080 de 2021 en concordancia con lo plasmado en el art. 78 numeral 14 
del Código General del Proceso. 
 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: KELLY PAOLA ÁLVAREZ LÓPEZ 

DEMANDADO: HOSPITAL AGUSTÍN CODAZZI E.S.E.  

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00532-00 

 

Visto el informe secretarial del índice N° 23 del expediente electrónico, y en aras de 

impulsar el trámite del proceso de la referencia según las reglas contenidas en la 

Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración de la audiencia de inicial 

de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, el día treinta y uno (31) de octubre de 2023, a las 10:00 

a.m., a través de la plataforma virtual que para el efecto se estime pertinente.  

 

Por Secretaría, désele acceso al expediente digital a las partes que según el artículo 

123 del Código General del Proceso pueden examinar el presente expediente, y con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 (que modificó 

el art. 186 de la Ley 1437 de 2011), convóquese a las partes para que comparezcan 

a la citada diligencia de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior 

de la Judicatura. Así mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) 

para que dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído 

informen la cuenta de correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo 

anterior para establecer contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a 

dicha audiencia virtual.  

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público.  

 

Se les recuerda a los sujetos procesales el mandato establecido en el art. 46 inc. 2 

de la Ley 2080 de 2021 en concordancia con lo plasmado en el art. 78 núm. 14 del 

CGP. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
 

J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: NICOLAS DE JESÚS CORZO GONZÁLEZ  

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00541-00 

 
I. ASUNTO 

 
Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 
por la entidad demandada al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 175 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 
impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 
 

II. ANTECEDENTES 
 
Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho por la parte demandante contra la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, 
pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del acto administrativo complejo 
contenido en: (i) el oficio N° 2022-EE-73913 del 6 de abril del año 2022, expedido 
por el Ministerio de Educación Nacional; (ii) el oficio sin número de fecha 3 de mayo 
de 2022, expedido por la Secretaría de Talento Humano del municipio de 
Valledupar; y, (iii) el acto ficto configurado el 5 de febrero de 2022 por la no 
respuesta a la petición radicada el 5 de noviembre de 2021 ante el municipio de 
Valledupar; acto administrativo compuesto por medio de los cuales se negó el 
reconocimiento y pago de la prima de antigüedad creada mediante acuerdo 
municipal N° 013 de 1983, en favor del actor. 
 
La demanda fue admitida mediante auto adiado 27 de enero de 2023, en el que se 
ordenó trabar la litis y la reforma de la demanda fue admitida a través de proveído 
de fecha 5 de mayo de 2023.  
 
Convocada al trámite y notificada de la admisión y la reforma, el Municipio de 
Valledupar propuso las excepciones denominadas “ineptitud de la demanda por 
insuficiencia de poder con respecto al municipio de Valledupar” con fundamento en 
que el poder no fue otorgado para demandar a la entidad territorial; “indebido 
agotamiento de los recursos” pues la parte actora no agotó los recursos en contra 
de los actos particulares y concretos que demandó de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 161 numeral 2 de la Ley 1437 de 2011; “falta de legitimación en la 
causa por pasiva”, alegando que pese a elaborar el acto administrativo que negó el 
pago de la prima de antigüedad reclamada por la parte actora, no le compete 
autorizar y efectuar el pago por dicho concepto; propuso la de “prescripción” con 
fundamento en el artículo 151 del Código de Procedimiento Laboral.  
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Planteó además las siguientes excepciones de fondo “inexistencia del derecho” y 
“pérdida de ejecutoria del acto administrativo”. 
 
De otro lado, el Ministerio de Educación Nacional propuso la excepción de “falta de 
legitimación en la causa por pasiva”, bajo el entendido que no intervino en las 
actuaciones descritas en los hechos de la demanda, mucho menos, está encargada 
de cancelar la prima de antigüedad creada mediante acuerdo N° 13 del 14 de abril 
del año 1983, que además fue declarada nula. Sustentó la excepción de 
“inexistencia de concepto de violación de los actos administrativos”, diciendo que, 
dentro de los fundamentos de derecho referidos por los demandantes, no se incluye 
cargo de nulidad respecto de los actos administrativos expedidos por la entidad 
territorial, los cuales, están apegados a la ley, a la Constitución y al procedimiento 
administrativo que respetó el debido proceso de los demandantes. En cuanto a la 
de “prescripción”, solicita se declare dicho fenómeno, respecto de los derechos que 
no fueron reclamados dentro de los 3 años siguientes a su exigibilidad. 
 
La cartera ministerial propuso las siguientes excepciones de mérito: 
“inconstitucionalidad”, “no hay derechos adquiridos en contravía de la constitución”, 
“decaimiento del acto administrativo”, “cobro de lo no debido”, “inexistencia de la 
obligación”, “inexistencia del derecho” y “efectos retroactivos de la declaratoria de 
nulidad del Acuerdo N° 13 de 1983”. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  
en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 
formuladas. 
 
El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  
Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 
dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 
artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 
transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 
de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 
probado ciertos medios exceptivos. 
 
Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 
por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 
enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 
no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 
tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 
trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 
 
Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 
cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 
prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 
previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 
aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 
decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 
excepciones previas. 
 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 
 
Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 
excepciones, manifestó que desde el momento de radicación de la demanda ha 
manifestado estar de acuerdo para que en el evento en que encuentre configurada 
la excepción de prescripción de los derechos reclamados, así sea decretado 
conforme a los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969. Respecto a la excepción de 
falta de legitimación propuesta, señaló que en virtud de lo dispuesto en la Ley 715 
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de 2001 la responsabilidad en los manejos de los recursos para el pago de los 
servicios educativos estatales, incluyendo el pago de las nóminas y las prestaciones 
de los educadores, es una actividad de cofinanciación tanto de la Nación como de 
los entes territoriales. 
 
Indicó que la parte actora le confirió poder para demandar al Municipio de 
Valledupar por lo que debe declararse no probada la excepción de inepta demanda 
por insuficiencia de poder. 

 
3.3. Caso concreto. 

 
Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 
previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 
para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  
en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 
 
El artículo 100 del Código General del Proceso, enlista las excepciones previas, 
dentro de las cuales no figura la de “prescripción”; no obstante, el parágrafo 2 del 
artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera anticipada, el Despacho 
diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues inicialmente se debe 
determinar si las pretensiones de la demanda tienen vocación de prosperidad para 
luego determinar si hay derechos prescritos. 
 
La norma del estatuto procesal general, tampoco enlista como previa la excepción 
de “falta de legitimación en la causa por pasiva”, no obstante, respecto de esta 
última y conforme a la distinción entre falta de legitimación en la causa de hecho y 
material que hace la sección tercera del Consejo de Estado, en la providencia de 
fecha 2 de octubre de 2017 con ponencia del magistrado Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa, radicación número: 20001-23-33-003-2015-00647-01(59991), es 
conveniente señalar que en esta etapa procesal se referirá el Despacho sobre la 
legitimación de hecho y la material será resuelta el emitir una decisión e fondo dentro 
del epígrafe. 
 
Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  
de Estado ha sostenido:  
 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 
causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 
presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 
demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 
entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la 
causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de hecho 
por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación 
de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición de 
demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 
litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 
contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 
hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 
producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 
necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 
predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración 
de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 
sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a 
dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión 
que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye 
condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra1(…)”. -Se 
resalta por fuera del texto  

                                            
1 Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571- 
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original-. 
 
Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 
puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 
de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 
excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 
falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 
capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 
causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 
de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 
pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 
 
De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 
falta de legitimación en la causa por pasiva que se propuso como medio exceptivo 
previo, y diferirá el estudio de la misma como una excepción de fondo para ser 
decidida al momento de dictar sentencia de primera instancia. 
 
En cuanto a la legitimación en la causa de hecho, encuentra el Despacho que las 
entidades demandadas se encuentra legitimadas para acudir al proceso de acuerdo 
con las pretensiones de la demanda.  
 
Respecto a la excepción denominada “inexistencia de concepto de violación de los 
actos administrativos”, se ha pronunciado el Consejo de Estado refiriéndose a la 
concreción de este cargo como fundamento de la excepción de inepta demanda, 
así: “la ineptitud de la demanda se concreta en aquellas situaciones o eventos 
extremos de carencia absoluta de invocación normativa o de argumentaciones que 
toquen los límites de lo absurdo, o cuando sea evidente o torticeramente 
incoherente, los que en dado caso podrían dar lugar a reputar inepta la demanda 
por la falta de invocación normativa y argumentativa del concepto de la violación y, 
eso sin olvidar, que el juez como máximo director del proceso y dada su 
competencia, se le impone solicitar al sujeto procesal que subsane la demanda.”2  
 
Dicho lo anterior, el Despacho procedió a la revisión de la demanda y encontró que 
la demanda cuenta con los siguientes acápites: (i) disposiciones legales violadas y 
(ii) concepto de violación. En ellos, la parte actora relaciona las normas que 
considera vulneradas, así como las razones para sustentar su derecho al 
reconocimiento y pago de la prima de antigüedad solicitada. En el presente asunto 
no hay carencia absoluta de concepto de violación, en consecuencia, está 
excepción no está llamada a prosperar. 
 
Respecto a la excepción de “ineptitud de la demanda por insuficiencia de poder con 
respecto al municipio de Valledupar”, encuentra el Despacho al verificar el memorial 
que obra a folio 25 de la demanda que el demandante confirió poder a su apoderado 
para demandar a la entidad del orden nacional y al municipio de Valledupar, por lo 
tanto, será desestimada esta excepción. 
 
Finalmente, sobre la excepción de “indebido agotamiento de los recursos” encuentra 
el Despacho que a través de los actos administrativos demandados la 
administración no le indicó al hoy demandante la procedencia de recurso alguno, 
por lo tanto hubo conclusión del procedimiento administrativo y firmeza de los actos 
acusados conforme lo dispuesto en el artículo 161 numeral 2 concordante con los 
artículos 74, 75, 76  y 87 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Se declarará no probada esta excepción. 
 
En cuanto a las demás excepciones formuladas por ambas demandadas, el 
Despacho se abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas 

                                            
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
2 Consejo de Estado, Sección Segunda, 14 de abril de 2021, radicado: 217507611001-03-24-000-2014-00004-00 5276-19, 
M.P. William Hernández Gómez. 
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atacan el fondo del asunto y deben entonces resolverse al momento de dictar 
sentencia. 
 
En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 
que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 
del Circuito Judicial, 
 

IV. RESUELVE 
 
PRIMERO: Declarar imprósperas la excepciones de “inexistencia de concepto de 
violación de los actos administrativos” propuesta por el Ministerio de Educación 
Nacional y las de “ineptitud de la demanda por insuficiencia de poder con respecto 
al municipio de Valledupar” e “indebido agotamiento de los recursos” propuestas por 
el municipio de Valledupar, según la motivación expuesta en el presente proveído. 
 
SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 
excepciones de “falta de legitimación en la causa por pasiva” y “prescripción”, 
propuestas por las entidades accionadas, por las consideraciones expuestas en 
esta providencia. 
 
TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 
reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 
de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día veinticuatro (24) de octubre 
de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada junto con 
otros casos que atiende este juzgado con temática similar, a través de la plataforma 
virtual que para el efecto se estime pertinente. 
 
Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  
de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  
mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 
correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 
contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 
 
Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 
sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 
asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar a CARLOS RAFAEL PLATA 
MENDOZA como apoderado judicial del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
en los términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, 
obrantes en el índice No. 16 del expediente electrónico. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar a HOLMES JOSÉ RODRÍGUEZ 
ARAQUE como apoderado judicial del MUNICIPIO DE VALLEDUPAR en los 
términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, 
obrantes en el índice No. 15 del expediente electrónico. 
 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: NICOLAS DE JESÚS CORZO GONZÁLEZ  

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

– MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00541-00 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por la entidad demandada al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 175 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, 

pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del acto administrativo complejo 

contenido en: (i) el oficio N° 2022-EE-73913 del 6 de abril del año 2022, expedido 

por el Ministerio de Educación Nacional; (ii) el oficio sin número de fecha 3 de mayo 

de 2022, expedido por la Secretaría de Talento Humano del municipio de 

Valledupar; y, (iii) el acto ficto configurado el 5 de febrero de 2022 por la no 

respuesta a la petición radicada el 5 de noviembre de 2021 ante el municipio de 

Valledupar; acto administrativo compuesto por medio de los cuales se negó el 

reconocimiento y pago de la prima de antigüedad creada mediante acuerdo 

municipal N° 013 de 1983, en favor del actor. 

 

La demanda fue admitida mediante auto adiado 27 de enero de 2023, en el que se 

ordenó trabar la litis y la reforma de la demanda fue admitida a través de proveído 

de fecha 5 de mayo de 2023.  

 

Convocada al trámite y notificada de la admisión y la reforma, el Municipio de 

Valledupar propuso las excepciones denominadas “ineptitud de la demanda por 

insuficiencia de poder con respecto al municipio de Valledupar” con fundamento en 

que el poder no fue otorgado para demandar a la entidad territorial; “indebido 

agotamiento de los recursos” pues la parte actora no agotó los recursos en contra 

de los actos particulares y concretos que demandó de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 161 numeral 2 de la Ley 1437 de 2011; “falta de legitimación en la 
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causa por pasiva”, alegando que pese a elaborar el acto administrativo que negó el 

pago de la prima de antigüedad reclamada por la parte actora, no le compete 

autorizar y efectuar el pago por dicho concepto; propuso la de “prescripción” con 

fundamento en el artículo 151 del Código de Procedimiento Laboral.  

 

Planteó además las siguientes excepciones de fondo “inexistencia del derecho” y 

“pérdida de ejecutoria del acto administrativo”. 

 

De otro lado, el Ministerio de Educación Nacional propuso la excepción de “falta de 

legitimación en la causa por pasiva”, bajo el entendido que no intervino en las 

actuaciones descritas en los hechos de la demanda, mucho menos, está encargada 

de cancelar la prima de antigüedad creada mediante acuerdo N° 13 del 14 de abril 

del año 1983, que además fue declarada nula. Sustentó la excepción de 

“inexistencia de concepto de violación de los actos administrativos”, diciendo que, 

dentro de los fundamentos de derecho referidos por los demandantes, no se incluye 

cargo de nulidad respecto de los actos administrativos expedidos por la entidad 

territorial, los cuales, están apegados a la ley, a la Constitución y al procedimiento 

administrativo que respetó el debido proceso de los demandantes. En cuanto a la 

de “prescripción”, solicita se declare dicho fenómeno, respecto de los derechos que 

no fueron reclamados dentro de los 3 años siguientes a su exigibilidad. 

 

La cartera ministerial propuso las siguientes excepciones de mérito: 

“inconstitucionalidad”, “no hay derechos adquiridos en contravía de la constitución”, 

“decaimiento del acto administrativo”, “cobro de lo no debido”, “inexistencia de la 

obligación”, “inexistencia del derecho” y “efectos retroactivos de la declaratoria de 

nulidad del Acuerdo N° 13 de 1983”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 
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previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones, manifestó que desde el momento de radicación de la demanda ha 

manifestado estar de acuerdo para que en el evento en que encuentre configurada 

la excepción de prescripción de los derechos reclamados, así sea decretado 

conforme a los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969. Respecto a la excepción de 

falta de legitimación propuesta, señaló que en virtud de lo dispuesto en la Ley 715 

de 2001 la responsabilidad en los manejos de los recursos para el pago de los 

servicios educativos estatales, incluyendo el pago de las nóminas y las prestaciones 

de los educadores, es una actividad de cofinanciación tanto de la Nación como de 

los entes territoriales. 

 

Indicó que la parte actora le confirió poder para demandar al Municipio de 

Valledupar por lo que debe declararse no probada la excepción de inepta demanda 

por insuficiencia de poder. 

 

3.3. Caso concreto. 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 100 del Código General del Proceso, enlista las excepciones previas, 

dentro de las cuales no figura la de “prescripción”; no obstante, el parágrafo 2 del 

artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera anticipada, el Despacho 

diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues inicialmente se debe 

determinar si las pretensiones de la demanda tienen vocación de prosperidad para 

luego determinar si hay derechos prescritos. 

 

La norma del estatuto procesal general, tampoco enlista como previa la excepción 

de “falta de legitimación en la causa por pasiva”, no obstante, respecto de esta 

última y conforme a la distinción entre falta de legitimación en la causa de hecho y 

material que hace la sección tercera del Consejo de Estado, en la providencia de 

fecha 2 de octubre de 2017 con ponencia del magistrado Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa, radicación número: 20001-23-33-003-2015-00647-01(59991), es 

conveniente señalar que en esta etapa procesal se referirá el Despacho sobre la 

legitimación de hecho y la material será resuelta el emitir una decisión e fondo dentro 

del epígrafe. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 

causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 
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presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 

demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 

entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la 

causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de hecho 

por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación 

de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición de 

demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 

litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 

contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 

hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 

producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 

necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 

predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración 

de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 

sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a 

dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión 

que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye 

condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra1(…)”. -Se 

resalta por fuera del texto original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

 

De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 

falta de legitimación en la causa por pasiva que se propuso como medio exceptivo 

previo, y diferirá el estudio de la misma como una excepción de fondo para ser 

decidida al momento de dictar sentencia de primera instancia. 

 

En cuanto a la legitimación en la causa de hecho, encuentra el Despacho que las 

entidades demandadas se encuentra legitimadas para acudir al proceso de acuerdo 

con las pretensiones de la demanda.  

 

Respecto a la excepción denominada “inexistencia de concepto de violación de los 

actos administrativos”, se ha pronunciado el Consejo de Estado refiriéndose a la 

concreción de este cargo como fundamento de la excepción de inepta demanda, 

así: “la ineptitud de la demanda se concreta en aquellas situaciones o eventos 

extremos de carencia absoluta de invocación normativa o de argumentaciones que 

toquen los límites de lo absurdo, o cuando sea evidente o torticeramente 

incoherente, los que en dado caso podrían dar lugar a reputar inepta la demanda 

por la falta de invocación normativa y argumentativa del concepto de la violación y, 

                                            
1  Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571- 
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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eso sin olvidar, que el juez como máximo director del proceso y dada su 

competencia, se le impone solicitar al sujeto procesal que subsane la demanda.”2  

 

Dicho lo anterior, el Despacho procedió a la revisión de la demanda y encontró que 

la demanda cuenta con los siguientes acápites: (i) disposiciones legales violadas y 

(ii) concepto de violación. En ellos, la parte actora relaciona las normas que 

considera vulneradas, así como las razones para sustentar su derecho al 

reconocimiento y pago de la prima de antigüedad solicitada. En el presente asunto 

no hay carencia absoluta de concepto de violación, en consecuencia, está 

excepción no está llamada a prosperar. 

 

Respecto a la excepción de “ineptitud de la demanda por insuficiencia de poder con 

respecto al municipio de Valledupar”, encuentra el Despacho al verificar el memorial 

que obra a folio 25 de la demanda que el demandante confirió poder a su apoderado 

para demandar a la entidad del orden nacional y al municipio de Valledupar, por lo 

tanto, será desestimada esta excepción. 

 

Finalmente, sobre la excepción de “indebido agotamiento de los recursos” encuentra 

el Despacho que a través de los actos administrativos demandados la 

administración no le indicó al hoy demandante la procedencia de recurso alguno, 

por lo tanto hubo conclusión del procedimiento administrativo y firmeza de los actos 

acusados conforme lo dispuesto en el artículo 161 numeral 2 concordante con los 

artículos 74, 75, 76  y 87 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. Se declarará no probada esta excepción. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas por ambas demandadas, el 

Despacho se abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas 

atacan el fondo del asunto y deben entonces resolverse al momento de dictar 

sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar imprósperas la excepciones de “inexistencia de concepto de 

violación de los actos administrativos” propuesta por el Ministerio de Educación 

Nacional y las de “ineptitud de la demanda por insuficiencia de poder con respecto 

al municipio de Valledupar” e “indebido agotamiento de los recursos” propuestas por 

el municipio de Valledupar, según la motivación expuesta en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 

excepciones de “falta de legitimación en la causa por pasiva” y “prescripción”, 

propuestas por las entidades accionadas, por las consideraciones expuestas en 

esta providencia. 

 

TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

                                            
2  Consejo de Estado, Sección Segunda, 14 de abril de 2021, radicado: 217507611001-03-24-000-2014-00004-00 
5276-19, M.P. William Hernández Gómez. 
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en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día xxxxxxx, a las xxx., la cual 

se llevará a cabo en forma concentrada junto con otros casos que atiende este 

juzgado con temática similar, a través de la plataforma virtual que para el efecto se 

estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 

correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a CARLOS RAFAEL PLATA 

MENDOZA como apoderado judicial del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

en los términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, 

obrantes en el índice No. 16 del expediente electrónico. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a HOLMES JOSÉ RODRÍGUEZ 

ARAQUE como apoderado judicial del MUNICIPIO DE VALLEDUPAR en los 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, 

obrantes en el índice No. 15 del expediente electrónico. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 385ddc4fe4a054c11fd0b4ff5b9833f8c7786c48f5f3a7e5c9cc9119e3d83fe6
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: PIEDAD DEL CARMEN DE LA HOZ  

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

– MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2022-00543-00 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por la entidad demandada al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 175 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, 

pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del acto administrativo complejo 

contenido en: (i) el oficio N° 2022-EE-73913 del 6 de abril del año 2022, expedido 

por el Ministerio de Educación Nacional; (ii) el oficio sin número de fecha 3 de mayo 

de 2022, expedido por la Secretaría de Talento Humano del municipio de 

Valledupar; y, (iii) el acto ficto configurado el 5 de febrero de 2022 por la no 

respuesta a la petición radicada el 5 de noviembre de 2021 ante el municipio de 

Valledupar; acto administrativo compuesto por medio de los cuales se negó el 

reconocimiento y pago de la prima de antigüedad creada mediante acuerdo 

municipal N° 013 de 1983, en favor del actor. 

 

La demanda fue admitida mediante auto adiado 27 de enero de 2023, en el que se 

ordenó trabar la litis y la reforma de la demanda fue admitida a través de proveído 

de fecha 9 de junio de 2023.  

 

Convocada al trámite y notificada de la admisión y la reforma, el Municipio de 

Valledupar propuso las excepciones denominadas “ineptitud de la demanda por 

insuficiencia de poder con respecto al municipio de Valledupar” con fundamento en 

que el poder no fue otorgado para demandar a la entidad territorial; “indebido 

agotamiento de los recursos” pues la parte actora no agotó los recursos en contra 

de los actos particulares y concretos que demandó de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 161 numeral 2 de la Ley 1437 de 2011; “falta de legitimación en la 
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causa por pasiva”, alegando que pese a elaborar el acto administrativo que negó el 

pago de la prima de antigüedad reclamada por la parte actora, no le compete 

autorizar y efectuar el pago por dicho concepto; “prescripción” con fundamento en 

el artículo 151 del Código de Procedimiento Laboral.  

 

Planteó además las siguientes excepciones de fondo “inexistencia del derecho” y 

“pérdida de ejecutoria del acto administrativo”. 

 

De otro lado, el Ministerio de Educación Nacional propuso la excepción de “falta de 

legitimación en la causa por pasiva”, bajo el entendido que no intervino en las 

actuaciones descritas en los hechos de la demanda, mucho menos, está encargada 

de cancelar la prima de antigüedad creada mediante acuerdo N° 13 del 14 de abril 

del año 1983, que además fue declarada nula. Sustentó la excepción de 

“inexistencia de concepto de violación de los actos administrativos”, diciendo que, 

dentro de los fundamentos de derecho referidos por los demandantes, no se incluye 

cargo de nulidad respecto de los actos administrativos expedidos por la entidad 

territorial, los cuales, están apegados a la ley, a la Constitución y al procedimiento 

administrativo que respetó el debido proceso de los demandantes. En cuanto a la 

de “prescripción”, solicita se declare dicho fenómeno, respecto de los derechos que 

no fueron reclamados dentro de los 3 años siguientes a su exigibilidad. 

 

La cartera ministerial propuso las siguientes excepciones de mérito: 

“inconstitucionalidad”, “no hay derechos adquiridos en contravía de la constitución”, 

“decaimiento del acto administrativo”, “cobro de lo no debido”, “inexistencia de la 

obligación”, “inexistencia del derecho” y “efectos retroactivos de la declaratoria de 

nulidad del Acuerdo N° 13 de 1983”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 
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previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones, manifestó que desde el momento de radicación de la demanda ha 

manifestado estar de acuerdo para que en el evento en que encuentre configurada 

la excepción de prescripción de los derechos reclamados, así sea decretado 

conforme a los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969. Respecto a la excepción de 

falta de legitimación propuesta, señaló que en virtud de lo dispuesto en la Ley 715 

de 2001 la responsabilidad en los manejos de los recursos para el pago de los 

servicios educativos estatales, incluyendo el pago de las nóminas y las prestaciones 

de los educadores, es una actividad de cofinanciación tanto de la Nación como de 

los entes territoriales. 

 

Indicó que la parte actora le confirió poder para demandar al Municipio de 

Valledupar por lo que debe declararse no probada la excepción de inepta demanda 

por insuficiencia de poder. 

 

3.2. Caso concreto 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 100 del Código General del Proceso, enlista las excepciones previas, 

dentro de las cuales no figura la de “prescripción”; no obstante, el parágrafo 2 del 

artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera anticipada, el Despacho 

diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues inicialmente se debe 

determinar si las pretensiones de la demanda tienen vocación de prosperidad para 

luego determinar si hay derechos prescritos. 

 

La norma del estatuto procesal general, tampoco enlista como previa la excepción 

de “falta de legitimación en la causa por pasiva”, no obstante, respecto de esta 

última y conforme a la distinción entre falta de legitimación en la causa de hecho y 

material que hace la sección tercera del Consejo de Estado, en la providencia de 

fecha 2 de octubre de 2017 con ponencia del magistrado Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa, radicación número: 20001-23-33-003-2015-00647-01(59991), es 

conveniente señalar que en esta etapa procesal se referirá el Despacho sobre la 

legitimación de hecho y la material será resuelta el emitir una decisión e fondo dentro 

del epígrafe. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 

causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 
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presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 

demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 

entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la 

causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de hecho 

por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación 

de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición de 

demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 

litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 

contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 

hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 

producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 

necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 

predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración 

de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 

sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a 

dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión 

que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye 

condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra1(…)”. -Se 

resalta por fuera del texto original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

 

De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 

falta de legitimación en la causa por pasiva que se propuso como medio exceptivo 

previo, y diferirá el estudio de la misma como una excepción de fondo para ser 

decidida al momento de dictar sentencia de primera instancia. 

 

En cuanto a la legitimación en la causa de hecho, encuentra el Despacho que las 

entidades demandadas se encuentra legitimadas para acudir al proceso de acuerdo 

con las pretensiones de la demanda.  

 

Respecto a la excepción denominada “inexistencia de concepto de violación de los 

actos administrativos”, se ha pronunciado el Consejo de Estado refiriéndose a la 

concreción de este cargo como fundamento de la excepción de inepta demanda, 

así: “la ineptitud de la demanda se concreta en aquellas situaciones o eventos 

extremos de carencia absoluta de invocación normativa o de argumentaciones que 

toquen los límites de lo absurdo, o cuando sea evidente o torticeramente 

incoherente, los que en dado caso podrían dar lugar a reputar inepta la demanda 

por la falta de invocación normativa y argumentativa del concepto de la violación y, 

                                            
1  Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571-
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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eso sin olvidar, que el juez como máximo director del proceso y dada su 

competencia, se le impone solicitar al sujeto procesal que subsane la demanda.”2  

 

Dicho lo anterior, el Despacho procedió a la revisión de la demanda y encontró que 

la demanda cuenta con los siguientes acápites: (i) disposiciones legales violadas y 

(ii) concepto de violación. En ellos, la parte actora relaciona las normas que 

considera vulneradas, así como las razones para sustentar su derecho al 

reconocimiento y pago de la prima de antigüedad solicitada. En el presente asunto 

no hay carencia absoluta de concepto de violación, en consecuencia, está 

excepción no está llamada a prosperar. 

 

Respecto a la excepción de “ineptitud de la demanda por insuficiencia de poder con 

respecto al municipio de Valledupar”, encuentra el Despacho al verificar el memorial 

que obra a folio 25 de la demanda que el demandante confirió poder a su apoderado 

para demandar a la entidad del orden nacional y al municipio de Valledupar, por lo 

tanto, será desestimada esta excepción. 

 

Finalmente, sobre la excepción de “indebido agotamiento de los recursos” encuentra 

el Despacho que a través de los actos administrativos demandados la 

administración no le indicó al hoy demandante la procedencia de recurso alguno, 

por lo tanto hubo conclusión del procedimiento administrativo y firmeza de los actos 

acusados conforme lo dispuesto en el artículo 161 numeral 2 concordante con los 

artículos 74, 75, 76  y 87 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. Se declarará no probada esta excepción. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas por ambas demandadas, el 

Despacho se abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas 

atacan el fondo del asunto y deben entonces resolverse al momento de dictar 

sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar imprósperas la excepciones de “inexistencia de concepto de 

violación de los actos administrativos” propuesta por el Ministerio de Educación 

Nacional y las de “ineptitud de la demanda por insuficiencia de poder con respecto 

al municipio de Valledupar” e “indebido agotamiento de los recursos” propuestas por 

el municipio de Valledupar, según la motivación expuesta en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 

excepciones de “falta de legitimación en la causa por pasiva” y “prescripción”, 

propuestas por las entidades accionadas, por las consideraciones expuestas en 

esta providencia. 

 

TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

                                            
2  Consejo de Estado, Sección Segunda, 14 de abril de 2021, radicado: 217507611001-03-24-000-2014-00004-00 
5276-19, M.P. William Hernández Gómez. 
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en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día veinticuatro (24) de octubre 

de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada junto con 

otros casos que atiende este juzgado con temática similar, a través de la plataforma 

virtual que para el efecto se estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 

correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a CARLOS RAFAEL PLATA 

MENDOZA como apoderado judicial del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

en los términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, 

obrantes en el índice No. 16 del expediente electrónico. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a HOLMES JOSÉ RODRÍGUEZ 

ARAQUE como apoderado judicial del MUNICIPIO DE VALLEDUPAR en los 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, 

obrantes en el índice No. 15 del expediente electrónico. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: JOSEFA CRISTINA MENDOZA MENDOZA 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00053-00 

 
I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por las entidades demandadas al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 

175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento instaurada por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR,  se solicitó como pretensiones la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N° CES2022ER021811 - CES2022EE013097 de 4 de octubre de 

2022, por medio del cual se denegó el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías de la parte 

actora, consagrada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así como el 

reconocimiento y pago de la indemnización contemplada en la Ley 52 de 1975 por 

la consignación extemporánea de los intereses de cesantías en favor de la parte 

demandante. 

 

Este Despacho admitió la demanda de la referencia por auto del 10 de marzo de 

2023, en el cual ordenó notificar a las demandadas a fin de trabar la litis, y se ordenó 

también correr traslado de la demanda según lo estatuido en la Ley 1437 de 2011. 

 

Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, las demandadas presentaron 

excepciones previas que pueden reseñarse de la siguiente manera: 

La autoridad del orden nacional Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio contestó el libelo proponiendo como 

excepción previa la denominada “ineptitud de la demanda por falta de requisitos 
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formales”, aduciendo que examinada la demanda de la referencia se observa que 

el objeto de la acción judicial es que se declare la nulidad de un acto ficto 

configurado por la presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento 

indemnizatorio presentada ante el ente territorial, no obstante, en el presente asunto 

se desvirtuó la ausencia de respuesta por parte de la administración, por lo que la 

consecuencia es la declaratoria de ineptitud sustancial de la demanda ante la 

inexistencia del acto demandado. 

Propuso la excepción de mérito: “inexistencia de la obligación 

 

Por su parte, el ente territorial demandado Departamento del Cesar, propuso como 

excepción mixta la denominada “falta de legitimación en causa por pasiva” 

señalando que no está llamado a comparecer al proceso como demandado, por 

cuanto la obligación legal de asumir las pretensiones de la demanda está en cabeza 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, quien, por medio del 

Ministerio de Educación, es el legitimado de hecho para asumir la actuación 

procesal por mandato legal. Lo anterior, con independencia de la radicación de la 

solicitud ante la secretaría departamental y de la suscripción del acto administrativo 

demandado, pues por no ser de su competencia el derecho solicitado fue remitido 

a quien, si tiene el deber jurídico de soportar la carga procesal de defensa judicial 

por motivos de sus funciones y si comprometió su voluntad administrativa, tal como 

es el FOMAG. 

 

El ente territorial también planteó la siguiente excepción de fondo: “falta de causa e 

inexistencia de la obligación”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 
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decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas. Respecto a la mixta de 

falta de legitimación propuesta por el ente territorial señaló que no había lugar a 

declararla próspera por cuanto es innegable que la administración de las 

prestaciones del personal docente le corresponde al ente territorial por mandato de 

la Ley 91 de 1989, al ser la autoridad que funge como nominador de estos servidores 

públicos. Así mismo, que el trámite de reconocimiento y pago del auxilio de la 

cesantía se inició en la Secretaría de Educación, y ésta expidió los actos 

administrativos del caso en nombre y representación de la Nación - Ministerio de 

Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

3.2. Caso concreto. 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

Frente a la excepción previa de “ineptitud sustancial de la demanda por falta de 

requisitos formales” propuesta por la entidad del orden nacional, este Despacho 

advierte sin mayores disquisiciones que esta no tiene ninguna vocación de 

prosperidad, toda vez que en la demanda se pretende la nulidad de un acto 

administrativo expreso y no ficto como erradamente se sustentó la excepción.  

 

Para ofrecer mayor claridad, se precisa que el acto demandado fue dictado y 

exteriorizado por las entidades demandadas, quienes a través de esta 

manifestación negaron el reconocimiento y pago de la sanción por mora por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en el artículo 99 de la Ley 50 

de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 1176 de 

1991, se individualizó con el consecutivo CES2022ER021811 - CES2022EE013097 

de 4 de octubre de 2022 y obra a folio 61 a 62 del archivo de la demanda que integra 

el expediente electrónico. 

 

En lo tocante a la “falta de legitimación en causa por pasiva” propuesta por la entidad 

territorial demandada, como deviene del diseño legal que hizo el Legislador respecto 

de las competencias de las entidades públicas que intervienen en esta función en 

materia salarial y prestacional de los docentes oficiales, los departamentos y 

alcaldías participan en la definición jurídica de la situación pensional y prestacional 

de los docentes oficiales como meros colaboradores en la producción y elaboración 

del acto administrativo de reconocimiento o reliquidación pensional, actuando en 

nombre y representación del Ministerio de Educación, pero no emiten ninguna 

declaración de voluntad propia sobre el particular. 

 

De igual manera, en la Ley 91 de 1989, al crearse el Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, en su artículo 4 se especificó que dicha autoridad asumirá el pago 

de las prestaciones sociales de los docentes oficiales previo reconocimiento que 
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haga el Ministerio de Educación según el artículo 9 de la misma norma. A su turno, 

el artículo 15 de dicha ley establece expresamente que entre las prestaciones 

sociales cuyo reconocimiento y pago del Ministerio de Educación y el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran las cesantías y las 

vacaciones. 

 

Ahora bien, aun cuando es cierto que en el presente asunto se discute el 

reconocimiento y pago de una sanción moratoria consagrada en la norma por el 

retardo en la consignación del auxilio de cesantías, prestación que debe pagar el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con cargo a recursos del 

Estado y en cuyo reconocimiento sólo interviene la entidad territorial como un 

colaborador en la elaboración del acto administrativo, también es cierto que la 

jurisprudencia del Consejo de Estado1 y la Corte Constitucional2 ha reconocido que 

puede haber lugar a reconocer la sanción moratoria por el retardo en la 

consignación del auxilio de cesantías que consagra la Ley 50 de 1990 en favor de 

los docentes oficiales, en casos en los que se demuestra que el ente territorial al 

que se adscribieron como servidores públicos incurre en mora de afiliarlos 

formalmente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, aspecto 

que compete única y exclusivamente a los entes territoriales del caso.  

 

Por lo tanto, en la medida que dicha actuación puede incidir directamente en la 

estructuración de la sanción moratoria reclamada, es necesario auscultar con 

detenimiento el fondo del asunto para determinar si hay lugar a condenar o no a los 

entes territoriales que hacen las veces de nominadores de los docentes oficiales al 

pago de la sanción contemplada en la Ley 50 de 1990, aspecto que implica un 

pronunciamiento riguroso en la sentencia que resuelva el fondo del asunto y no 

puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la causa, 

que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un presupuesto necesario 

para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del demandante, bien a las 

excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado entre la legitimación de hecho y 

la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la causa de hecho la relación procesal 

existente entre demandante legitimado en la causa de hecho por activa y demandado legitimado en la 

causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación de la demanda y con la notificación del auto 

admisorio de la misma quien asumirá la posición de demandado; dicha vertiente de la legitimación 

procesal se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para 

ejercer sus derechos de defensa y de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la 

conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora 

porque dieron lugar a la producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de 

hecho en la causa no necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta 

solamente es predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la 

instauración de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 

sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a dilucidar 

si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión que ésta 

                                            
1   Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Segunda, sentencia de unificación CE-SUJ004-16 del 25 de agosto de 2016, 
rad.: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14).   
2     Corte Constitucional, sentencia SU-098 de 2018, M.P.: Gloria Stella Ortiz Delgado.   
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fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye condición anterior 

y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra3(…)”. -Se resalta por fuera del texto  

original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

 

De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 

“falta de legitimación en causa por pasiva” que se propuso como medio exceptivo 

mixto, y diferirá el estudio de las mismas como una excepción de fondo para ser 

decididas al momento de dictar sentencia de primera instancia. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas por ambas demandadas, el 

Despacho se abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas 

atacan el fondo del asunto y deberán entonces resolverse al momento de dictar 

sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar impróspera la excepción de “ineptitud sustancial de la demanda 

por falta de requisitos formales” propuesta por La Nación – Ministerio de Educación- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, según la motivación 

expuesta en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 

excepciones de “falta de legitimación en causa por pasiva” propuesta por el ente 

territorial demandado, por las consideraciones expuestas en esta providencia. 

 

TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día treinta y uno (31) de 

octubre de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada 

junto con otros casos que atiende este juzgado con temática similar, a través de la 

plataforma virtual que para el efecto se estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

                                            
3       Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571-01 (1275-
08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 

correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a JARLY DAVID FLÓREZ ZULETA 

como apoderado judicial de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, en los términos y para los efectos a que se contrae el poder especial 

a él conferido, obrantes en el índice No. 12 del expediente electrónico. 

 

QUINTO: Reconózcase personería para actuar a RAFAEL ANTONIO SOTO 

GUERRA como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR en los 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a ella conferido, 

obrante en el índice No. 15 del expediente electrónico.  

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/kto 

 

Firmado Por:
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: LEDYS ESTHER QUERALES TORRES 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00053-00 

 
I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por las entidades demandadas al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 

175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento instaurada por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR,  se solicitó como pretensiones la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo No. CES2022ER020192 - CES2022EE013335 de 6 de octubre de 

2022, por medio del cual se denegó el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías de la parte 

actora, consagrada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así como el 

reconocimiento y pago de la indemnización contemplada en la Ley 52 de 1975 por 

la consignación extemporánea de los intereses de cesantías en favor de la parte 

demandante. 

 

Este Despacho admitió la demanda de la referencia por auto del 10 de marzo de 

2023, en el cual ordenó notificar a las demandadas a fin de trabar la litis, y se ordenó 

también correr traslado de la demanda según lo estatuido en la Ley 1437 de 2011. 

 

Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, las demandadas presentaron 

excepciones previas que pueden reseñarse de la siguiente manera: 

La autoridad del orden nacional Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio contestó el libelo proponiendo como 

excepción previa la denominada “ineptitud de la demanda por falta de requisitos 
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formales”, aduciendo que examinada la demanda de la referencia se observa que 

el objeto de la acción judicial es que se declare la nulidad de un acto ficto 

configurado por la presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento 

indemnizatorio presentada ante el ente territorial, no obstante, en el presente asunto 

se desvirtuó la ausencia de respuesta por parte de la administración, por lo que la 

consecuencia es la declaratoria de ineptitud sustancial de la demanda ante la 

inexistencia del acto demandado. 

Propuso la excepción de mérito: “inexistencia de la obligación 

 

Por su parte, el ente territorial demandado Departamento del Cesar no contestó la 

demanda. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante no descorrió el traslado de 

las excepciones. 

 

3.2. Caso concreto. 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para el medio exceptivo previo 

señalado, el Despacho observa que no tiene la entidad suficiente para prosperar ni 
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comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado en el numeral 3 

del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

Frente a la excepción previa de “ineptitud sustancial de la demanda por falta de 

requisitos formales” propuesta por la entidad del orden nacional, este Despacho 

advierte sin mayores disquisiciones que esta no tiene ninguna vocación de 

prosperidad, toda vez que en la demanda se pretende la nulidad de un acto 

administrativo expreso y no ficto como erradamente se sustentó la excepción.  

 

Para ofrecer mayor claridad, se precisa que el acto demandado fue dictado y 

exteriorizado por las entidades demandadas, quienes a través de esta 

manifestación negaron el reconocimiento y pago de la sanción por mora por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en el artículo 99 de la Ley 50 

de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 1176 de 

1991, se individualizó con el consecutivo CES2022ER020192 - CES2022EE013335 

de 6 de octubre de 2022 y obra a folio 61 a 62 del archivo de la demanda que integra 

el expediente electrónico. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas por La Nación – Ministerio de 

Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el Despacho 

se abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas atacan el 

fondo del asunto y deberán entonces resolverse al momento de dictar sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar impróspera la excepción de “ineptitud sustancial de la demanda 

por falta de requisitos formales” propuesta por La Nación – Ministerio de Educación- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, según la motivación 

expuesta en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: Téngase por no contestada la demanda por parte del Departamento 

del Cesar, tal como quedó dicho en la parte considerativa de esta providencia. 

 

TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día treinta y uno (31) de 

octubre de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada 

junto con otros casos que atiende este juzgado con temática similar, a través de la 

plataforma virtual que para el efecto se estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 
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correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a JARLY DAVID FLÓREZ ZULETA 

como apoderado judicial de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, en los términos y para los efectos a que se contrae el poder especial 

a él conferido, obrantes en el índice No. 11 del expediente electrónico. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE: OLIVIA NIETO CASTILLO Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 

NACIONAL 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00061-00 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por la entidad accionada al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 175 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de reparación 

directa promovido por instaurado por OLIVIA NIETO CASTILLO – ADALBERTO 

FUENTES MULFORD – MAIRA LEONOR ARENAS ESPAÑA – MOISÉS DAVID 

FUENTES ARENAS – DANIELA ANDREA FUENTES ARENAS, en contra de la 

NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, pretende la parte 

actora que se declare responsable a la entidad accionada por los perjuicios 

ocasionados por la ejecución extrajudicial o muerte ilegítima presentada como baja 

en combate del señor Adalberto Fuentes Nieto, por parte del Ejército Nacional. 

 

La demanda fue admitida mediante auto del 26 de abril de 2023, en la que se ordenó 

trabar la litis. Convocada al trámite y notificadas de la admisión, la entidad accionada 

presentó la excepción previa de “caducidad”. 

 

La apoderada de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional propuso la 

excepción de “caducidad”, con sustento en que la muerte del señor Adalberto 

Fuentes Nieto ocurrió el 27 de octubre de 2002 presuntamente a manos del Ejército 

Nacional y la demanda fue radicada en una fecha que superada los dos años de 

que trata el literal “i” del artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo; lapso durante el cual la parte actora no manifestó 

haber tenido impedimento para acudir a la jurisdicción de lo contencioso en procura 

de obtener el reconocimiento del daño causado y la consecuente indemnización en 

cabeza del Estado. 

 

III. CONSIDERACIONES 
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3.1. Del régimen de las excepciones previas en el Código de procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.2. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas 

 

La parte actora no descorrió el traslado de las excepciones. 

 

3.3. Decisión sobre las excepciones 

 

La caducidad tiene sustento en el artículo 228 de la Constitución Política, con base 

en esa disposición se determina la aplicación de los términos procesales en el 

ordenamiento jurídico, buscando ante todo la protección material de los derechos y 

la resolución definitiva de los conflictos que surgen a diario en la sociedad. La figura 

de la caducidad de la acción es de orden público y de estricto cumplimiento, 

innegociable e irrenunciable en cuanto implica el reconocimiento normativo de un 

término habilitador para el ejercicio de ciertas acciones judiciales implicando con 

ello la pérdida de oportunidad para reclamar por la vía judicial los derechos que se 

consideren vulnerados por causa de la actividad de la administración pública. 

 

La caducidad de la acción es un presupuesto para acudir ante la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo  y consiste en la expiración del tiempo concedido por la 

ley al particular para que pueda reclamar sus derechos, independiente de los 

motivos que conllevan a instaurar la demanda, siendo entonces una sanción 

instituida por el legislador en los eventos en que determinadas acciones judiciales 
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no se ejercen dentro del término específico establecido en la ley, afectándose de 

esta manera el derecho sustancial que se busca con su ejercicio.  

 

Con relación al término de caducidad del medio de reparación directa el literal i del 

artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece lo que sigue: 

 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá 

ser presentada: 

(…) 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

(…) 

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del 

término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u 

omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del 

mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido 

en la fecha de su ocurrencia. 

 

Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa derivada del delito 

de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que aparezca la víctima o en su 

defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de 

que la demanda con tal pretensión pueda intentarse desde el momento en que ocurrieron los 

hechos que dieron lugar a la desaparición;” (resaltado fuera del texto original) 

 

Aunado a lo anterior el Consejo de Estado Sala de Lo Contencioso Administrativo 

Sección Tercera, en sentencia de unificación de fecha 29 de enero de 20201, 

esbozó lo siguiente:  

 

“De otro lado, la Sala considera que desde el mismo 6 de abril de 2007 los demandantes 

contaban con los elementos de juicio para demandar al Estado en ejercicio de la pretensión 

de reparación directa, pues, según la demanda, compartían su diario vivir con el señor Coba 

León, por manera que estaban en la posibilidad de demostrar su arraigo, sus antecedentes y 

las actividades a las que se dedicaba y, de manera consecuente, de probar que su muerte 

constituía un daño antijurídico a indemnizar por el Estado.  

 

En efecto, la versión según la cual la causa de la muerte fue un combate entre el Ejército 

Nacional y las FARC era susceptible de ser cuestionada desde ese mismo momento por los 

actores, pues, según el escrito inicial, tenían claro que el señor Coba León trabajaba como 

ayudante de obra y no pertenecía a ningún grupo al margen de la ley; además, sabían qué 

actividades desarrolló el día de los hechos y que estaba en compañía de unos amigos, 

quienes también aparecieron muertos al día siguiente, en un establecimiento de comercio de 

Nunchía.  

 

Para lo anterior, los afectados, por intermedio de su apoderado judicial, estaban en la 

posibilidad de solicitar varios elementos de juicio, como por ejemplo: i) las declaraciones de 

las personas que presenciaron el momento en el que la víctima eventualmente fue 

aprehendida por la entidad demandada; ii) los documentos que soportaban la operación 

militar que fue invocada desde la entrega del cuerpo por el Ejército Nacional; iii) la necropsia 

y el acta de levantamiento del cadáver; iv) dictámenes que permitieran descartar la supuesta 

                                            
1             Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación del 29 de enero de 2020, rad.: 85001-33-33-002-
2014-00144-01 (61.033), M.P.: Marta Nubia Velásquez Rico. 
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confrontación armada, y v) cualquier otra prueba que diera cuenta de los supuestos que 

servían de fundamento a sus reclamaciones.  

 

En este punto se aclara que, si eventualmente los interesados se hubiesen visto expuestos a 

una situación económica que les impidiera ejercer sus derechos, podían acudir al amparo de 

pobreza desde el inicio del proceso, pero optaron por no demandar en tiempo. En las 

condiciones analizadas, la Sección encuentra probado que desde el 6 de abril de 2007 los 

demandantes conocieron que el Estado estuvo involucrado y que era susceptible de ser 

demandado en ejercicio de la acción de reparación directa, pues contaban con elementos de 

juicio para deducir que el Ejército Nacional le causó la muerte al señor Clodomiro Coba León 

y que lo hizo sin que existiera ninguna justificación para tal fin, lo que estaban en la posibilidad 

de probar desde el primer momento, pues conocían las actividades que él desempeñaba en 

su diario vivir, las cuales, afirmaron, distaban de ser las de un miembro de un grupo guerrillero. 

 

De este modo, el término para demandar en ejercicio de la acción de reparación directa 

empezó a correr el 7 de abril de dicha anualidad y expiró el 7 de abril de 2009; sin embargo, 

la solicitud de conciliación extrajudicial se radicó hasta el 26 de julio de 2012 y la demanda 

de la referencia hasta el 23 de mayo de 2014. 

 

La Sección Tercera no advierte circunstancias que le impidieran a los demandantes presentar 

la demanda con anterioridad al 7 de abril de 2009, fecha en la que venció el término para tal 

fin, pues lo que encuentra acreditado son situaciones que permiten concluir que la 

administración de justicia estaba al alcance de la parte actora. 

(…) 

En suma, la Sección Tercera no advierte que los actores se encontraran ante la imposibilidad 

material de ejercer el derecho de acción en tiempo, por manera que no hay lugar a inaplicar 

el artículo 136 del C.C.A., máxime cuando ellos en la demanda manifestaron que desde el 

día de los hechos conocieron tanto la muerte del señor Clodomiro Coba León y la participación 

del Estado, y que, durante el término de caducidad, se presentaron actuaciones que daban 

cuenta de tal conocimiento por parte de uno de los demandantes. 

 

Así las cosas, como el término para demandar en ejercicio de la acción de reparación directa 

transcurrió desde el 7 de abril de 2007 hasta el 7 de abril de 2009 y la demanda de la 

referencia se radicó el 23 de mayo de 2014, la Sala revocará la sentencia impugnada, para, 

en su lugar, declarar probada la excepción de caducidad y unificar la jurisprudencia en esta 

materia, en la forma que se indica a continuación.” 

(…)  

 

El órgano de cierre de esta jurisdicción, unificando el tema de caducidad en asuntos  

donde se discute la responsabilidad del Estado por casos de desaparición forzada,  

consideró: 

 

“Así las cosas, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado se unificará en 

relación con la caducidad de las pretensiones indemnizatorias formuladas con ocasión de los 

delitos de lesa humanidad, los crímenes de guerra y cualquier otro asunto en el que se pueda 

solicitar la declaratoria de responsabilidad patrimonial al Estado, bajo las siguientes premisas: 

i) en tales eventos resulta exigible el término para demandar establecido por el legislador; ii) 

este plazo, salvo el caso de la desaparición forzada, que tiene regulación legal expresa, se 

computa desde cuando los afectados conocieron o debieron conocer la participación por 

acción u omisión del Estado y advirtieron la posibilidad de imputarle responsabilidad 

patrimonial, y iii) el término pertinente no se aplica cuando se observan situaciones que 



 

5 
 

hubiesen impedido materialmente el ejercicio del derecho de acción y, una vez superadas, 

empezará a correr el plazo de ley.  

 

Finalmente, se precisa que el término de caducidad para solicitar al Estado la indemnización 

de un daño es inaplicable en aquellos eventos en los que se adviertan circunstancias que 

hubiesen impedido, desde el punto de vista material, el ejercicio del derecho de acción, lo que 

puede ocurrir frente a los delitos de lesa humanidad, los crímenes de guerra o cualquier otro 

asunto en el que se pueda demandar la responsabilidad patrimonial Estado, pues para tales 

efectos no resulta determinante la situación causante del daño, sino la condición particular de 

quien acude a la administración de justicia.” (subrayas propias) 

 

De la lectura anterior se puede concluir que de no advertirse circunstancias que les 

impidieran a los demandantes presentar la demanda una vez sucedido el hecho 

dañoso, no hay lugar a inaplicar los términos establecidos para la caducidad en el 

literal “i” numeral 2 del artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo. 

 

En el presente asunto la parte actora pretende derivar la responsabilidad del Estado  

y la consecuente indemnización de perjuicios por la muerte del señor Adalberto 

Fuentes Nieto ocurrida el 27 de octubre de 2002, presuntamente ocasionada como 

una ejecución extralegal perpetrada por miembros del Ejército Nacional. 

 

Al expediente fueron adosadas las sentencias del Juzgado Sexto Penal del Circuito  

Especializado de Bogotá adiada 6 de septiembre  y la del 14 de marzo de 2019 del  

Tribunal Superior de Bogotá, dentro del proceso radicado 2009-00071, adelantado 

en contra de miembros del Ejército Nacional por el delito de concierto para delinquir 

y homicidio agravado. Además, se adjuntó la sentencia de 12 de mayo de 2021 

proferida por la Corte Suprema de Justicia que resolvió no casar la sentencia de 14 

de marzo de 2019. Sin embargo, dentro de ella no existe claridad de la calidad de 

víctima directa de los punibles allí investigados, pues simplemente se menciona la  

muerte de 18 víctimas por las que fueron procesados los miembros de la institución  

castrense sin especificarse quiénes eran los finados. 

 

Con la demanda también reposa el auto No. 128 del 7 de julio de 2021, mediante el  

cual la Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de Determinación  

de los Hechos y Conductas de la Jurisdicción Especial para La Paz “JEP”, determinó 

los hechos y conductas ocurridas entre enero de 2002 y julio de 2005 atribuibles a 

algunos integrantes del Batallón de Artillería No. 2 “La Popa” por asesinatos y 

desapariciones forzadas ilegítimamente presentados como bajas en combate por 

agentes del Estado (subcaso Costa Caribe), en donde se mencionan los hechos y 

circunstancias que rodearon la muerte de Adalberto Fuentes. Por lo tanto, para el 

Despacho le asiste razón a lo manifestado por el apoderado de la parte demandante 

al descorrer el traslado de las excepciones, pues es evidente que sólo hasta el 

momento en que la JEP evaluó en particular los hechos que rodearon la muerte del 

señor Fuentes Nieto, pudo determinarse que fue ejecutada en circunstancias que 

se enmarcan en el conflicto armado interno y se señaló a los posibles autores de su 

desaparición y posterior homicidio. 

 

De suerte que, tomando esta fecha sin atender la ejecutoria de la misma, la parte 

actora podía instaurar el medio de control de reparación directa del epígrafe hasta  
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el 8 de julio de 2023, por lo que al ser radicada el 20 de febrero de 2023, es claro 

que no ha operado el fenómeno de la caducidad que alegó la demandada. 

 

Conforme a todo lo antes expuesto, sin perjuicio que aparezca demostrada la 

caducidad al momento de proferirse una decisión de fondo previa evaluación de 

otras pruebas que nutran el expediente, se diferirá su estudio y resolución hasta ese 

momento, junto con las restantes excepciones de mérito propuestas por el Ejército 

Nacional. 

 

En consecuencia, se procederá a fijar fecha para la celebración de audiencia inicial 

con el fin de dar trámite al curso procesal ordinario. 

 

Corolario de todo lo expuesto, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito 

Judicial de Valledupar,  

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de la 

excepción de “caducidad” propuesta por el Ejército Nacional, de conformidad con lo 

expuesto en las consideraciones. 

 

SEGUNDO: Se fija como fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial de 

que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, el día treinta (30) de octubre de 2023, a las 09:30 a.m., 

la cual se llevará a cabo en forma concentrada junto con otros casos similares al 

presente, y a través de la plataforma “Lifesize”. 

 

Una vez notificado este auto, será remitido el enlace para la audiencia a los correos  

electrónicos de los apoderados y el señor Agente del Ministerio Público, que se 

encuentren consignados en el expediente; en caso de requerir alguna aclaración 

podrá dirigirse a la siguiente dirección de correo electrónico 

j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co. Se les advierte a los apoderados 

que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y sobre las consecuencias legales 

de la inasistencia a la misma. También podrán asistir las partes, los terceros y el 

Ministerio Público.  Se les recuerda a los sujetos procesales el mandato establecido 

en el inciso 2 del artículo 186 de la Ley 1437 de 2011 en concordancia con lo 

plasmado en el art. 78 numeral 14 del CGP. 

 

TERCERO: Reconózcase personería para actuar a TATIANA MARCELA BELEÑO 

SIERRA como apoderada judicial de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército 

Nacional, en los términos y para los efectos a que se contrae en los poderes 

especiales a ella conferido y sus anexos, obrantes en el índice No. 11 del expediente 

electrónico. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 
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Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 9d6d8296cbda37439bd7b3f795af22bff3a0376e08aa94fd2bebb39be7e7c3a8

Documento generado en 04/08/2023 09:36:19 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 
 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MARLENE CALDERÓN BECERRA 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO “FOMAG” - 

DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00073-00 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse sobre la procedencia de la solicitud de 

desistimiento de las pretensiones de la demanda, teniendo en cuenta los siguientes 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, la actora pretendió la nulidad del acto administrativo 

No. N° CES2022ER021746 - CES2022EE013073 de 4 de octubre de 2022, por 

medio del cual se denegó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el 

retardo en la consignación del auxilio de cesantías de la parte actora, consagrada 

en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así como el reconocimiento y pago de la 

indemnización contemplada en la Ley 52 de 1975 por la consignación extemporánea 

de los intereses de cesantías en favor de la parte demandante. 

 

Cuando se encontraba corriendo el término del traslado de la demanda, el 

apoderado de la parte actora desistió de las pretensiones de la demanda, mediante 

memorial de fecha 26 de julio de 20231. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 314 del Código General del proceso, aplicable a los procesos que se 

tramitan ante esta jurisdicción por remisión expresa del artículo 306 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, prevé sobre el 

desistimiento lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de 

las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso.  

 

                                            
1  Índice 20 del expediente digital - aplicativo SAMAI 
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(…) 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos 

en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto 

que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno 

de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no 

comprendidas en él (…)”. -Se resalta por fuera del texto original-. 

 

Revisado el escrito de desistimiento, observa el Despacho que la solicitud de 

desistimiento se radicó cuando estaba corriendo el término del traslado de la 

demanda y el apoderado de la parte actora cuenta con la facultad expresa para 

desistir. 

 

Bajo esta línea de intelección, esta judicatura encuentra satisfechos los 

presupuestos legales para aceptar el desistimiento formulado por el apoderado de 

la parte actora.  

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Aceptar el desistimiento de las pretensiones dentro del medio de control 

del epígrafe, formulado por el apoderado de la parte demandante, de conformidad 

con las consideraciones expuestas. 

 

SEGUNDO: Dar por terminado el presente proceso. 

 

TERCERO: Sin condena en costas. 

 

CUARTO: Desglósese la demanda con sus anexos y entréguense los mismos a la 

parte demandante. 

 

QUINTO: Ejecutoriado el presente auto, háganse las anotaciones secretariales de 

rigor y archívese el expediente. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE: ROSINA MERCEDES FIGUEROA DE MÁRQUEZ Y 
OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
POLICÍA NACIONAL.  

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00075-00 

 
Visto el informe secretarial del índice N° 14 del expediente electrónico y teniendo en 
cuenta que la entidad demandada contestó la demanda dentro del término 
estipulado para ello y no propuso excepciones de fondo, en aras de impulsar el 
trámite del proceso de la referencia según las reglas contenidas en la Ley 1437 de 
2011, fíjese fecha y hora para la celebración en la audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, el día treinta (30) de octubre de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se 
llevará a cabo a través de la plataforma virtual que para el efecto se estime 
pertinente. 
 
Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  
de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  
mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 
correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 
contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 
 
Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 
sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 
asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
 
Se les recuerda a los sujetos procesales el mandato establecido en el art. 46 inc. 2 
de la Ley 2080 de 2021 en concordancia con lo plasmado en el art. 78 numeral 14 
del Código General del Proceso. 
 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, veintiocho (28) de julio de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: JESÚS NORIEGA PÁEZ 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL– 

EJÉRCITO NACIONAL 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00077-00 

 

I. ASUNTO 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, y encontrándose el proceso de la 

referencia pendiente de proferir auto fijando fecha y hora para la celebración de 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, encuentra el Despacho que en el 

presente medio de control se reúnen los requisitos previstos en el artículo 182-A de 

la Ley 1437 de 2011, que regula lo atinente a la procedencia de sentencia anticipada 

en materia de lo contencioso administrativo. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control nulidad y 

restablecimiento de derecho contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – 

Ejército Nacional, pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del oficio N.° 

2023311000357421/MDM-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER del 22 

de febrero de 2023 en el que se denegó el reconocimiento y pago del subsidio 

familiar como prestación social en favor del actor, liquidado en la forma señalada en 

el Decreto 1794 de 2000. 

 

La demanda fue admitida mediante auto del 26 de abril de 2023, en la que se ordenó 

trabar la litis. Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, la entidad 

accionada contestó la demanda y propuso una excepción previa que puede 

reseñarse de la siguiente forma: 

 

La Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional propuso la 

excepción previa denominada “inepta demanda” sustentada en que dentro de la 

demanda se indicó que el señor Jesús Noriega es orgánico del Batallón de 

Instrucción Entrenamiento y Reentrenamiento N.° 5 pero está retirado del servicio 

desde el mes de diciembre de 2022, lo cual denota que ya existe un acto 

administrativo liquidando las prestaciones sociales y es ese pronunciamiento el que 

debió demandarse. 
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Propuso las siguientes excepciones de fondo: “presunción de legalidad del acto 

acusado”, “inexistencia del derecho”, “inactividad injustificada del interesado – 

prescripción de derechos laborales” y “cobro de lo no debido”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

3.1. Del régimen de las excepciones previas en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y en el Código General del 

Proceso. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.2. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas  

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante no descorrió el traslado de 

las excepciones. 

 

3.3. Decisión de excepciones previas en el caso concreto  

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

En lo concerniente a la excepción previa de "inepta demanda” formulada, esta 

judicatura advierte que conforme a lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 100 del 

Código General del Proceso la excepción previa de inepta demanda procede 

cuando se encuentre comprobado que la demanda carece de los requisitos formales 

o existe una indebida acumulación de pretensiones; pero auscultado el expediente 

en forma previa para admitir la demanda no se encontró comprobada la ocurrencia 
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de alguna de las dos situaciones. Ahora bien, en la demanda se pretende la 

declaratoria de nulidad del oficio N.º 2023311000357421/MDM-COGFM-COEJC-

SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER del 22 de febrero de 2023 mediante el cual se negó 

a la parte actora el reconocimiento del subsidio familiar, acto administrativo que fue 

aportado con la demanda como lo ordena el numeral 1 del artículo 166 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. La excepción 

previa se declara no probada. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas por la demandada, el Despacho se 

abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas atacan el 

fondo del asunto y deben entonces resolverse al momento de dictar sentencia. 

 

3.4. De la procedencia de la sentencia anticipada. 

 

El artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 182A. (ADICIONADO. L.2080/2021, ART. 42) SENTENCIA ANTICIPADA. Se 

podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:   

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 

la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;   

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso 

y fijará el litigio u objeto de controversia.   

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.   

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 

este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial 

podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.   

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo 

lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el 

transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, 

las partes podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará 

la solicitud cuando advierta fraude o colusión.   

Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse 

conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán 

desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones 

interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver.   

 

3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa juzgada, la 

caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de legitimación en la causa y la 

prescripción extintiva.   

 

4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 176 de este código. 
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PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la razón por la 

cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del numeral 3 de este artículo, 

precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará.   

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se considere. No 

obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia 

anticipada. En este caso continuará el trámite del proceso”. 

 

De lo expuesto en la norma transcrita, aplicable al presente asunto por haber sido 

interpuesta la demanda en vigencia de la Ley 1437 de 2011 de acuerdo con el 

régimen de vigencia y transición normativa1, se colige que en los asuntos de que 

conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativo puede dictarse sentencia 

anticipada en los siguientes cuatro eventos: (i) antes de la audiencia inicial, bien sea 

porque se trate de un asunto de puro derecho, o porque no haya pruebas que 

practicar, o cuando las pruebas aportadas por las partes solo sean documentales y 

sobre ellas no se hubiere formulado tacha o desconocimiento, o cuando las pruebas 

solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles; (ii) en 

cualquier estado del proceso, siempre y cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten; (iii) en cualquier estado del proceso, cuando el juez 

encuentre probadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, falta manifiesta 

de legitimación en la causa y prescripción extintiva, o cuando opere la transacción 

o conciliación sobre la totalidad del objeto del litigio; y (iv) en caso de allanamiento. 

 

Para cada uno de los eventos descritos anteriormente, el legislador previó el 

ritualismo a seguir con el fin de llevar el proceso hasta el punto donde se faculte al 

juez para proferir sentencia, lo que implica la declaración de la prosperidad de las 

excepciones que resuelven de fondo la litis y ponen fin al proceso, o bien el 

pronunciamiento de rigor sobre las pruebas, la fijación del litigio, y el traslado común 

a las partes para alegar de conclusión. 

 

3.5. La procedencia de sentencia anticipada en el caso concreto 

 

Revisado el texto de la demanda y su contestación, integrado debidamente el 

contradictorio en el presente asunto, y en atención a que el traslado de la demanda 

se encuentra vencido, tal como lo informa la nota de secretaría que obra a índice 

No. 13 del expediente electrónico cargado a la plataforma SAMAI, el Despacho 

encuentra que en el sub examine se reúnen los presupuestos procesales 

contemplados en el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo para dictar sentencia anticipada. 

 

                                            
1  “ARTÍCULO  86. RÉGIMEN DE VIGENCIA Y TRANSICIÓN NORMATIVA. La presente ley rige a partir de su 
publicación, con excepción de las normas que modifican las competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y 
del Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año después de 
publicada esta ley. Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los artículos 218 a 222 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la presente 
ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. 
De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, 
las reformas procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 
momento de su publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. En 
estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las 
diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 
estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 
iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones”. -Se resalta por fuera del texto original-. 
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En efecto, tanto en la demanda como en la contestación sólo se solicitaron tener 

como pruebas las documentales que fueron aportadas por las partes, las cuales no 

fueron desconocidas ni tachadas de falsas por cualquiera de ellas, lo que enmarca 

la actuación surtida en el supuesto expuesto en el literal “c” del artículo mencionado. 

 

Por lo anterior, esta judicatura se pronunciará sobre las pruebas aportadas al 

proceso y el cierre del periodo probatorio en el presente asunto, así como sobre la 

fijación del litigio y el traslado para alegar de conclusión, según lo regula el numeral 

1 del artículo 182 A de la Ley 1437 de 2011. 

 

3.6. Pronunciamiento sobre las pruebas 

 

Revisado el texto de la demanda y sus anexos, se observa que la parte demandante 

aportó como pruebas las documentales que reposan en el archivo digital No. 1 del 

paginario, entre las cuales se encuentran: (i) Oficio N.° 2023311000357421: MDN-

COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER de 22 de febrero de 2023; (ii) 

reclamación administrativa de 23 de febrero de 2023; (iii) escritura pública N.° 919 

de 7 de julio de 2014; (iv) registro civil de Kely Paola Herrera Aguilar; (v) registro 

civil de Jesús Noriega Páez, (vi) fotocopia de cedula de ciudadanía del demandante, 

(vii) fotocopia de la cédula de ciudadanía de Kely Paola Herrera Aguilar, (viii) registro 

civil de nacimiento de Zharick Nicol Noriega Herrera, (ix)  certificado de haberes del 

demandante. 

 

Por su parte, la demandada adosó como pruebas con su contestación la siguiente: 

(i) oficio No. 2023251008756653 MDN-COGFM-COEJC-SECEJJMPP- CEDE11-

DIDEF-1.2. de fecha 28 de abril de 2023. 

 

Por tal razón, el Despacho declarará clausurada la etapa probatoria y las declarará 

legalmente incorporadas al expediente, a fin de que sean valoradas al momento de 

emitir sentencia de fondo. 

 

3.7. Fijación del litigio 

 

En ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, la 

Magistrada Ponente procede a fijar el litigio del presente asunto de la siguiente 

manera: 

 

En el sub lite, el problema jurídico a resolver se circunscribe a determinar si hay 

lugar a declarar la nulidad del oficio N.° 2023311000357421/MDM-COGFM-COEJC-

SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER- del 22 de febrero de 2023 en el que se denegó el 

reconocimiento y pago del subsidio familiar como prestación social en favor del 

actor, liquidado en la forma señalada en el Decreto 1794 de 2000. 

 

En consecuencia, deberá establecerse si hay lugar a condenar a la demandada a 

reconocer y pagar el subsidio familiar junto con el salario del actor en la forma 

señalada en el referido decreto, así como al pago del retroactivo del subsidio familiar 

desde el mes de noviembre de 2012 hasta la fecha en que se reconozca y pague 

efectivamente dicha prestación, en forma indexada.  

 

3.8. Traslado para alegar de conclusión  
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Finalmente, de no ser impugnada esta decisión y ejecutoriada la misma, por 

Secretaría, y sin necesidad de una nueva providencia que así lo ordene, se correrá 

traslado a las partes para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011.  

 

En la misma oportunidad señalada para la presentación de los alegatos, podrá el 

Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo tiene. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

 

IV. RESUELVE 

 

 

PRIMERO: Declarar impróspera la excepción de “inepta demanda” formulada por la 

Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, por las consideraciones 

expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para la celebración de audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, con el fin de dar curso al presente proceso para dictar sentencia 

anticipada por escrito, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta 

providencia. 

 

TERCERO: Ténganse como pruebas e incorpórense con el valor que les confiere la 

ley, las pruebas documentales adosadas con la demanda y la contestación, 

descritas en la parte considerativa de este auto, en armonía con lo preceptuado en 

el numeral 5 del artículo 162 y el numeral 4 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

CUARTO: Fijar el litigio del sub examine en los términos señalados en el literal “3.7” 

de la parte considerativa de esta providencia. 

 

QUINTO: Contra la presente providencia procede el recurso de reposición de 

acuerdo con los artículos 242, 243 y 243A de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: De no ser recurrida esta providencia, por Secretaría, y sin necesidad de 

nuevo auto que así lo ordene, córrase traslado a las partes para alegar de 

conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 

2011. En la misma oportunidad señalada para que las partes presenten sus 

alegatos, también podrá el Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo 

tiene.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería para actuar a ÁNGELA PATRICIA GONZÁLEZ 

VALENCIA como apoderada de la parte demandada en los términos y para los 

efectos a que se contrae el poder especial a ella conferido, obrantes en el índice 

No. 11 del expediente electrónico. 
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OCTAVO: Una vez ejecutoriado el presente auto, vuelva el proceso al Despacho 

para proveer sobre la expedición de la sentencia anticipada. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MIGUEL ÁNGEL MARTÍNEZ GUTIÉRREZ 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 

DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00098-00 

 

I. ASUNTO 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, y encontrándose el proceso de la 

referencia pendiente de proferir auto fijando fecha y hora para la celebración de 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, encuentra el Despacho que en el 

presente medio de control se reúnen los requisitos previstos en el artículo 182-A de 

la Ley 1437 de 2011, que regula lo atinente a la procedencia de sentencia anticipada 

en materia de lo contencioso administrativo. 

 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento instaurado por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR, se solicitó como pretensiones la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N° CES2022ER025211-CES2022EE016477 de 25 de noviembre de 

2022, por medio del cual se denegó el reconocimiento y pago del auxilio de 

cesantías de carácter retroactivo en favor de la parte demandante. 

 

Este Despacho admitió la demanda de la referencia por auto del 26 de abril de 2023, 

en el cual ordenó notificar a las demandadas a fin de trabar la litis, y se ordenó 

también correr traslado de la demanda según lo estatuido en la Ley 1437 de 2011. 

 

Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, la autoridad del orden nacional 

Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio no contestó la demanda en término1. 

                                            
1  El traslado para contestar la demanda corrió del 10 de mayo al 23 de junio de 2023 y la contestación fue 
radicada el 26 de junio de 2023 como consta en la actuación 12 del expediente electrónico. 
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Por su parte el Departamento del Cesar contestó la demanda oportunamente y 

presentó como excepciones previas y mixtas las siguientes: “falta de legitimación 

en la causa por pasiva”, considerando que dentro del trámite administrativo de 

solicitud de reconocimiento de prestaciones sociales su intervención se limita a 

proyectar los actos administrativos demandados pero el pago de la sanción por 

mora prevista en la Ley 1071 de 2006 queda a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio por expresa disposición legal. 

 

El ente territorial también planteó la siguiente excepción de fondo: “presunción de 

legalidad y certeza del acto administrativo enjuiciado”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

3.1. Del régimen de las excepciones previas en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y en el Código General del 

Proceso. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.2. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas al considerar que no 

guardan coherencia ni congruencia con las pretensiones de la demanda, no guardan 

coherencia ni congruencia con las pretensiones de la demanda de la referencia, ya 

que referencia a la sanción por mora en el pago de las cesantías prevista en la Ley 

1071 de 2006 y por el contrario la demanda está encaminada al reconocimiento de 

las cesantías de manera retroactiva tomando como base la fecha de vinculación del 
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docente teniendo como fundamento la Ley 6ª de 1945, el Decreto 2767 de 1945, la 

Ley 65 de 1946, el Decreto 1160 de 1947 y las leyes 91 de 1989 y 344 de 1996 

 

3.3. Decisión de excepciones previas en el caso concreto  

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

En lo que tiene que ver con la “falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta 

por la entidad accionada, esta no será tramitada, debido a que en el presente asunto 

se discute el reconocimiento y pago del auxilio de cesantías con retroactividad en 

favor de la parte demandante pero la excepción fue argumentada como si el asunto 

del epígrafe estuviera encausado a obtener el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por pago extemporáneo de cesantías prevista en la Ley 1071 de 2006. 

 

3.4. De la procedencia de la sentencia anticipada. 

 

El artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 182A. (ADICIONADO. L.2080/2021, ART. 42) SENTENCIA ANTICIPADA. Se 

podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:   

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 

la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;   

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso 

y fijará el litigio u objeto de controversia.   

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.   

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 

este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial 

podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.   

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo 

lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el 

transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, 

las partes podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará 

la solicitud cuando advierta fraude o colusión.   

Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse 

conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán 

desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones 

interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver.   
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3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa juzgada, la 

caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de legitimación en la causa y la 

prescripción extintiva.   

 

4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 176 de este código. 

 

PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la razón por la 

cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del numeral 3 de este artículo, 

precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará.   

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se considere. No 

obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia 

anticipada. En este caso continuará el trámite del proceso”. 

 

De lo expuesto en la norma transcrita, aplicable al presente asunto por haber sido 

interpuesta la demanda en vigencia de la Ley 1437 de 2011 de acuerdo con el 

régimen de vigencia y transición normativa2, se colige que en los asuntos de que 

conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativo puede dictarse sentencia 

anticipada en los siguientes cuatro eventos: (i) antes de la audiencia inicial, bien sea 

porque se trate de un asunto de puro derecho, o porque no haya pruebas que 

practicar, o cuando las pruebas aportadas por las partes solo sean documentales y 

sobre ellas no se hubiere formulado tacha o desconocimiento, o cuando las pruebas 

solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles; (ii) en 

cualquier estado del proceso, siempre y cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten; (iii) en cualquier estado del proceso, cuando el juez 

encuentre probadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, falta manifiesta 

de legitimación en la causa y prescripción extintiva, o cuando opere la transacción 

o conciliación sobre la totalidad del objeto del litigio; y (iv) en caso de allanamiento. 

 

Para cada uno de los eventos descritos anteriormente, el legislador previó el 

ritualismo a seguir con el fin de llevar el proceso hasta el punto donde se faculte al 

juez para proferir sentencia, lo que implica la declaración de la prosperidad de las 

excepciones que resuelven de fondo la litis y ponen fin al proceso, o bien el 

pronunciamiento de rigor sobre las pruebas, la fijación del litigio, y el traslado común 

a las partes para alegar de conclusión. 

 

3.5. La procedencia de sentencia anticipada en el caso concreto 

 

Revisado el texto de la demanda y su contestación, integrado debidamente el 

contradictorio en el presente asunto, y en atención a que el traslado de la demanda 

se encuentra vencido, tal como lo informa la nota de secretaría que obra a índice 

                                            
2  “ARTÍCULO  86. RÉGIMEN DE VIGENCIA Y TRANSICIÓN NORMATIVA. La presente ley rige a partir de su 
publicación, con excepción de las normas que modifican las competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y 
del Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año después de 
publicada esta ley. Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los artículos 218 a 222 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la presente 
ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. 
De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, 
las reformas procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 
momento de su publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. En 
estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las 
diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 
estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 
iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones”. -Se resalta por fuera del texto original-. 
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No. 15 del expediente electrónico cargado a la plataforma SAMAI, el Despacho 

encuentra que en el sub examine se reúnen los presupuestos procesales 

contemplados en el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo para dictar sentencia anticipada. 

 

En efecto, tanto en la demanda como en la contestación sólo se solicitaron tener 

como pruebas las documentales que fueron aportadas por las partes, las cuales no 

fueron desconocidas ni tachadas de falsas por cualquiera de ellas, lo que enmarca 

la actuación surtida en el supuesto expuesto en el literal “c” del artículo mencionado. 

 

Por lo anterior, esta judicatura se pronunciará sobre las pruebas aportadas al 

proceso y el cierre del periodo probatorio en el presente asunto, así como sobre la 

fijación del litigio y el traslado para alegar de conclusión, según lo regula el numeral 

1 del artículo 182 A de la Ley 1437 de 2011. 

 

3.6. Pronunciamiento sobre las pruebas 

 

Revisado el texto de la demanda y sus anexos, se observa que la parte demandante 

aportó como pruebas las documentales que reposan en el archivo digital No. 1 del 

paginario, entre las cuales se encuentran: (i) reclamación administrativa elevada por 

la demandante y constancia de radicación de fecha 2 de diciembre de 2022; (ii) 

oficio CES2022ER025211-CES2022EE016477 de 25 de noviembre de 2022; (iii) 

respuesta a derecho de petición con fecha 7 de mayo de 2020; (iv) resolución N.° 

132 de 30 de abril de 2020; (v) Decreto 090 de 18 de julio de 1988; (vi) certificación 

de tiempo de servicios, acta de posesión y nombramiento; (vii) formato para la 

expedición de certificado de historia laboral; (viii) resolución CESARD2022000140 ; 

fotocopia de cedula de ciudadanía; (v) constancia de agotamiento del trámite 

conciliatorio ante la Procuraduría 123 judicial II para Asuntos Administrativos. 

 

Solicitó oficiar a la Secretaría de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio para que expida copia auténtica de la hoja de vida y 

certificaciones del tiempo de Servicio. 

 

El Despacho se abstiene de decretar lo solicitado por la parte actora, pues con la 

demanda el ente territorial aportó el expediente administrativo del demandante, el 

cual se presume auténtico en virtud del artículo 244 del Código General del Proceso. 

  

Se advierte que el Departamento del Cesar no solicitó la práctica de pruebas. 

 

Por tal razón, el Despacho declarará clausurada la etapa probatoria y las declarará 

legalmente incorporadas al expediente, a fin de que sean valoradas al momento de 

emitir sentencia de fondo. 

 

3.7. Fijación del litigio 

 

En ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, la 

Magistrada Ponente procede a fijar el litigio del presente asunto de la siguiente 

manera: 

 

En el sub lite, el problema jurídico a resolver se circunscribe a determinar si hay 

lugar a declarar la nulidad del acto administrativo N° CES2022ER025211-
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CES2022EE016477 de 25 de noviembre de 2022, por medio del cual se denegó el 

reconocimiento y pago del auxilio de cesantías de carácter retroactivo en favor de 

la parte demandante, según los argumentos expuestos en el concepto de la 

violación citado en la demanda. 

 

3.8. Traslado para alegar de conclusión  

 

Finalmente, de no ser impugnada esta decisión y ejecutoriada la misma, por 

Secretaría, y sin necesidad de una nueva providencia que así lo ordene, se correrá 

traslado a las partes para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 

 

En la misma oportunidad señalada para la presentación de los alegatos, podrá el 

Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo tiene. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: No tramitar la excepción de “falta de legitimación en la causa por 

pasiva”, propuesta por el Departamento del Cesar, por las consideraciones 

expuestas en esta providencia. 

 

SEGUNDO: tener por no contestada la demanda por parte de la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

de conformidad con la parte motiva de este proveído. 

 

TERCERO: Abstenerse de fijar fecha para la celebración de audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, con el fin de dar curso al presente proceso para dictar sentencia 

anticipada por escrito, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta 

providencia. 

 

CUARTO: Ténganse como pruebas e incorpórense con el valor que les confiere la 

ley, las pruebas documentales adosadas con la demanda, descritas en la parte 

considerativa de este auto, en armonía con lo preceptuado en el numeral 5 del 

artículo 162 y el numeral 4 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

QUINTO: Fijar el litigio del sub examine en los términos señalados en el literal “3.7” 

de la parte considerativa de esta providencia. 

 

SEXTO: Contra la presente providencia procede el recurso de reposición de 

acuerdo con los artículos 242, 243 y 243A de la Ley 1437 de 2011. 

 

SÉPTIMO: De no ser recurrida esta providencia, por Secretaría, y sin necesidad de 

nuevo auto que así lo ordene, córrase traslado a las partes para alegar de 

conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 

2011. En la misma oportunidad señalada para que las partes presenten sus 
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alegatos, también podrá el Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo 

tiene.  

 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar a FLOR ELENA GUERRA 

MALDONADO como apoderada judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR, en los 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a ella conferido, 

obrantes en el índice No. 11 del expediente electrónico. 

 

NOVENO: Reconózcase personería para actuar a NADYA CAROLINA GALINDO 

PADILLA como apoderada judicial de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a ella conferido, 

obrantes en el índice No. 12 del expediente electrónico. 

 

DÉCIMO: Una vez ejecutoriado el presente auto, vuelva el proceso al Despacho 

para proveer sobre la expedición de la sentencia anticipada. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: LUDYS ESTHER ROMERO ARÉVALO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00123-00 

 
I. ASUNTO 

 
Vencido el término de traslado de la demanda, y encontrándose el proceso de la 
referencia pendiente de proferir auto fijando fecha y hora para la celebración de 
audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, encuentra el Despacho que en el 
presente medio de control se reúnen los requisitos previstos en el artículo 182-A de 
la Ley 1437 de 2011, que regula lo atinente a la procedencia de sentencia anticipada 
en materia de lo contencioso administrativo. 
 

II. ANTECEDENTES 
 

2.1. Pretensiones de la demanda 
 
Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control nulidad y 
restablecimiento de derecho contra la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – Departamento del Cesar, 
pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o 
presunto configurado el 4 de agosto de 2021 por la falta de contestación a la petición 
de interés particular elevada por la parte actora el 4 de mayo de 2021, en el que se 
denegó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por retardo en el pago de 
su auxilio de cesantías de conformidad con lo estatuido en la Ley 1071 de 2006, 
más la indexación a que haya lugar, costas y agencias en derecho. 
 
La demanda fue admitida mediante auto del 26 de abril de 2023, en la que se ordenó 
trabar la litis. Convocadas al trámite y notificadas de la admisión. 
 

2.2. Excepciones previas. 
 
la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio contestó la demanda oportunamente y presentó como 
excepciones previas y mixtas las siguientes: “ineptitud de la demanda por falta de 
integración de litisconsorte necesario” toda vez que no se demandó a la Secretaria 
de Educación Departamental encargada de la expedición y notificación del acto 
administrativo de reconocimiento de las cesantías a favor de la actora y esta entidad 
la que debe informar del trámite que le dio al asunto; en todo cas debe ser 
condenada por expedir y notificar el acto por fuera del plazo legal. 
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Propuso además la excepción que denominó “ineptitud sustancial de la demanda al 
no haber demandado el acto administrativo particular y concreto que denegó la 
sanción mora”, sustentada en que los actos administrativos deben ser identificados 
con total precisión según lo expuesto en el artículo 163 de la ley 1437 de 2011. 
 
Formuló también la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva”, 
considerando que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio está 
autorizado para pagar con sus propios recursos el monto de la prestación 
reconocida más no de las indemnizaciones por concepto de sanción moratoria 
derivada del pago tardío de las cesantías parciales o definitivas de los docentes 
afiliados a dicho fondo-. 
 
Por otra parte, advirtió que el término para demandar a través de la acción 
contenciosa fue superado y por ende consideró que había operado la “caducidad 
del medio de control”. 
 
Sustentó la excepción de “prescripción” de acuerdo a lo que resulte probado de 
conformidad con los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo, 151 del Código 
de Procedimiento Laboral, 41 del Decreto 3135 de 1968 y demás normas 
concordantes, así como la jurisprudencia de la Corte Suprema y del Consejo de 
Estado sobre la materia. 
 
Propuso además las siguientes excepciones de mérito: “el término señalado como 
sanción moratoria a cargo del Fomag y la Fiduprevisora es menor al que señala la 
parte demandada”, “de la ausencia del deber de pagar sanciones por parte de la 
entidad fiduciaria”, “improcedencia de la indexación”, “improcedencia de la condena 
en costas” y “condena con cargo a títulos de tesorería del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público”. 
 
Por su parte el Departamento del Cesar contestó la demanda oportunamente y 

presentó como excepciones previas y mixtas las siguientes: “falta de legitimación 

en la causa por pasiva”, considerando que los actos administrativos demandados 

no comprometen su voluntad, por cuanto no hace parte de sus funciones reconocer 

ajustes de cesantías definitivas, limitando su intervención al reconocimiento del 

derecho sobre la prestación social, pero el pago de la misma está en cabeza del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por expresa disposición 

legal. 

 
El ente territorial también planteó la siguiente excepción de fondo: “cobro de lo no 
debido e inexistencia de la obligación”. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 

3.1. Del régimen de las excepciones previas en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y en el Código General del 
Proceso. 

 
El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  
Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 
dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 
artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 
transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 
de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 
probado ciertos medios exceptivos. 
 
Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 
por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 
enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 
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no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 
tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 
trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 
 
Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 
cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 
prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 
previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 
aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 
decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 
excepciones previas. 
 

3.2. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 
 
Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 
excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas. Respecto a la previa de 
falta de legitimación indica que por el hecho de que el trámite del reconocimiento y 
pago de las cesantías lo inicie la secretaria de educación en nombre y 
representación de la Nación - Ministerio de Educación - Fomag, no significa esto, 
que el pago de la mora aquí reclamada le corresponda al ente territorial, y mucho 
menos que para este caso debe de integrarse el litisconsorcio de manera 
obligatoria, ni que no pueda decidirse de fondo. 
 
Frente a la excepción de caducidad señaló su improcedencia, pues, tratándose de 
prestaciones de actos administrativos productos del silencio administrativo, su 
reconocimiento y nulidad podrá demandarse en cualquier tiempo conforme está 
establecido en el artículo 164 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Respecto a la de ineptitud de la demanda dijo que si bien es cierto la administración 
del personal docente le corresponde al ente territorial por mandato de la Ley 91 de 
1989, el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales le corresponde al 
Fomag; además que por el hecho de estar delimitada las funciones de cada entidad 
y que sea le del orden territorial la que lo inicie, no quiere ello decir que está obligado 
al pago de la mora reclamada. 
 

3.3. Decisión de excepciones previas en el caso concreto  
 
Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 
previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 
para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  
en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 
 
En efecto, en lo tocante a la “ineptitud de la demanda por falta de integración de 
litisconsorte necesario” encuentra el Despacho que no prospera pues en efecto la 
demanda va dirigida contra el Departamento del Cesar, quien está debidamente 
vinculado al trámite y frente a la de “ineptitud sustancial de la demanda al no haber 
demandado el acto administrativo particular y concreto que denegó la sanción 
mora”, sustentada en que los actos administrativos deben ser identificados con total 
precisión según lo expuesto en el artículo 163 de la ley 1437 de 2011, observa el 
Despacho que fue adosada a la demanda la solicitud de fecha 4 de mayo de 2021 
persiguiendo el reconocimiento y pago de la sanción moratoria establecida en la Ley 
101 de 2006 por el pago extemporáneo de las cesantías a favor de la parte 
demandante y en los hechos de la demanda alegó la actora que no le fue notificada 
respuesta alguna configurándose el ato ficto que demandó; también es cierto que la 
demandada no acreditó haber notificado en debida forma el contenido del acto 
administrativo que le haya dado respuesta a su solicitud, de manera que no puede 
exigírsele a la parte actora que demande un acto administrativo diferente al que se 
produjo por el silencio administrativo. 
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En lo que tiene que ver con la “falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta 

por las entidades accionadas, tal como deviene del diseño  que hizo el Legislador 

respecto de las competencias de las entidades públicas que intervienen en esta 

función en materia salarial y prestacional de los docentes oficiales, los 

departamentos y alcaldías participan en la definición jurídica de la situación 

pensional y prestacional de los docentes oficiales como meros colaboradores en la 

producción y elaboración del acto administrativo de reconocimiento o reliquidación 

pensional, actuando en nombre y representación del Ministerio de Educación, pero 

no emiten ninguna declaración de voluntad propia sobre el particular. 

 

De igual manera, en la Ley 91 de 1989, al crearse el Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, en su artículo 4 se especificó que dicha autoridad asumirá el pago 

de las prestaciones sociales de los docentes oficiales previo reconocimiento que 

haga el Ministerio de Educación según el artículo 9 de la misma norma. A su turno, 

el artículo 15 de dicha ley establece expresamente que entre las prestaciones 

sociales cuyo reconocimiento y pago del Ministerio de Educación y el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran las cesantías y las 

vacaciones. 

 

Ahora bien, aun cuando es cierto que en el presente asunto se discute el 

reconocimiento y pago de una sanción moratoria consagrada en la norma por el 

retardo en el pago del auxilio de cesantías, prestación que debe pagar el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con cargo a recursos del Estado 

y en cuyo reconocimiento sólo interviene la entidad territorial como un colaborador 

en la elaboración del acto administrativo, también es cierto que la Ley 1955 de 2019 

previó una distribución especial de la forma en que asumen patrimonialmente los 

entes territoriales y el Fondo el pago de dicha sanción, siendo el criterio punto de 

partida la actuación de cada una de ellas en la causación del retardo como hecho 

generador de la sanción. En efecto, dicha norma en su artículo 57 previó la 

posibilidad de que el pago de la sanción corresponda tanto al ente territorial como 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dependiendo de cuál 

fue la autoridad administrativa que incurrió en dilación u omisión de los plazos 

previstos por el Legislador para producir finalmente el pago del auxilio de cesantías. 

 

Por lo tanto, en la medida que dicha actuación puede incidir directamente en la 

estructuración de la sanción moratoria reclamada, es necesario auscultar con 

detenimiento el fondo del asunto para determinar si hay lugar a condenar o no a los 

entes territoriales que hacen las veces de nominadores de los docentes oficiales al 

pago de la sanción contemplada en la Ley 1071 de 2006, aspecto que implica un 

pronunciamiento riguroso en la sentencia que resuelva el fondo del asunto y no 

puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  
de Estado ha sostenido:  
 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 
causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 
presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 
demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 
entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la 
causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de hecho 
por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación 
de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición de 
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demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 
litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 
contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 
hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 
producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 
necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 
predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración 
de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 
sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a 
dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión 
que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye 
condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra1(…)”. -Se 
resalta por fuera del texto  
original-. 

 
Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 
puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 
de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 
excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 
falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 
capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 
causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 
de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 
pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 
 
De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 
falta de legitimación en la causa por pasiva que se propuso como medio exceptivo 
previo, y diferirá el estudio de la misma como una excepción de fondo para ser 
decidida al momento de dictar sentencia de primera instancia. 
 
En lo concerniente a la excepción previa de "caducidad” formulada, esta judicatura 
advierte sin mayores disquisiciones sobre el particular que esta no tiene ninguna 
vocación de prosperidad, toda vez que en la demanda se pretende la nulidad de un 
acto administrativo ficto o presunto, los cuales, según lo normado en el artículo 164 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
pueden demandarse en cualquier tiempo. 
 
El artículo 100 del Código General del Proceso, enlista las excepciones previas, 
dentro de las cuales no figura la de “prescripción”; no obstante, el parágrafo 2 del 
artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera anticipada, el Despacho 
diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues inicialmente se debe 
determinar si las pretensiones de la demanda tienen vocación de prosperidad para 
luego determinar si hay derechos prescritos. 
 

3.4. De la procedencia de la sentencia anticipada. 

 

El artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 182A. (ADICIONADO. L.2080/2021, ART. 42) SENTENCIA ANTICIPADA. Se 
podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial:   
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   
b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

                                            
1 Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571- 
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 
la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;   
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 
haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso 
y fijará el litigio u objeto de controversia.   
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 
artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.   
No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 
este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial 
podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.   
 
2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo 
lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el 
transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, 
las partes podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 
por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará 
la solicitud cuando advierta fraude o colusión.   
Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse 
conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán 
desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones 
interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver.   
 
3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa juzgada, la 
caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de legitimación en la causa y la 
prescripción extintiva.   
 
4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 176 de este código. 
 
PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la razón por la 
cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del numeral 3 de este artículo, 
precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará.   
Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se considere. No 
obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia 
anticipada. En este caso continuará el trámite del proceso”. 

 

De lo expuesto en la norma transcrita, aplicable al presente asunto por haber sido 

interpuesta la demanda en vigencia de la Ley 1437 de 2011 de acuerdo con el 

régimen de vigencia y transición normativa2, se colige que en los asuntos de que 

conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativo puede dictarse sentencia 

anticipada en los siguientes cuatro eventos: (i) antes de la audiencia inicial, bien sea 

porque se trate de un asunto de puro derecho, o porque no haya pruebas que 

practicar, o cuando las pruebas aportadas por las partes solo sean documentales y 

sobre ellas no se hubiere formulado tacha o desconocimiento, o cuando las pruebas 

solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles; (ii) en 

                                            
2  “ARTÍCULO  86. RÉGIMEN DE VIGENCIA Y TRANSICIÓN NORMATIVA. La presente ley rige a partir de su 
publicación, con excepción de las normas que modifican las competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y 
del Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año después de 
publicada esta ley. Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los artículos 218 a 222 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la presente 
ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. 
De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, 
las reformas procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 
momento de su publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. En 
estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las 
diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 
estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 
iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones”. -Se resalta por fuera del texto original-. 
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cualquier estado del proceso, siempre y cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten; (iii) en cualquier estado del proceso, cuando el juez 

encuentre probadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, falta manifiesta 

de legitimación en la causa y prescripción extintiva, o cuando opere la transacción 

o conciliación sobre la totalidad del objeto del litigio; y (iv) en caso de allanamiento. 

 

Para cada uno de los eventos descritos anteriormente, el legislador previó el 

ritualismo a seguir con el fin de llevar el proceso hasta el punto donde se faculte al 

juez para proferir sentencia, lo que implica la declaración de la prosperidad de las 

excepciones que resuelven de fondo la litis y ponen fin al proceso, o bien el 

pronunciamiento de rigor sobre las pruebas, la fijación del litigio, y el traslado común 

a las partes para alegar de conclusión. 

 

3.5. La procedencia de sentencia anticipada en el caso concreto 

 

Revisado el texto de la demanda y su contestación, integrado debidamente el 

contradictorio en el presente asunto, y en atención a que el traslado de la demanda 

se encuentra vencido, tal como lo informa la nota de secretaría que obra a índice 

No. 13 del expediente electrónico cargado a la plataforma SAMAI, el Despacho 

encuentra que en el sub examine se reúnen los presupuestos procesales 

contemplados en el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo para dictar sentencia anticipada. 

 

En efecto, tanto en la demanda como en la contestación sólo se solicitaron tener 

como pruebas las documentales que fueron aportadas por las partes, las cuales no 

fueron desconocidas ni tachadas de falsas por cualquiera de ellas, lo que enmarca 

la actuación surtida en el supuesto expuesto en el literal “c” del artículo mencionado. 

 

Por lo anterior, esta judicatura se pronunciará sobre las pruebas aportadas al 

proceso y el cierre del periodo probatorio en el presente asunto, así como sobre la 

fijación del litigio y el traslado para alegar de conclusión, según lo regula el numeral 

1 del artículo 182 A de la Ley 1437 de 2011. 

 

3.6. Pronunciamiento sobre las pruebas 

 

Revisado el texto de la demanda y sus anexos, se observa que la parte demandante 

aportó como pruebas las documentales que reposan en el archivo digital No. 1 del 

paginario, entre las cuales se encuentran: (i) reclamación administrativa elevada por 

la demandante y constancia de radicación de fecha 4 de mayo de 2022; (ii) 

resolución No. 4205 de 31 de julio de 2020; (iii) certificaciones de disposición de 

dineros por concepto de cesantía parcial de fechas 7 de agosto de 2020  y 6 de julio 

de 2022 expedidos por Fiduprevisora; (iv) fotocopia de cedula de ciudadanía; (v) 

constancia de 2 de noviembre de 2022 de agotamiento del trámite conciliatorio ante 

la Procuraduría 185 judicial I para Asuntos Administrativos. 

 

Se advierte que el Departamento del Cesar no solicitó la práctica de pruebas. 

 

Por su parte la Nación – Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio solicitó oficiar a la Secretaría de Educación del 

Departamento del Cesar para que certifique la fecha en que radicó ante la 

Fiduprevisora, el proyecto de reconocimiento de las cesantías, la fecha en que la 
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fiduciaria le devolvió el proyecto aprobado y la fecha en que remitió a la fiduciaria la 

resolución para el pago de las cesantías.  

 

El Despacho se abstiene de decretar lo solicitado por la entidad del orden nacional 

en atención a que esta también tiene como acreditar el procedimiento 

administrativo, pues dentro del trámite administrativo para el reconocimiento y pago 

de prestaciones en el que por disposición legal colaboran ambas entidades, se sigue 

una trazabilidad que debe reposar en su poder. Ahora bien, según el artículo 173 

del C.G.P., en armonía con el artículo 78 numeral 10 ibidem, aplicables a este 

proceso contencioso por disposición del art. 182 A del CPACA (adicionado por el 

art. 42 de la Ley 2080 de 2021), es deber de las partes y sus apoderados abstenerse 

de solicitar la consecución de documentos que directamente o por medio del 

ejercicio del derecho de petición hubieren podido conseguir; además, con la 

contestación de la demanda deben aportarse los documentos que estén su poder. 

 

Por tal razón, el Despacho declarará clausurada la etapa probatoria y las declarará 

legalmente incorporadas al expediente, a fin de que sean valoradas al momento de 

emitir sentencia de fondo. 

 

3.7. Fijación del litigio 

 

En ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el 

juez de conocimiento procede a fijar el litigio del presente asunto de la siguiente 

manera: 

 

En el sub lite, el problema jurídico a resolver se circunscribe a determinar si hay 

lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 4 de agosto  

de 2022 frente a la petición de fecha 4 de mayo de 2022, que negó el reconocimiento 

de la sanción moratoria de conformidad con lo establecido en la Ley 1071 de 2006 

y la Ley 1955 de 2019, según los argumentos expuestos en el concepto de la 

violación citado en la demanda. 

 

En consecuencia, deberá determinarse si hay lugar a reconocer y ordenar el pago 

de la sanción moratoria por retardo en el pago de cesantías de conformidad y en los 

términos establecidos en la ley 1071 de 2006 y ley 1955 de 2019. 

 

3.8. Traslado para alegar de conclusión  

 

Finalmente, de no ser impugnada esta decisión y ejecutoriada la misma, por 

Secretaría, y sin necesidad de una nueva providencia que así lo ordene, se correrá 

traslado a las partes para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 

 
En la misma oportunidad señalada para la presentación de los alegatos, podrá el 

Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo tiene. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 
que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 
del Circuito Judicial, 
 

IV. RESUELVE 
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PRIMERO: Declarar imprósperas las excepciones de “ineptitud de la demanda por 
falta de integración de litisconsorte necesario”, “ineptitud sustancial de la demanda 
al no haber demandado el acto administrativo particular y concreto que denegó la 
sanción mora”, y “caducidad” formuladas por la Nación – Ministerio de Educación – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por las consideraciones 
expuestas en esta providencia. 
 
SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia la resolución de las 
excepciones de “falta de legitimación en la causa por pasiva” y “prescripción” 
propuestas por las demandadas, conforme se expuso en la parte considerativa. 
 
TERCERO: Abstenerse de fijar fecha para la celebración de audiencia inicial de que 
trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, con el fin de dar curso al presente proceso para dictar sentencia 
anticipada por escrito, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta 
providencia. 
 
CUARTO: Ténganse como pruebas e incorpórense con el valor que les confiere la 
ley, las pruebas documentales adosadas con la demanda, descritas en la parte 
considerativa de este auto, en armonía con lo preceptuado en el numeral 5 del 
artículo 162 y el numeral 4 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 
 
QUINTO: Fijar el litigio del sub examine en los términos señalados en el literal “3.7” 
de la parte considerativa de esta providencia. 
 
SEXTO: Contra la presente providencia procede el recurso de reposición de 
acuerdo con los artículos 242, 243 y 243A de la Ley 1437 de 2011. 
 
SÉPTIMO: De no ser recurrida esta providencia, por Secretaría, y sin necesidad de 
nuevo auto que así lo ordene, córrase traslado a las partes para alegar de 
conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 
2011. En la misma oportunidad señalada para que las partes presenten sus 
alegatos, también podrá el Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo 
tiene.  
 
OCTAVO: Reconózcase personería para actuar a DANIEL QUINTERO PÉREZ 
como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR, en los términos y para 
los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, obrantes en el índice 
No. 10 del expediente electrónico. 
 
NOVENO: Reconózcase personería para actuar a JARLY DAVID FLOREZ ZULETA 
como apoderado judicial de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los términos y 
para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, obrantes en el 
índice No. 12 del expediente electrónico. 
 
DÉCIMO: Una vez ejecutoriado el presente auto, vuelva el proceso al Despacho 
para proveer sobre la expedición de la sentencia anticipada. 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
 



Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: a996bedfe8bca44ca7e6525bfb9f14aad84cb539316ad57b2c38ad773669e0ce

Documento generado en 04/08/2023 09:36:26 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: NORALBA PATIÑO RIZO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00124-00 

 
I. ASUNTO 

 
Vencido el término de traslado de la demanda, y encontrándose el proceso de la 
referencia pendiente de proferir auto fijando fecha y hora para la celebración de 
audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, encuentra el Despacho que en el 
presente medio de control se reúnen los requisitos previstos en el artículo 182-A de 
la Ley 1437 de 2011, que regula lo atinente a la procedencia de sentencia anticipada 
en materia de lo contencioso administrativo. 
 

II. ANTECEDENTES 
 

2.1. Pretensiones de la demanda 
 
Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control nulidad y 
restablecimiento de derecho contra la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – Departamento del Cesar, 
pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o 
presunto configurado el 11 de agosto de 2022 por la falta de contestación a la 
petición de interés particular elevada por la parte actora el 11 de mayo de 2022, en 
el que se denegó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por retardo en 
el pago de su auxilio de cesantías de conformidad con lo estatuido en la Ley 1071 
de 2006, más la indexación a que haya lugar, costas y agencias en derecho. 
 
La demanda fue admitida mediante auto del 26 de abril de 2023, en la que se ordenó 
trabar la litis. Convocadas al trámite y notificadas de la admisión. 
 

2.2. Excepciones previas. 
 
la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio contestó la demanda oportunamente y presentó como 
excepciones previas y mixtas las siguientes: “ineptitud de la demanda por falta de 
integración de litisconsorte necesario” toda vez que no se demandó a la Secretaria 
de Educación Departamental encargada de la expedición y notificación del acto 
administrativo de reconocimiento de las cesantías a favor de la actora y esta entidad 
la que debe informar del trámite que le dio al asunto; en todo cas debe ser 
condenada por expedir y notificar el acto por fuera del plazo legal. 
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Propuso además la excepción que denominó “ineptitud sustancial de la demanda al 
no haber demandado el acto administrativo particular y concreto que denegó la 
sanción mora”, sustentada en que los actos administrativos deben ser identificados 
con total precisión según lo expuesto en el artículo 163 de la ley 1437 de 2011. 
 
Formuló también la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva”, 
considerando que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio está 
autorizado para pagar con sus propios recursos el monto de la prestación 
reconocida más no de las indemnizaciones por concepto de sanción moratoria 
derivada del pago tardío de las cesantías parciales o definitivas de los docentes 
afiliados a dicho fondo-. 
 
Por otra parte, advirtió que el término para demandar a través de la acción 
contenciosa fue superado y por ende consideró que había operado la “caducidad 
del medio de control”. 
 
Sustentó la excepción de “prescripción” de acuerdo a lo que resulte probado de 
conformidad con los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo, 151 del Código 
de Procedimiento Laboral, 41 del Decreto 3135 de 1968 y demás normas 
concordantes, así como la jurisprudencia de la Corte Suprema y del Consejo de 
Estado sobre la materia. 
 
Propuso además las siguientes excepciones de mérito: “el término señalado como 
sanción moratoria a cargo del Fomag y la Fiduprevisora es menor al que señala la 
parte demandada”, “de la ausencia del deber de pagar sanciones por parte de la 
entidad fiduciaria”, “improcedencia de la indexación”, “improcedencia de la condena 
en costas” y “condena con cargo a títulos de tesorería del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público”. 
 
Por su parte el Departamento del Cesar contestó la demanda oportunamente y 

presentó como excepciones previas y mixtas las siguientes: “falta de legitimación 

en la causa por pasiva”, considerando que los actos administrativos demandados 

no comprometen su voluntad, por cuanto no hace parte de sus funciones reconocer 

ajustes de cesantías definitivas, limitando su intervención al reconocimiento del 

derecho sobre la prestación social, pero el pago de la misma está en cabeza del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por expresa disposición 

legal. 

 
El ente territorial también planteó la siguiente excepción de fondo: “cobro de lo no 
debido e inexistencia de la obligación”. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 

3.1. Del régimen de las excepciones previas en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y en el Código General del 
Proceso. 

 
El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  
Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 
dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 
artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 
transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 
de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 
probado ciertos medios exceptivos. 
 
Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 
por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 
enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 
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no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 
tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 
trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 
 
Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 
cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 
prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 
previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 
aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 
decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 
excepciones previas. 
 

3.2. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 
 
Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 
excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas. Respecto a la previa de 
falta de legitimación indica que por el hecho de que el trámite del reconocimiento y 
pago de las cesantías lo inicie la secretaria de educación en nombre y 
representación de la Nación - Ministerio de Educación - Fomag, no significa esto, 
que el pago de la mora aquí reclamada le corresponda al ente territorial, y mucho 
menos que para este caso debe de integrarse el litisconsorcio de manera 
obligatoria, ni que no pueda decidirse de fondo. 
 
Frente a la excepción de caducidad señaló su improcedencia, pues, tratándose de 
prestaciones de actos administrativos productos del silencio administrativo, su 
reconocimiento y nulidad podrá demandarse en cualquier tiempo conforme está 
establecido en el artículo 164 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Respecto a la de ineptitud de la demanda dijo que si bien es cierto la administración 
del personal docente le corresponde al ente territorial por mandato de la Ley 91 de 
1989, el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales le corresponde al 
Fomag; además que por el hecho de estar delimitada las funciones de cada entidad 
y que sea le del orden territorial la que lo inicie, no quiere ello decir que está obligado 
al pago de la mora reclamada. 
 

3.3. Decisión de excepciones previas en el caso concreto  
 
Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 
previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 
para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  
en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 
 
En efecto, en lo tocante a la “ineptitud de la demanda por falta de integración de 
litisconsorte necesario” encuentra el Despacho que no prospera pues en efecto la 
demanda va dirigida contra el Departamento del Cesar, quien está debidamente 
vinculado al trámite y frente a la de “ineptitud sustancial de la demanda al no haber 
demandado el acto administrativo particular y concreto que denegó la sanción 
mora”, sustentada en que los actos administrativos deben ser identificados con total 
precisión según lo expuesto en el artículo 163 de la ley 1437 de 2011, observa el 
Despacho que fue adosada a la demanda la solicitud de fecha 11 de mayo de 2022 
persiguiendo el reconocimiento y pago de la sanción moratoria establecida en la Ley 
101 de 2006 por el pago extemporáneo de las cesantías a favor de la parte 
demandante y en los hechos de la demanda alegó la actora que no le fue notificada 
respuesta alguna configurándose el ato ficto que demandó; también es cierto que la 
demandada no acreditó haber notificado en debida forma el contenido del acto 
administrativo que le haya dado respuesta a su solicitud, de manera que no puede 
exigírsele a la parte actora que demande un acto administrativo diferente al que se 
produjo por el silencio administrativo. 
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En lo que tiene que ver con la “falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta 

por las entidades accionadas, tal como deviene del diseño  que hizo el Legislador 

respecto de las competencias de las entidades públicas que intervienen en esta 

función en materia salarial y prestacional de los docentes oficiales, los 

departamentos y alcaldías participan en la definición jurídica de la situación 

pensional y prestacional de los docentes oficiales como meros colaboradores en la 

producción y elaboración del acto administrativo de reconocimiento o reliquidación 

pensional, actuando en nombre y representación del Ministerio de Educación, pero 

no emiten ninguna declaración de voluntad propia sobre el particular. 

 

De igual manera, en la Ley 91 de 1989, al crearse el Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, en su artículo 4 se especificó que dicha autoridad asumirá el pago 

de las prestaciones sociales de los docentes oficiales previo reconocimiento que 

haga el Ministerio de Educación según el artículo 9 de la misma norma. A su turno, 

el artículo 15 de dicha ley establece expresamente que entre las prestaciones 

sociales cuyo reconocimiento y pago del Ministerio de Educación y el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran las cesantías y las 

vacaciones. 

 

Ahora bien, aun cuando es cierto que en el presente asunto se discute el 

reconocimiento y pago de una sanción moratoria consagrada en la norma por el 

retardo en el pago del auxilio de cesantías, prestación que debe pagar el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con cargo a recursos del Estado 

y en cuyo reconocimiento sólo interviene la entidad territorial como un colaborador 

en la elaboración del acto administrativo, también es cierto que la Ley 1955 de 2019 

previó una distribución especial de la forma en que asumen patrimonialmente los 

entes territoriales y el Fondo el pago de dicha sanción, siendo el criterio punto de 

partida la actuación de cada una de ellas en la causación del retardo como hecho 

generador de la sanción. En efecto, dicha norma en su artículo 57 previó la 

posibilidad de que el pago de la sanción corresponda tanto al ente territorial como 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dependiendo de cuál 

fue la autoridad administrativa que incurrió en dilación u omisión de los plazos 

previstos por el Legislador para producir finalmente el pago del auxilio de cesantías. 

 

Por lo tanto, en la medida que dicha actuación puede incidir directamente en la 

estructuración de la sanción moratoria reclamada, es necesario auscultar con 

detenimiento el fondo del asunto para determinar si hay lugar a condenar o no a los 

entes territoriales que hacen las veces de nominadores de los docentes oficiales al 

pago de la sanción contemplada en la Ley 1071 de 2006, aspecto que implica un 

pronunciamiento riguroso en la sentencia que resuelva el fondo del asunto y no 

puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  
de Estado ha sostenido:  
 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 
causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 
presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 
demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 
entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la 
causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de hecho 
por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación 
de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición de 
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demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 
litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 
contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 
hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 
producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 
necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 
predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración 
de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 
sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a 
dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión 
que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye 
condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra1(…)”. -Se 
resalta por fuera del texto  
original-. 

 
Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 
puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 
de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 
excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 
falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 
capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 
causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 
de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 
pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 
 
De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 
falta de legitimación en la causa por pasiva que se propuso como medio exceptivo 
previo, y diferirá el estudio de la misma como una excepción de fondo para ser 
decidida al momento de dictar sentencia de primera instancia. 
 
En lo concerniente a la excepción previa de "caducidad” formulada, esta judicatura 
advierte sin mayores disquisiciones sobre el particular que esta no tiene ninguna 
vocación de prosperidad, toda vez que en la demanda se pretende la nulidad de un 
acto administrativo ficto o presunto, los cuales, según lo normado en el artículo 164 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
pueden demandarse en cualquier tiempo. 
 
El artículo 100 del Código General del Proceso, enlista las excepciones previas, 
dentro de las cuales no figura la de “prescripción”; no obstante, el parágrafo 2 del 
artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera anticipada, el Despacho 
diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues inicialmente se debe 
determinar si las pretensiones de la demanda tienen vocación de prosperidad para 
luego determinar si hay derechos prescritos. 
 

3.4. De la procedencia de la sentencia anticipada. 

 

El artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 182A. (ADICIONADO. L.2080/2021, ART. 42) SENTENCIA ANTICIPADA. Se 
podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial:   
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   
b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

                                            
1 Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571- 
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 
la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;   
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 
haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso 
y fijará el litigio u objeto de controversia.   
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 
artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.   
No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 
este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial 
podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.   
 
2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo 
lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el 
transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, 
las partes podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 
por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará 
la solicitud cuando advierta fraude o colusión.   
Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse 
conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán 
desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones 
interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver.   
 
3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa juzgada, la 
caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de legitimación en la causa y la 
prescripción extintiva.   
 
4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 176 de este código. 
 
PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la razón por la 
cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del numeral 3 de este artículo, 
precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará.   
Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se considere. No 
obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia 
anticipada. En este caso continuará el trámite del proceso”. 

 

De lo expuesto en la norma transcrita, aplicable al presente asunto por haber sido 

interpuesta la demanda en vigencia de la Ley 1437 de 2011 de acuerdo con el 

régimen de vigencia y transición normativa2, se colige que en los asuntos de que 

conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativo puede dictarse sentencia 

anticipada en los siguientes cuatro eventos: (i) antes de la audiencia inicial, bien sea 

porque se trate de un asunto de puro derecho, o porque no haya pruebas que 

practicar, o cuando las pruebas aportadas por las partes solo sean documentales y 

sobre ellas no se hubiere formulado tacha o desconocimiento, o cuando las pruebas 

solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles; (ii) en 

                                            
2  “ARTÍCULO  86. RÉGIMEN DE VIGENCIA Y TRANSICIÓN NORMATIVA. La presente ley rige a partir de su 
publicación, con excepción de las normas que modifican las competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y 
del Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año después de 
publicada esta ley. Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los artículos 218 a 222 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la presente 
ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. 
De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, 
las reformas procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 
momento de su publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. En 
estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las 
diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 
estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 
iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones”. -Se resalta por fuera del texto original-. 
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cualquier estado del proceso, siempre y cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten; (iii) en cualquier estado del proceso, cuando el juez 

encuentre probadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, falta manifiesta 

de legitimación en la causa y prescripción extintiva, o cuando opere la transacción 

o conciliación sobre la totalidad del objeto del litigio; y (iv) en caso de allanamiento. 

 

Para cada uno de los eventos descritos anteriormente, el legislador previó el 

ritualismo a seguir con el fin de llevar el proceso hasta el punto donde se faculte al 

juez para proferir sentencia, lo que implica la declaración de la prosperidad de las 

excepciones que resuelven de fondo la litis y ponen fin al proceso, o bien el 

pronunciamiento de rigor sobre las pruebas, la fijación del litigio, y el traslado común 

a las partes para alegar de conclusión. 

 

3.5. La procedencia de sentencia anticipada en el caso concreto 

 

Revisado el texto de la demanda y su contestación, integrado debidamente el 

contradictorio en el presente asunto, y en atención a que el traslado de la demanda 

se encuentra vencido, tal como lo informa la nota de secretaría que obra a índice 

No. 15 del expediente electrónico cargado a la plataforma SAMAI, el Despacho 

encuentra que en el sub examine se reúnen los presupuestos procesales 

contemplados en el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo para dictar sentencia anticipada. 

 

En efecto, tanto en la demanda como en la contestación sólo se solicitaron tener 

como pruebas las documentales que fueron aportadas por las partes, las cuales no 

fueron desconocidas ni tachadas de falsas por cualquiera de ellas, lo que enmarca 

la actuación surtida en el supuesto expuesto en el literal “c” del artículo mencionado. 

 

Por lo anterior, esta judicatura se pronunciará sobre las pruebas aportadas al 

proceso y el cierre del periodo probatorio en el presente asunto, así como sobre la 

fijación del litigio y el traslado para alegar de conclusión, según lo regula el numeral 

1 del artículo 182 A de la Ley 1437 de 2011. 

 

3.6. Pronunciamiento sobre las pruebas 

 

Revisado el texto de la demanda y sus anexos, se observa que la parte demandante 

aportó como pruebas las documentales que reposan en el archivo digital No. 1 del 

paginario, entre las cuales se encuentran: (i) reclamación administrativa elevada por 

la demandante y constancia de radicación de fecha 11 de mayo de 2022; (ii) 

resolución No. 1595 de 17 de marzo de 2020; (iii) certificación de disposición de 

dineros por concepto de cesantía parcial de fecha 30 de noviembre de 2021  

expedido por Fiduprevisora; (iv) fotocopia de cedula de ciudadanía; (v) constancia 

de 7 de diciembre de 2022 de agotamiento del trámite conciliatorio ante la 

Procuraduría 75 judicial I para Asuntos Administrativos. 

 

Se advierte que el Departamento del Cesar no solicitó la práctica de pruebas. 

 

Por su parte la Nación – Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio solicitó oficiar a la Secretaría de Educación del 

Departamento del Cesar para que certifique la fecha en que radicó ante la 

Fiduprevisora, el proyecto de reconocimiento de las cesantías, la fecha en que la 
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fiduciaria le devolvió el proyecto aprobado y la fecha en que remitió a la fiduciaria la 

resolución para el pago de las cesantías.  

 

El Despacho se abstiene de decretar lo solicitado por la entidad del orden nacional 

en atención a que esta también tiene como acreditar el procedimiento 

administrativo, pues dentro del trámite administrativo para el reconocimiento y pago 

de prestaciones en el que por disposición legal colaboran ambas entidades, se sigue 

una trazabilidad que debe reposar en su poder. Ahora bien, según el artículo 173 

del C.G.P., en armonía con el artículo 78 numeral 10 ibidem, aplicables a este 

proceso contencioso por disposición del art. 182 A del CPACA (adicionado por el 

art. 42 de la Ley 2080 de 2021), es deber de las partes y sus apoderados abstenerse 

de solicitar la consecución de documentos que directamente o por medio del 

ejercicio del derecho de petición hubieren podido conseguir; además, con la 

contestación de la demanda deben aportarse los documentos que estén su poder. 

 

Por tal razón, el Despacho declarará clausurada la etapa probatoria y las declarará 

legalmente incorporadas al expediente, a fin de que sean valoradas al momento de 

emitir sentencia de fondo. 

 

3.7. Fijación del litigio 

 

En ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el 

juez de conocimiento procede a fijar el litigio del presente asunto de la siguiente 

manera: 

 

En el sub lite, el problema jurídico a resolver se circunscribe a determinar si hay 

lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto configurado el 11 de agosto 

de 2022 frente a la petición de fecha 11 de mayo de 2022, que negó el 

reconocimiento de la sanción moratoria de conformidad con lo establecido en la Ley 

1071 de 2006 y la Ley 1955 de 2019, según los argumentos expuestos en el 

concepto de la violación citado en la demanda. 

 

En consecuencia, deberá determinarse si hay lugar a reconocer y ordenar el pago 

de la sanción moratoria por retardo en el pago de cesantías de conformidad y en los 

términos establecidos en la ley 1071 de 2006 y ley 1955 de 2019. 

 

3.8. Traslado para alegar de conclusión  

 

Finalmente, de no ser impugnada esta decisión y ejecutoriada la misma, por 

Secretaría, y sin necesidad de una nueva providencia que así lo ordene, se correrá 

traslado a las partes para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. En la misma oportunidad señalada para la 

presentación de los alegatos, podrá el Ministerio Público presentar su concepto si a 

bien lo tiene. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 
que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 
del Circuito Judicial, 
 

IV. RESUELVE 
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PRIMERO: Declarar imprósperas las excepciones de “ineptitud de la demanda por 
falta de integración de litisconsorte necesario”, “ineptitud sustancial de la demanda 
al no haber demandado el acto administrativo particular y concreto que denegó la 
sanción mora”, FALTAy “caducidad” formuladas por la Nación – Ministerio de 
Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por las 
consideraciones expuestas en esta providencia. 
 
SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia la resolución de las 
excepciones de “falta de legitimación en la causa por pasiva” y “prescripción” 
propuestas por las demandadas, conforme se expuso en la parte considerativa. 
 
TERCERO: Abstenerse de fijar fecha para la celebración de audiencia inicial de que 
trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, con el fin de dar curso al presente proceso para dictar sentencia 
anticipada por escrito, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta 
providencia. 
 
CUARTO: Ténganse como pruebas e incorpórense con el valor que les confiere la 
ley, las pruebas documentales adosadas con la demanda, descritas en la parte 
considerativa de este auto, en armonía con lo preceptuado en el numeral 5 del 
artículo 162 y el numeral 4 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 
 
QUINTO: Fijar el litigio del sub examine en los términos señalados en el literal “3.7” 
de la parte considerativa de esta providencia. 
 
SEXTO: Contra la presente providencia procede el recurso de reposición de 
acuerdo con los artículos 242, 243 y 243A de la Ley 1437 de 2011. 
 
SÉPTIMO: De no ser recurrida esta providencia, por Secretaría, y sin necesidad de 
nuevo auto que así lo ordene, córrase traslado a las partes para alegar de 
conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 
2011. En la misma oportunidad señalada para que las partes presenten sus 
alegatos, también podrá el Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo 
tiene.  
 
OCTAVO: Reconózcase personería para actuar a DANIEL QUINTERO PÉREZ 
como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR, en los términos y para 
los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, obrantes en el índice 
No. 10 del expediente electrónico. 
 
NOVENO: Reconózcase personería para actuar a JARLY DAVID FLOREZ ZULETA 
como apoderado judicial de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los términos y 
para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, obrantes en el 
índice No. 12 del expediente electrónico. 
 
DÉCIMO: Una vez ejecutoriado el presente auto, vuelva el proceso al Despacho 
para proveer sobre la expedición de la sentencia anticipada. 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
Juez 

J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: JANER MANUEL PELUFFO BUELVAS 

DEMANDADO: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00141-00 

 

I. ASUNTO 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, y encontrándose el proceso de la 

referencia pendiente de proferir auto fijando fecha y hora para la celebración de 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, encuentra el Despacho que en el 

presente medio de control se reúnen los requisitos previstos en el artículo 182-A de 

la Ley 1437 de 2011, que regula lo atinente a la procedencia de sentencia anticipada 

en materia de lo contencioso administrativo. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control nulidad y 

restablecimiento de derecho contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, 

pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del oficio N.° CREMIL 20447482 

del 29 de noviembre de 2019, en el que se denegó el reajuste de la asignación de 

retiro mediante la liquidación de la prima de antigüedad sobre el 100% del sueldo 

básico, más el retroactivo pensional, la indexación a que haya lugar, intereses de 

mora, costas y agencias en derecho. 

 

La demanda fue admitida mediante auto del 26 de abril de 2023, en la que se ordenó 

trabar la litis. Convocada al trámite y notificada de la admisión la entidad accionada 

propuso excepciones de fondo. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

3.1. De la procedencia de la sentencia anticipada. 

 

El artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 182A. (ADICIONADO. L.2080/2021, ART. 42) SENTENCIA ANTICIPADA. Se 

podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:   
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a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 

la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;   

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso 

y fijará el litigio u objeto de controversia.   

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.   

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 

este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial 

podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.   

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo 

lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el 

transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, 

las partes podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará 

la solicitud cuando advierta fraude o colusión.   

Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse 

conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán 

desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones 

interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver.   

 

3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa juzgada, la 

caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de legitimación en la causa y la 

prescripción extintiva.   

 

4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 176 de este código. 

 

PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la razón por la 

cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del numeral 3 de este artículo, 

precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará.   

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se considere. No 

obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia 

anticipada. En este caso continuará el trámite del proceso”. 

 

De lo expuesto en la norma transcrita, aplicable al presente asunto por haber sido 

interpuesta la demanda en vigencia de la Ley 1437 de 2011 de acuerdo con el 

régimen de vigencia y transición normativa1, se colige que en los asuntos de que 

                                            
1  “ARTÍCULO  86. RÉGIMEN DE VIGENCIA Y TRANSICIÓN NORMATIVA. La presente ley rige a partir de su 
publicación, con excepción de las normas que modifican las competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y 
del Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año después de 
publicada esta ley. Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los artículos 218 a 222 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la presente 
ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. 
De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, 
las reformas procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 
momento de su publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. En 
estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las 
diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 
estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 
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conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativo puede dictarse sentencia 

anticipada en los siguientes cuatro eventos: (i) antes de la audiencia inicial, bien sea 

porque se trate de un asunto de puro derecho, o porque no haya pruebas que 

practicar, o cuando las pruebas aportadas por las partes solo sean documentales y 

sobre ellas no se hubiere formulado tacha o desconocimiento, o cuando las pruebas 

solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles; (ii) en 

cualquier estado del proceso, siempre y cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten; (iii) en cualquier estado del proceso, cuando el juez 

encuentre probadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, falta manifiesta 

de legitimación en la causa y prescripción extintiva, o cuando opere la transacción 

o conciliación sobre la totalidad del objeto del litigio; y (iv) en caso de allanamiento. 

 

Para cada uno de los eventos descritos anteriormente, el legislador previó el 

ritualismo a seguir con el fin de llevar el proceso hasta el punto donde se faculte al 

juez para proferir sentencia, lo que implica la declaración de la prosperidad de las 

excepciones que resuelven de fondo la litis y ponen fin al proceso, o bien el 

pronunciamiento de rigor sobre las pruebas, la fijación del litigio, y el traslado común 

a las partes para alegar de conclusión. 

 

3.2. La procedencia de sentencia anticipada en el caso concreto 

 

Revisado el texto de la demanda y su contestación, integrado debidamente el 

contradictorio en el presente asunto, y en atención a que el traslado de la demanda 

se encuentra vencido, tal como lo informa la nota de secretaría que obra a índice 

No. 12 del expediente electrónico cargado a la plataforma SAMAI, el Despacho 

encuentra que en el sub examine se reúnen los presupuestos procesales 

contemplados en el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo para dictar sentencia anticipada. 

 

En efecto, tanto en la demanda como en la contestación sólo se solicitaron tener 

como pruebas las documentales que fueron aportadas por las partes, las cuales no 

fueron desconocidas ni tachadas de falsas por cualquiera de ellas, lo que enmarca 

la actuación surtida en el supuesto expuesto en el literal “c” del artículo mencionado. 

 

Por lo anterior, esta judicatura se pronunciará sobre las pruebas aportadas al 

proceso y el cierre del periodo probatorio en el presente asunto, así como sobre la 

fijación del litigio y el traslado para alegar de conclusión, según lo regula el numeral 

1 del artículo 182 A de la Ley 1437 de 2011. 

 

3.3. Pronunciamiento sobre las pruebas 

 

Revisado el texto de la demanda y sus anexos, se observa que la parte demandante 

aportó como pruebas las documentales que reposan en el archivo digital No. 1 del 

paginario, entre las cuales se encuentran: (i) reclamación administrativa elevada por 

la demandante de fecha 12 de noviembre de 2019; (ii) oficio CREMIL N.° 20447482 

del 29 de noviembre de 2019; (iii) resolución N.° 9133 de 6 de noviembre de 2015; 

(iv) tarjeta de liquidación de la asignación de retiro; (v) hoja de servicios N.° 3-

9155350; (vi) copia de demanda y solicitud de desistimiento ante el Juzgado Cuarto 

Administrativo de Valledupar solicitando el reajuste de prima de antigüedad; (vii) 

                                            
iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones”. -Se resalta por fuera del texto original-. 
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auto de 30 de agosto de 2019 expedido por el  Juzgado Cuarto Administrativo de 

Valledupar  y (viii) providencia de 9 de septiembre de 2021 proferida por el Consejo 

de Estado. 

 

Por su parte, la demandada Caja de Retiro de las Fuerzas Militares no aportó 

pruebas, 

 

Por tal razón, el Despacho declarará clausurada la etapa probatoria y las declarará 

legalmente incorporadas al expediente, a fin de que sean valoradas al momento de 

emitir sentencia de fondo. 

 

3.4 Fijación del litigio 

 

En ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el 

juez de conocimiento procede a fijar el litigio del presente asunto de la siguiente 

manera: 

 

En el sub lite, el problema jurídico a resolver se circunscribe a determinar si hay 

lugar a declarar la nulidad del oficio N.° CREMIL 20447482 del 29 de noviembre de 

2019, en el que se denegó el reajuste de la asignación de retiro mediante la 

liquidación de la prima de antigüedad sobre el 100% del sueldo básico, según los 

argumentos expuestos en el concepto de la violación citado en la demanda. 

 

En consecuencia, deberá determinarse si hay lugar a reconocer y ordenar el pago 

de la reliquidación de la asignación de retiro liquidando la prima de antigüedad sobre 

el 100% del sueldo básico. 

 

3.5. Traslado para alegar de conclusión  

 

Finalmente, de no ser impugnada esta decisión y ejecutoriada la misma, por 

Secretaría, y sin necesidad de una nueva providencia que así lo ordene, se correrá 

traslado a las partes para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 

 

En la misma oportunidad señalada para la presentación de los alegatos, podrá el 

Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo tiene. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Abstenerse de fijar fecha para la celebración de audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, con el fin de dar curso al presente proceso para dictar sentencia 

anticipada por escrito, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta 

providencia.  

 

SEGUNDO: Ténganse como pruebas e incorpórense con el valor que les confiere 

la ley, las pruebas documentales adosadas con la demanda y su contestación, 
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descritas en la parte considerativa de este auto, en armonía con lo preceptuado en 

el numeral 5 del artículo 162 y el numeral 4 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

TERCERO: Fijar el litigio del sub examine en los términos señalados en el numeral 

“3.4” de la parte considerativa de esta providencia. 

 

CUARTO: Contra la presente providencia procede el recurso de reposición de 

acuerdo con los artículos 242, 243 y 243A de la Ley 1437 de 2011. 

 

QUINTO: De no ser recurrida esta providencia, por Secretaría, y sin necesidad de 

nuevo auto que así lo ordene, córrase traslado a las partes para alegar de 

conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 

2011. En la misma oportunidad señalada para que las partes presenten sus 

alegatos, también podrá el Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo 

tiene. 

 

Notifíquese y cúmplase,  

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: JHON JAIRO MORENO PALACIO 

DEMANDADO: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00146-00 

 

I. ASUNTO 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, y encontrándose el proceso de la 

referencia pendiente de proferir auto fijando fecha y hora para la celebración de 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, encuentra el Despacho que en el 

presente medio de control se reúnen los requisitos previstos en el artículo 182-A de 

la Ley 1437 de 2011, que regula lo atinente a la procedencia de sentencia anticipada 

en materia de lo contencioso administrativo. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control nulidad y 

restablecimiento de derecho contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, 

pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del acto ficto configurado el 12 de 

febrero de 2020, en el que se denegó el reajuste de la asignación de retiro mediante 

la liquidación de la prima de antigüedad sobre el 100% del sueldo básico, más el 

retroactivo pensional, la indexación a que haya lugar, intereses de mora, costas y 

agencias en derecho. 

 

La demanda fue admitida mediante auto del 26 de abril de 2023, en la que se ordenó 

trabar la litis. Convocada al trámite y notificada de la admisión la entidad accionada 

propuso excepciones de fondo. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

3.1. De la procedencia de la sentencia anticipada. 

 

El artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 182A. (ADICIONADO. L.2080/2021, ART. 42) SENTENCIA ANTICIPADA. Se 

podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:   
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a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 

la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;   

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso 

y fijará el litigio u objeto de controversia.   

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.   

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 

este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial 

podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.   

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo 

lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el 

transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, 

las partes podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará 

la solicitud cuando advierta fraude o colusión.   

Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse 

conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán 

desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones 

interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver.   

 

3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa juzgada, la 

caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de legitimación en la causa y la 

prescripción extintiva.   

 

4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 176 de este código. 

 

PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la razón por la 

cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del numeral 3 de este artículo, 

precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará.   

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se considere. No 

obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia 

anticipada. En este caso continuará el trámite del proceso”. 

 

De lo expuesto en la norma transcrita, aplicable al presente asunto por haber sido 

interpuesta la demanda en vigencia de la Ley 1437 de 2011 de acuerdo con el 

régimen de vigencia y transición normativa1, se colige que en los asuntos de que 

                                            
1  “ARTÍCULO  86. RÉGIMEN DE VIGENCIA Y TRANSICIÓN NORMATIVA. La presente ley rige a partir de su 
publicación, con excepción de las normas que modifican las competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y 
del Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año después de 
publicada esta ley. Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los artículos 218 a 222 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la presente 
ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. 
De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, 
las reformas procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 
momento de su publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. En 
estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las 
diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 
estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 
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conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativo puede dictarse sentencia 

anticipada en los siguientes cuatro eventos: (i) antes de la audiencia inicial, bien sea 

porque se trate de un asunto de puro derecho, o porque no haya pruebas que 

practicar, o cuando las pruebas aportadas por las partes solo sean documentales y 

sobre ellas no se hubiere formulado tacha o desconocimiento, o cuando las pruebas 

solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles; (ii) en 

cualquier estado del proceso, siempre y cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten; (iii) en cualquier estado del proceso, cuando el juez 

encuentre probadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, falta manifiesta 

de legitimación en la causa y prescripción extintiva, o cuando opere la transacción 

o conciliación sobre la totalidad del objeto del litigio; y (iv) en caso de allanamiento. 

 

Para cada uno de los eventos descritos anteriormente, el legislador previó el 

ritualismo a seguir con el fin de llevar el proceso hasta el punto donde se faculte al 

juez para proferir sentencia, lo que implica la declaración de la prosperidad de las 

excepciones que resuelven de fondo la litis y ponen fin al proceso, o bien el 

pronunciamiento de rigor sobre las pruebas, la fijación del litigio, y el traslado común 

a las partes para alegar de conclusión. 

 

3.2. La procedencia de sentencia anticipada en el caso concreto 

 

Revisado el texto de la demanda y su contestación, integrado debidamente el 

contradictorio en el presente asunto, y en atención a que el traslado de la demanda 

se encuentra vencido, tal como lo informa la nota de secretaría que obra a índice 

No. 12 del expediente electrónico cargado a la plataforma SAMAI, el Despacho 

encuentra que en el sub examine se reúnen los presupuestos procesales 

contemplados en el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo para dictar sentencia anticipada. 

 

En efecto, tanto en la demanda como en la contestación sólo se solicitaron tener 

como pruebas las documentales que fueron aportadas por las partes, las cuales no 

fueron desconocidas ni tachadas de falsas por cualquiera de ellas, lo que enmarca 

la actuación surtida en el supuesto expuesto en el literal “c” del artículo mencionado. 

 

Por lo anterior, esta judicatura se pronunciará sobre las pruebas aportadas al 

proceso y el cierre del periodo probatorio en el presente asunto, así como sobre la 

fijación del litigio y el traslado para alegar de conclusión, según lo regula el numeral 

1 del artículo 182 A de la Ley 1437 de 2011. 

 

3.3. Pronunciamiento sobre las pruebas 

 

Revisado el texto de la demanda y sus anexos, se observa que la parte demandante 

aportó como pruebas las documentales que reposan en el archivo digital No. 1 del 

paginario, entre las cuales se encuentran: (i) reclamación administrativa elevada por 

la demandante de fecha 12 de noviembre de 2019; (ii) resolución N.° 3028 de 15 de 

mayo de 2012; (iii) tarjeta de liquidación de la asignación de retiro; (iv) certificación 

de partidas computables; (v) hoja de servicios N.° 3-11799929; (v) copia de 

demanda y solicitud de desistimiento ante el Juzgado Cuarto Administrativo de 

Valledupar solicitando el reajuste de prima de antigüedad; (vii) auto de 30 de agosto 

                                            
iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones”. -Se resalta por fuera del texto original-. 
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de 2019 expedido por el  Juzgado Cuarto Administrativo de Valledupar  y (viii) 

providencia de 11 de noviembre de 2021 proferida por el Consejo de Estado. 

 

Por su parte, la demandada Caja de Retiro de las Fuerzas Militares no aportó 

pruebas, 

 

Por tal razón, el Despacho declarará clausurada la etapa probatoria y las declarará 

legalmente incorporadas al expediente, a fin de que sean valoradas al momento de 

emitir sentencia de fondo. 

 

3.4 Fijación del litigio 

 

En ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el 

juez de conocimiento procede a fijar el litigio del presente asunto de la siguiente 

manera: 

 

En el sub lite, el problema jurídico a resolver se circunscribe a determinar si hay 

lugar a declarar la nulidad del acto ficto configurado el 12 de febrero de 2020, en el 

que se denegó el reajuste de la asignación de retiro mediante la liquidación de la 

prima de antigüedad sobre el 100% del sueldo básico, según los argumentos 

expuestos en el concepto de la violación citado en la demanda. 

 

En consecuencia, deberá determinarse si hay lugar a reconocer y ordenar el pago 

de la reliquidación de la asignación de retiro liquidando la prima de antigüedad sobre 

el 100% del sueldo básico. 

 

3.5. Traslado para alegar de conclusión  

 

Finalmente, de no ser impugnada esta decisión y ejecutoriada la misma, por 

Secretaría, y sin necesidad de una nueva providencia que así lo ordene, se correrá 

traslado a las partes para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 

 

En la misma oportunidad señalada para la presentación de los alegatos, podrá el 

Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo tiene. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Abstenerse de fijar fecha para la celebración de audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, con el fin de dar curso al presente proceso para dictar sentencia 

anticipada por escrito, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta 

providencia.  

 

SEGUNDO: Ténganse como pruebas e incorpórense con el valor que les confiere 

la ley, las pruebas documentales adosadas con la demanda y su contestación, 
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descritas en la parte considerativa de este auto, en armonía con lo preceptuado en 

el numeral 5 del artículo 162 y el numeral 4 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

TERCERO: Fijar el litigio del sub examine en los términos señalados en el numeral 

“3.4” de la parte considerativa de esta providencia. 

 

CUARTO: Contra la presente providencia procede el recurso de reposición de 

acuerdo con los artículos 242, 243 y 243A de la Ley 1437 de 2011. 

 

QUINTO: De no ser recurrida esta providencia, por Secretaría, y sin necesidad de 

nuevo auto que así lo ordene, córrase traslado a las partes para alegar de 

conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 

2011. En la misma oportunidad señalada para que las partes presenten sus 

alegatos, también podrá el Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo 

tiene. 

 

Notifíquese y cúmplase,  

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: EDILSA VEGA ROMERO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00148-00 

 
I. ASUNTO 

 
Vencido el término de traslado de la demanda, y encontrándose el proceso de la 

referencia pendiente de proferir auto fijando fecha y hora para la celebración de 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, encuentra el Despacho que en el 

presente medio de control se reúnen los requisitos previstos en el artículo 182-A de 

la Ley 1437 de 2011, que regula lo atinente a la procedencia de sentencia anticipada 

en materia de lo contencioso administrativo. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Pretensiones de la demanda 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control nulidad y 

restablecimiento de derecho contra la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – departamento del Cesar, 

pretende la parte actora la declaratoria de nulidad del acto administrativo ficto o 

presunto configurado el 30 de noviembre de 2021 por la falta de contestación a la 

petición de interés particular elevada por la parte actora el 30 de agosto de 2022, 

en el que se denegó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por retardo 

en el pago de su auxilio de cesantías de conformidad con lo estatuido en la Ley 

1071 de 2006, más la indexación a que haya lugar, costas y agencias en derecho. 

 

La demanda fue admitida mediante auto del 26 de abril de 2023, en la que se ordenó 

trabar la litis. Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, las demandadas 

presentaron excepciones previas que se reseñan seguidamente. 

 

2.2. Excepciones previas 

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio no contestó la demanda. 
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Por su parte, el ente territorial demandado Departamento del Cesar, propuso como 

excepción previa y mixta – en su orden- las denominadas “falta de legitimación de 

hecho en la causa por pasiva” y “falta de legitimidad por pasiva del ente territorial”, 

señalando que no está llamado a comparecer al proceso como demandado, por 

cuanto la obligación legal de asumir las pretensiones de la demanda está en cabeza 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, quien por medio del 

Ministerio de Educación, es el legitimado de hecho para asumir la actuación 

procesal por mandato legal. Lo anterior, con independencia de la radicación de la 

solicitud ante la secretaría departamental y de la suscripción del acto administrativo 

demandado, pues por no ser de su competencia el derecho solicitado fue remitido 

a quien, si tiene el deber jurídico de soportar la carga procesal de defensa judicial 

por motivos de sus funciones y si comprometió su voluntad administrativa, tal como 

es el FOMAG. 

 

El ente territorial también planteó la siguiente excepción de fondo: “cobro de lo no 

debido e inexistencia de la obligación”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

3.1. Del régimen de las excepciones previas en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y en el Código General del 

Proceso. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.2. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas. Respecto a la de falta de 

legitimación propuesta por el Departamento del Cesar indicó que no había lugar a 
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declararla próspera por cuanto es innegable que la administración de las 

prestaciones del personal docente le corresponde al ente territorial por mandato de 

la Ley 91 de 1989, al ser la autoridad que funge como nominador de estos servidores 

públicos. Así mismo, que el trámite de reconocimiento y pago del auxilio de la 

cesantía se inició en la Secretaría de Educación, y ésta expidió los actos 

administrativos del caso en nombre y representación de la Nación - Ministerio de 

Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

3.3. Decisión de excepciones previas en el caso concreto  

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

En efecto, en lo tocante a la “falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva” 

y “falta de legitimidad por pasiva del ente territorial”, propuestas por el ente territorial 

demandado, tal como deviene del diseño  que hizo el Legislador respecto de las 

competencias de las entidades públicas que intervienen en esta función en materia 

salarial y prestacional de los docentes oficiales, los departamentos y alcaldías 

participan en la definición jurídica de la situación pensional y prestacional de los 

docentes oficiales como meros colaboradores en la producción y elaboración del 

acto administrativo de reconocimiento o reliquidación pensional, actuando en 

nombre y representación del Ministerio de Educación, pero no emiten ninguna 

declaración de voluntad propia sobre el particular. 

 

De igual manera, en la Ley 91 de 1989, al crearse el Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, en su artículo 4 se especificó que dicha autoridad asumirá el pago 

de las prestaciones sociales de los docentes oficiales previo reconocimiento que 

haga el Ministerio de Educación según el artículo 9 de la misma norma. A su turno, 

el artículo 15 de dicha ley establece expresamente que entre las prestaciones 

sociales cuyo reconocimiento y pago del Ministerio de Educación y el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran las cesantías y las 

vacaciones. 

 

Ahora bien, aun cuando es cierto que en el presente asunto se discute el 

reconocimiento y pago de una sanción moratoria consagrada en la norma por el 

retardo en el pago del auxilio de cesantías, prestación que debe pagar el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con cargo a recursos del Estado 

y en cuyo reconocimiento sólo interviene la entidad territorial como un colaborador 

en la elaboración del acto administrativo, también es cierto que la Ley 1955 de 2019 

previó una distribución especial de la forma en que asumen patrimonialmente los 

entes territoriales y el Fondo el pago de dicha sanción, siendo la actuación de cada 

una de ellas el punto de partida de la causación del retardo como hecho generador 

de la sanción. En efecto, dicha norma en su artículo 57 previó la posibilidad de que 

el pago de la sanción corresponda tanto al ente territorial como al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, dependiendo de cuál fue la autoridad 

administrativa que incurrió en dilación u omisión de los plazos previstos por el 

Legislador para producir finalmente el pago del auxilio de cesantías. 
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Por lo tanto, en la medida que dicha actuación puede incidir directamente en la 

estructuración de la sanción moratoria reclamada, es necesario auscultar con 

detenimiento el fondo del asunto para determinar si hay lugar a condenar o no a los 

entes territoriales que hacen las veces de nominadores de los docentes oficiales al 

pago de la sanción contemplada en la Ley 1071 de 2006, aspecto que implica un 

pronunciamiento riguroso en la sentencia que resuelva el fondo del asunto y no 

puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 

causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 

presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 

demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 

entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la 

causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de hecho 

por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación 

de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición de 

demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 

litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 

contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 

hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 

producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 

necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 

predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración 

de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 

sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a 

dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión 

que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye 

condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra1(…)”. -Se 

resalta por fuera del texto  

original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

 

De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar las excepciones 

de “falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva” y “falta de legitimidad por 

pasiva del ente territorial”, que se propuso como medio exceptivo previo y mixto 

respectivamente, y diferirá el estudio de las mismas como una excepción de fondo 

para ser decididas al momento de dictar sentencia de primera instancia. 

                                            
1  Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571-
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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3.4. De la procedencia de la sentencia anticipada 

 

El artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 182A. (ADICIONADO. L.2080/2021, ART. 42) SENTENCIA ANTICIPADA. Se 

podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:   

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 

la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;   

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.   

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso 

y fijará el litigio u objeto de controversia.   

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.   

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 

este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial 

podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.   

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo 

lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el 

transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, 

las partes podrán allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará 

la solicitud cuando advierta fraude o colusión.   

Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse 

conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán 

desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones 

interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver.   

 

3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa juzgada, la 

caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de legitimación en la causa y la 

prescripción extintiva.   

 

4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 176 de este código. 

 

PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la razón por la 

cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del numeral 3 de este artículo, 

precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará.   

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se considere. No 

obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia 

anticipada. En este caso continuará el trámite del proceso”. 

 

De lo expuesto en la norma transcrita, aplicable al presente asunto por haber sido 

interpuesta la demanda en vigencia de la Ley 1437 de 2011 de acuerdo con el 
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régimen de vigencia y transición normativa2, se colige que en los asuntos de que 

conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativo puede dictarse sentencia 

anticipada en los siguientes cuatro eventos: (i) antes de la audiencia inicial, bien sea 

porque se trate de un asunto de puro derecho, o porque no haya pruebas que 

practicar, o cuando las pruebas aportadas por las partes solo sean documentales y 

sobre ellas no se hubiere formulado tacha o desconocimiento, o cuando las pruebas 

solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles; (ii) en 

cualquier estado del proceso, siempre y cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten; (iii) en cualquier estado del proceso, cuando el juez 

encuentre probadas las excepciones de cosa juzgada, caducidad, falta manifiesta 

de legitimación en la causa y prescripción extintiva, o cuando opere la transacción 

o conciliación sobre la totalidad del objeto del litigio; y (iv) en caso de allanamiento. 

 

Para cada uno de los eventos descritos anteriormente, el legislador previó el 

ritualismo a seguir con el fin de llevar el proceso hasta el punto donde se faculte al 

juez para proferir sentencia, lo que implica la declaración de la prosperidad de las 

excepciones que resuelven de fondo la litis y ponen fin al proceso, o bien el 

pronunciamiento de rigor sobre las pruebas, la fijación del litigio, y el traslado común 

a las partes para alegar de conclusión. 

 

3.5. La procedencia de sentencia anticipada en el caso concreto 

 

Revisado el texto de la demanda y su contestación, integrado debidamente el 

contradictorio en el presente asunto, y en atención a que el traslado de la demanda 

se encuentra vencido, tal como lo informa la nota de secretaría que obra a índice 

No. 16 del expediente electrónico cargado a la plataforma SAMAI, el Despacho 

encuentra que en el sub examine se reúnen los presupuestos procesales 

contemplados en el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo para dictar sentencia anticipada. 

 

En efecto, tanto en la demanda como en la contestación sólo se solicitaron tener 

como pruebas las documentales que fueron aportadas por las partes, las cuales no 

fueron desconocidas ni tachadas de falsas por cualquiera de ellas, lo que enmarca 

la actuación surtida en el supuesto expuesto en el literal “c” del artículo mencionado. 

 

Por lo anterior, esta judicatura se pronunciará sobre las pruebas aportadas al 

proceso y el cierre del periodo probatorio en el presente asunto, así como sobre la 

fijación del litigio y el traslado para alegar de conclusión, según lo regula el numeral 

1 del artículo 182 A de la Ley 1437 de 2011. 

 

                                            
2  “ARTÍCULO  86. RÉGIMEN DE VIGENCIA Y TRANSICIÓN NORMATIVA. La presente ley rige a partir de su 
publicación, con excepción de las normas que modifican las competencias de: los juzgados y tribunales administrativos y 
del Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año después de 
publicada esta ley. Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en la reforma a los artículos 218 a 222 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se aplicarán a partir de la publicación de la presente 
ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. 
De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del Proceso, 
las reformas procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas de procedimiento desde el 
momento de su publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. En 
estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las 
diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se 
estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se 
iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a 
surtirse las notificaciones”. -Se resalta por fuera del texto original-. 
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3.6. Pronunciamiento sobre las pruebas 

 

Revisado el texto de la demanda y sus anexos, se observa que la parte demandante 

aportó como pruebas las documentales que reposan en el archivo digital No. 1 del 

paginario, entre las cuales se encuentran: (i) reclamación Administrativa elevada 

por la demandante y constancia de radicación de fecha 30 de agosto de 2021 (dio 

origen al acto acusado de ilegalidad); (ii) resolución No. 005973 de 6 de octubre de 

2020; (iii) constancia notificación vía web de fecha 9 de octubre de 2020; (iv) 

certificado de pagos en efectivo de fecha 28 de enero de 2021 emanado del Banco 

BBVA; (v) certificado de pago de cesantía parcial de fecha 19 de agosto de 2021 

proferido por la Fiduprevisora S.A.; (vi) fotocopia de cedula de ciudadanía de la 

demandante. 

 

Se advierte que el ente territorial demandado no solicitó la práctica de pruebas y La 

Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio no contestó la demanda. 

 

Por tal razón, el Despacho declarará clausurada la etapa probatoria y las declarará 

legalmente incorporadas al expediente, a fin de que sean valoradas al momento de 

emitir sentencia de fondo. 

 

3.7. Fijación del litigio 

 

En ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, la 

Magistrada Ponente procede a fijar el litigio del presente asunto de la siguiente 

manera: 

 

En el sub lite, el problema jurídico a resolver se circunscribe a determinar si hay 

lugar a declarar la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado el 30 

de noviembre de 2021 por la falta de contestación a la petición de interés particular 

elevada por la parte actora el 30 de agosto de 2021, por medio del cual se denegó 

el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por retardo en el pago de su auxilio 

de cesantías de conformidad con lo estatuido en las Leyes 1071 de 2006 y 1955 de 

2019, según los argumentos expuestos en el concepto de la violación citado en la 

demanda. 

 

En consecuencia, deberá determinarse si hay lugar a reconocer y ordenar el pago 

de la sanción moratoria por retardo en el pago de cesantías de conformidad con los 

términos establecidos en la ley 1071 de 2006 y ley 1955 de 2019. 

 

3.8. Traslado para alegar de conclusión  

 

Finalmente, de no ser impugnada esta decisión y ejecutoriada la misma, por 

Secretaría, y sin necesidad de una nueva providencia que así lo ordene, se correrá 

traslado a las partes para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 

 

En la misma oportunidad señalada para la presentación de los alegatos, podrá el 

Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo tiene. 
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En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Diferir para el momento de la sentencia la resolución de las excepciones 

de “falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva” y “falta de legitimidad por 

pasiva del ente territorial”, propuestas por el Departamento del Cesar, conforme se 

expuso en la parte considerativa. 

 

SEGUNDO: Téngase por no contestada la demanda por parte de La Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, tal como quedó dicho en la parte motiva de esta providencia. 

 

TERCERO: Abstenerse de fijar fecha para la celebración de audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, con el fin de dar curso al presente proceso para dictar sentencia 

anticipada por escrito, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta 

providencia. 

 

CUARTO: Ténganse como pruebas e incorpórense con el valor que les confiere la 

ley, las pruebas documentales adosadas con la demanda, descritas en la parte 

considerativa de este auto, en armonía con lo preceptuado en el numeral 5 del 

artículo 162 y el numeral 4 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

QUINTO: Fijar el litigio del sub examine en los términos señalados en el literal “3.7” 

de la parte considerativa de esta providencia. 

 

SEXTO: Contra la presente providencia procede el recurso de reposición de 

acuerdo con los artículos 242, 243 y 243A de la Ley 1437 de 2011. 

 

SÉPTIMO: De no ser recurrida esta providencia, por Secretaría, y sin necesidad de 

nuevo auto que así lo ordene, córrase traslado a las partes para alegar de 

conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 

2011. En la misma oportunidad señalada para que las partes presenten sus alegatos, 

también podrá el Ministerio Público presentar su concepto si a bien lo tiene.  

 

OCTAVO: Reconózcase personería para actuar a DANIEL QUINTERO PÉREZ 

como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR, en los términos y para 

los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, obrantes en el índice 

No. 11 del expediente electrónico. 

 

NOVENO: Una vez ejecutoriado el presente auto, vuelva el proceso al Despacho 

para proveer sobre la expedición de la sentencia anticipada. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: GERMAN ALONSO CHAPARRO CHAPARRO 

DEMANDADO: INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE TRÁNSITO DEL 

CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00154-00 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por la entidad demandada al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 175 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho por la parte demandante contra el INSTITUTO 

DEPARTAMENTAL DE TRÁNSITO DEL CESAR, pretende la declaratoria de 

nulidad de los actos administrativos 2022-FAD-9605 y 2022-FAD-9541 del 11 de 

octubre de 2022 mediante los cuales se impuso una sanción por infracción a las 

normas de tránsito. 

 

La demanda fue admitida mediante auto adiado 26 de abril de 2023, en el que se 

ordenó trabar la litis.  

 

Convocada al trámite y notificada de la admisión, el Instituto Departamental de 

Tránsito del Cesar propuso la excepción previa de “falta de jurisdicción o 

competencia”, alegando que la infracción de la norma de tránsito que dio origen a  

la expedición de las resoluciones 2022-FAD-9605 y 2022-FAD-9541 del 11 de 

octubre de 2022, fue cometida en el tramo San Alberto – La Mata R 4514-km 1+499 

SSN y San Alberto – La Mata R 4514-km 3+935 en jurisdicción del municipio de San 

Alberto Cesar por lo que la competencia se encuentra radicada en el Juzgado 001 

Administrativo del Circuito de Aguachica Cesar por disposición del artículo 7 del 

Acuerdo PCSJA22-12026 del Consejo Superior de la Judicatura, en concordancia 

con el numeral 8 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Planteó además la siguiente excepción: “presunción de legalidad de los actos 

administrativos” e “inexistencia de causales de nulidad”. 
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III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones, manifestó que debe desestimarse la excepción previa de falta de 

jurisdicción y competencia porque la sede administrativa de la entidad accionada se 

encuentra ubicada en la ciudad de Valledupar; además, el acto administrativo fue 

expedido en el Municipio de San Diego Cesar lo cual se ajusta a la regla de 

competencia territorial prevista en el numeral 2 del artículo 156 de la Ley 1437 de 

2011, pero en ese circuito sólo se encuentra en funcionamiento el Juzgado 

Promiscuo de San Diego a quien no le está asignado el conocimiento del asunto ni 

por jurisdicción ni por competencia. 

 

3.2. Caso concreto. 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

A fin de resolver la excepción previa propuesta por la parte demandada, el 

Despacho precisa que la denominada “falta de jurisdicción o de competencia” tiene 

vocación de prosperidad en atención a las razones que se esbozan seguidamente: 



 

3 
 

 

Consta de los antecedentes del medio de control del epígrafe, que la parte actora 

pretende la nulidad de las resoluciones 2022-FAD-9541 y 2022-FAD-9605 de 11 de 

noviembre de 2022 mediante las cuales se impuso al señor German Alonso 

Chaparro Chaparro una sanción por infracción a las normas de tránsito mientras el 

vehículo de su propiedad transitaba por el tramo San Alberto - La Mata. 

 

El artículo 169 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece: 

 

“ARTÍCULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. Para la determinación de 

la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 

 

1. En los de nulidad y en los que se promuevan contra los actos de certificación o registro, por 

el lugar donde se expidió el acto. 

 

2. En los de nulidad y restablecimiento se determinará por el lugar donde se expidió el acto, o 

por el del domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en 

dicho lugar. 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se determinará 

por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios. Cuando se trate de 

derechos pensionales, se determinará por el domicilio del demandante, siempre y cuando la 

entidad demandada tenga sede en dicho lugar. 

 

4. En los contractuales y en los ejecutivos originados en contratos estatales o en laudos 

arbitrales derivados de tales contratos, se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió 

ejecutarse el contrato. 

 

5. En los asuntos agrarios y en los demás relacionados con la expropiación, la extinción del 

derecho de dominio, la adjudicación de baldíos, la clarificación y el deslinde de la propiedad y 

otros asuntos similares relacionados directamente con un bien inmueble, por el lugar de 

ubicación del bien. 

 

6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, 

las omisiones o las operaciones administrativas, o por el domicilio o sede principal de la 

entidad demandada a elección del demandante. Cuando alguno de los demandantes haya 

sido víctima de desplazamiento forzado de aquel lugar, y así lo acredite, podrá presentar la 

demanda en su actual domicilio o en la sede principal de la entidad demandada elección de 

la parte actora. 

 

7. En los que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación de impuestos, tasas y 

contribuciones nacionales, departamentales, municipales o distritales, se determinará por el 

lugar donde se presentó o debió presentarse la declaración, en los casos en que esta proceda; 

en los demás casos, en el lugar donde se practicó la liquidación. 

 

8. En los casos de imposición de sanciones, la competencia se determinará por el lugar donde 

se realizó el acto o el hecho que dio origen a la sanción. (,,,)” - Se subraya y resalta por fuera 

del texto original-. 

 

Siguiendo el mismo hilo conductor sobre el tema, el Acuerdo PCSJA22-12026 de 

fecha 15 de diciembre de 2022 “Por el cual se crean cargos permanentes en algunos 
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tribunales y juzgados administrativos del territorio nacional y se dictan otras 

disposiciones”, expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura del Cesar 

dispuso en el artículo 7º lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 7°. Creación de un circuito administrativo. Crear, con carácter permanente, a 

partir del once (11) de enero de 2023, el Circuito Administrativo de Aguachica, Distrito Judicial 

Administrativo del Cesar, con competencia en los municipios de Aguachica, Gamarra, La 

Gloria, González, Pelaya, Río de Oro, San Alberto, San Martín y Tamalameque.” 

 

Bajo ese contexto, y comoquiera que las resoluciones 2022-FAD-9541 y 2022-FAD-

9605 de 11 de noviembre de 2022 impusieron una sanción por infracción a las 

normas de tránsito mientras un vehículo de propiedad del señor German Alonso 

Chaparro Chaparro transitaba por el tramo San Alberto - La Mata, le corresponde la 

competencia al Juzgado Primero Administrativo del Circuito Judicial de Aguachica. 

 

En ese orden de ideas, se declarará probada la excepción de falta de competencia 

propuesta por la entidad accionada y se ordenará la remisión del expediente al 

competente. 

 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar probada la excepción de “falta de competencia” propuesta por 

el INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE TRÁNSITO DEL CESAR, según la 

motivación expuesta en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: Remítase el proceso de la referencia al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE AGUACHICA para lo de su 

competencia, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 169 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el 

artículo 7 del Acuerdo PCSJA22-12026 de fecha 15 de diciembre de 2022. 

 

TERCERO: Hacer las anotaciones de rigor. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: FRANCIA ELENA VELÁSQUEZ DE PINTO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00159-00 

 
I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por las entidades demandadas al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 

175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento instaurada por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR,  se solicitó como pretensiones la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N° CES2022ER025293 - CES2022EE015933 de 21 de noviembre de 

2022, por medio del cual se denegó el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías de la parte 

actora, consagrada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así como el 

reconocimiento y pago de la indemnización contemplada en la Ley 52 de 1975 por 

la consignación extemporánea de los intereses de cesantías en favor de la parte 

demandante. 

 

Este Despacho admitió la demanda de la referencia por auto del 26 de abril de 2023, 

en el cual ordenó notificar a las demandadas a fin de trabar la litis, y se ordenó 

también correr traslado de la demanda según lo estatuido en la Ley 1437 de 2011. 

 

Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, las demandadas presentaron 

excepciones previas que pueden reseñarse de la siguiente manera: 

La autoridad del orden nacional Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio contestó el libelo proponiendo como 

excepción previa la denominada “ineptitud de la demanda por falta de requisitos 
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formales”, aduciendo que examinada la demanda de la referencia se observa que 

el objeto de la acción judicial es que se declare la nulidad de un acto ficto 

configurado por la presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento 

indemnizatorio presentada ante el ente territorial, no obstante, en el presente asunto 

se desvirtuó la ausencia de respuesta por parte de la administración, por lo que la 

consecuencia es la declaratoria de ineptitud sustancial de la demanda ante la 

inexistencia del acto demandado. 

Propuso la excepción de mérito: “inexistencia de la obligación”. 

 

Por su parte, el ente territorial demandado Departamento del Cesar, propuso como 

excepción previa y mixta – en su orden- las denominadas “falta de legitimación de 

hecho en la causa por pasiva” y “falta de legitimidad por pasiva del ente territorial”   

señalando que no está llamado a comparecer al proceso como demandado, por 

cuanto la obligación legal de asumir las pretensiones de la demanda está en cabeza 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, quien por medio del 

Ministerio de Educación, es el legitimado de hecho para asumir la actuación 

procesal por mandato legal. Lo anterior, con independencia de la radicación de la 

solicitud ante la secretaría departamental y de la suscripción del acto administrativo 

demandado, pues por no ser de su competencia el derecho solicitado fue remitido 

a quien, si tiene el deber jurídico de soportar la carga procesal de defensa judicial 

por motivos de sus funciones y si comprometió su voluntad administrativa, tal como 

es el FOMAG. 

 

Por otra parte, advirtió que en el presente asunto la parte que promovió la demanda 

no presentó recurso contra el acto administrativo demandado, y por lo tanto, el 

término de 4 meses para interponer el presente medio de control, al tenor de lo 

establecido en el artículo 136 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, se contabiliza a partir del día siguiente de su 

notificación, circunstancia que no ocurrió en este asunto y por ende consideró que 

había operado la “caducidad de la acción” (sic). 

 

El ente territorial también planteó la siguiente excepción de fondo: “cobro de lo no 

debido e inexistencia de la obligación”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 
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no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas. Respecto a la mixta de 

falta de legitimación propuesta por el ente territorial señaló que no había lugar a 

declararla próspera por cuanto es innegable que la administración de las 

prestaciones del personal docente le corresponde al ente territorial por mandato de 

la Ley 91 de 1989, al ser la autoridad que funge como nominador de estos servidores 

públicos. Así mismo, que el trámite de reconocimiento y pago del auxilio de la 

cesantía se inició en la Secretaría de Educación, y ésta expidió los actos 

administrativos del caso en nombre y representación de la Nación - Ministerio de 

Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Frente a la excepción de caducidad, la estimó improcedente, por cuanto, tratándose 

de prestaciones sociales periódicas como lo son las cesantías, y actos 

administrativos productos del silencio administrativo no opera el fenómeno jurídico 

de la caducidad y podrá demandarse en cualquier tiempo, al tenor de lo establecido 

en el artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

3.2. Caso concreto 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

Frente a la excepción previa de “ineptitud sustancial de la demanda por falta de 

requisitos formales” propuesta por la entidad del orden nacional, este Despacho 

advierte sin mayores disquisiciones que esta no tiene ninguna vocación de 

prosperidad, toda vez que en la demanda se pretende la nulidad de un acto 

administrativo expreso y no ficto como erradamente se sustentó la excepción.  

 

Para ofrecer mayor claridad, se precisa que el acto demandado fue dictado y 

exteriorizado por las entidades demandadas, quienes a través de esta 

manifestación negaron el reconocimiento y pago de la sanción por mora por la no 

consignación oportuna de las cesantías establecida en el artículo 99 de la Ley 50 

de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 1176 de 

1991, se individualizó con el consecutivo CES2022ER025293 - CES2022EE015933 
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de 21 de noviembre de 2022 y obra a folio 60 a 61 del archivo de la demanda que 

integra el expediente electrónico. 

 

En lo concerniente a la excepción mixta de "caducidad” formulada, esta judicatura 

advierte que en la demanda se pretende la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N° CES2022ER025293 - CES2022EE015933 de 21 de noviembre de 

2022, por lo que los cuatro meses previstos en el literal d numeral 2 del artículo 164 

del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, sin 

verificar su notificación, se cumplen el 21 de marzo de 2023. La solicitud de 

conciliación extrajudicial fue radicada el 14 de febrero de 2023 interrumpiéndose el 

término cuando aún le restaba 1 mes y 7 días para demandar1. La constancia de 

conciliación fue expedida el 13 de abril de 2023, fecha a partir de la cual se reanuda 

el término para demandar hasta el 20 de mayo de 20232 y la demanda fue radicada 

el 13 de abril de 2023 por lo que no prospera esta excepción3. 

 

En lo tocante a la “falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva” y  “falta de 

legitimidad por pasiva del ente territorial”, propuesta por la entidad territorial 

demandada, como deviene del diseño legal que hizo el Legislador respecto de las 

competencias de las entidades públicas que intervienen en esta función en materia 

salarial y prestacional de los docentes oficiales, los departamentos y alcaldías 

participan en la definición jurídica de la situación pensional y prestacional de los 

docentes oficiales como meros colaboradores en la producción y elaboración del 

acto administrativo de reconocimiento o reliquidación pensional, actuando en 

nombre y representación del Ministerio de Educación, pero no emiten ninguna 

declaración de voluntad propia sobre el particular. 

 

De igual manera, en la Ley 91 de 1989, al crearse el Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, en su artículo 4 se especificó que dicha autoridad asumirá el pago 

de las prestaciones sociales de los docentes oficiales previo reconocimiento que 

haga el Ministerio de Educación según el artículo 9 de la misma norma. A su turno, 

el artículo 15 de dicha ley establece expresamente que entre las prestaciones 

sociales cuyo reconocimiento y pago del Ministerio de Educación y el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran las cesantías y las 

vacaciones. 

 

Ahora bien, aun cuando es cierto que en el presente asunto se discute el 

reconocimiento y pago de una sanción moratoria consagrada en la norma por el 

retardo en la consignación del auxilio de cesantías, prestación que debe pagar el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con cargo a recursos del 

Estado y en cuyo reconocimiento sólo interviene la entidad territorial como un 

colaborador en la elaboración del acto administrativo, también es cierto que la 

jurisprudencia del Consejo de Estado4 y la Corte Constitucional5 ha reconocido que 

puede haber lugar a reconocer la sanción moratoria por el retardo en la 

consignación del auxilio de cesantías que consagra la Ley 50 de 1990 en favor de 

                                            
1  Artículo 21 de la Ley 640 de 2001 (vigente para la fecha) 
2  El cómputo se realizó sin tener en cuenta la suspensión de términos por vacancia judicial y festivos, lo que 
extendería aún más el plazo para demandar en el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
3  Si bien es cierto que el numeral 2º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 dispone como facultativo el 
agotamiento del requisito de procedibilidad en asuntos laborales, no obstante, si el trámite se inicia, la caducidad se 
suspende. 
4    Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Segunda, sentencia de unificación CE-SUJ004-16 del 25 de agosto 
de 2016, rad.: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14).   
5      Corte Constitucional, sentencia SU-098 de 2018, M.P.: Gloria Stella Ortiz Delgado.   
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los docentes oficiales, en casos en los que se demuestra que el ente territorial al 

que se adscribieron como servidores públicos incurre en mora de afiliarlos 

formalmente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, aspecto 

que compete única y exclusivamente a los entes territoriales del caso.  

 

Por lo tanto, en la medida que dicha actuación puede incidir directamente en la 

estructuración de la sanción moratoria reclamada, es necesario auscultar con 

detenimiento el fondo del asunto para determinar si hay lugar a condenar o no a los 

entes territoriales que hacen las veces de nominadores de los docentes oficiales al 

pago de la sanción contemplada en la Ley 50 de 1990, aspecto que implica un 

pronunciamiento riguroso en la sentencia que resuelva el fondo del asunto y no 

puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 

causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 

presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 

demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 

entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en 

la causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de 

hecho por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la 

presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá 

la posición de demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a 

los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de 

defensa y de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las 

partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque 

dieron lugar a la producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de 

hecho en la causa no necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues 

ésta solamente es predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado 

lugar a la instauración de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes 

relaciones jurídicas sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en 

la causa se contrae a dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la 

demandante con la pretensión que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la 

existencia de tal relación constituye condición anterior y necesaria para dictar sentencia de 

mérito favorable a una o a otra6(…)”. -Se resalta por fuera del texto original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

 

                                            
6        Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571-
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar las excepciones 

de “falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva” y “falta de legitimidad por 

pasiva del ente territorial”, que se propusieron como medio exceptivo previo y mixto 

respectivamente, y diferirá el estudio de las mismas como una excepción de fondo 

para ser decididas al momento de dictar sentencia de primera instancia. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas por ambas demandadas, el 

Despacho se abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas 

atacan el fondo del asunto y deberán entonces resolverse al momento de dictar 

sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar impróspera las excepciones de “ineptitud sustancial de la 

demanda por falta de requisitos formales” y “caducidad” propuestas en su orden por 

La Nación – Ministerio de Educación- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio y el Departamento del Cesar, según la motivación expuesta en el 

presente proveído. 

 

SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 

excepciones de “falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva” y “falta de 

legitimidad por pasiva del ente territorial”, propuestas por el ente territorial 

demandado, por las consideraciones expuestas en esta providencia. 

 

TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día treinta y uno (31) de 

octubre de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada 

junto con otros casos que atiende este juzgado con temática similar, a través de la 

plataforma virtual que para el efecto se estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 

correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a JARLY DAVID FLÓREZ ZULETA 

como apoderado judicial de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
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MAGISTERIO, en los términos y para los efectos a que se contrae el poder especial 

a él conferido, obrantes en el índice No. 10 del expediente electrónico. 

 

QUINTO: Reconózcase personería para actuar a RODRIGO ESTEBAN MORÓN 

CUELLO como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR en los 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a ella conferido, 

obrante en el índice No. 16 del expediente electrónico.  

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ELKIN ALEXANDER RUEDA QUIJANO 

DEMANDADO: INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE TRÁNSITO DEL 

CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00162-00 

 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por la entidad demandada al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 175 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho por la parte demandante contra el INSTITUTO 

DEPARTAMENTAL DE TRÁNSITO DEL CESAR, pretende la declaratoria de 

nulidad de la resolución N.° 2022-FAD-9668 del 27 de octubre de 2022 mediante 

los cuales se impuso una sanción por infracción a las normas de tránsito. 

 

La demanda fue admitida mediante auto adiado 26 de abril de 2023, en el que se 

ordenó trabar la litis.  

 

Convocada al trámite y notificada de la admisión, el Instituto Departamental de 

Tránsito del Cesar propuso la excepción previa de “falta de jurisdicción o 

competencia”, alegando que la infracción de la norma de tránsito que dio origen a  

la expedición de las resoluciones 2022-FAD-9668 del 27 de octubre de 2022, fue 

cometida en el tramo San Alberto – La Mata R 4514-km 1+499 SSN y San Alberto 

– La Mata R 4514-km 3+935 en jurisdicción del municipio de San Alberto Cesar por 

lo que la competencia se encuentra radicada en el Juzgado 001 Administrativo del 

Circuito de Aguachica Cesar por disposición del artículo 7 del Acuerdo PCSJA22-

12026 del Consejo Superior de la Judicatura, en concordancia con el numeral 8 del 

artículo 156 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Planteó además la siguiente excepción: “presunción de legalidad de los actos 

administrativos” e “inexistencia de causales de nulidad”. 
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III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante no descorrió el traslado de 

las excepciones. 

 

3.2. Caso concreto 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

A fin de resolver la excepción previa propuesta por la parte demandada, el 

Despacho precisa que la denominada “falta de jurisdicción o de competencia” tiene 

vocación de prosperidad en atención a las razones que se esbozan seguidamente: 

 

Consta de los antecedentes del medio de control del epígrafe, que la parte actora 

pretende la nulidad de las resoluciones 2022-FAD-9541 y 2022-FAD-9605 de 11 de 

noviembre de 2022 mediante las cuales se impuso al señor ELKIN ALEXANDER 

RUEDA QUIJANO una sanción por infracción a las normas de tránsito mientras el 

vehículo de su propiedad transitaba por el tramo San Alberto-La Mata. 
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El artículo 169 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece: 

 

“ARTÍCULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. Para la determinación de 

la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: 

 

1. En los de nulidad y en los que se promuevan contra los actos de certificación o registro, por 

el lugar donde se expidió el acto. 

 

2. En los de nulidad y restablecimiento se determinará por el lugar donde se expidió el acto, o 

por el del domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en 

dicho lugar. 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se determinará 

por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios. Cuando se trate de 

derechos pensionales, se determinará por el domicilio del demandante, siempre y cuando la 

entidad demandada tenga sede en dicho lugar. 

 

4. En los contractuales y en los ejecutivos originados en contratos estatales o en laudos 

arbitrales derivados de tales contratos, se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió 

ejecutarse el contrato. 

 

5. En los asuntos agrarios y en los demás relacionados con la expropiación, la extinción del 

derecho de dominio, la adjudicación de baldíos, la clarificación y el deslinde de la propiedad y 

otros asuntos similares relacionados directamente con un bien inmueble, por el lugar de 

ubicación del bien. 

 

6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, 

las omisiones o las operaciones administrativas, o por el domicilio o sede principal de la 

entidad demandada a elección del demandante. Cuando alguno de los demandantes haya 

sido víctima de desplazamiento forzado de aquel lugar, y así lo acredite, podrá presentar la 

demanda en su actual domicilio o en la sede principal de la entidad demandada elección de 

la parte actora. 

 

7. En los que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación de impuestos, tasas y 

contribuciones nacionales, departamentales, municipales o distritales, se determinará por el 

lugar donde se presentó o debió presentarse la declaración, en los casos en que esta proceda; 

en los demás casos, en el lugar donde se practicó la liquidación. 

 

8. En los casos de imposición de sanciones, la competencia se determinará por el lugar donde 

se realizó el acto o el hecho que dio origen a la sanción (…)” - Se subraya y resalta por fuera 

del texto original-. 

 

Siguiendo el mismo hilo conductor sobre el tema, el Acuerdo PCSJA22-12026 de 

fecha 15 de diciembre de 2022 “Por el cual se crean cargos permanentes en algunos 

tribunales y juzgados administrativos del territorio nacional y se dictan otras 

disposiciones”, expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura del Cesar 

dispuso en el artículo 7º lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 7°. Creación de un circuito administrativo. Crear, con carácter permanente, a 

partir del once (11) de enero de 2023, el Circuito Administrativo de Aguachica, Distrito Judicial 



 

4 
 

Administrativo del Cesar, con competencia en los municipios de Aguachica, Gamarra, La 

Gloria, González, Pelaya, Río de Oro, San Alberto, San Martín y Tamalameque.” 

 

Bajo ese contexto, y comoquiera que la resolución 2022-FAD-9968 de 27 de octubre 

de 2022 impuso una sanción por infracción a las normas de tránsito mientras un 

vehículo de propiedad del señor ELKIN ALEXANDER RUEDA QUIJANO transitaba 

por el tramo San Alberto - La Mata, le corresponde la competencia al Juzgado 

Primero Administrativo del Circuito Judicial de Aguachica. 

 

En ese orden de ideas, se declarará probada la excepción de falta de competencia 

propuesta por la entidad accionada y se ordenará la remisión del expediente al 

competente. 

 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar probada la excepción de “falta de competencia” propuesta por 

el INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE TRÁNSITO DEL CESAR, según la 

motivación expuesta en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: Remítase el proceso de la referencia al JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE AGUACHICA para lo de su 

competencia, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 169 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el 

artículo 7 del Acuerdo PCSJA22-12026 de fecha 15 de diciembre de 2022. 

 

TERCERO: Hacer las anotaciones de rigor. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MARCELINO LOZANO ARIAS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 

DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00165-00 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por la entidad demandada al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 175 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento instaurada por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR,  se solicitó como pretensiones la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N° CES2022ER024297-CES2022EE015130 de 2 de noviembre de 

2022, por medio del cual se denegó el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías de la parte 

actora, consagrada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así como el 

reconocimiento y pago de la indemnización contemplada en la Ley 52 de 1975 por 

la consignación extemporánea de los intereses de cesantías en favor de la parte 

demandante. 

 

Este Despacho admitió la demanda de la referencia por auto del 26 de abril de 2023, 

en el cual ordenó notificar a las demandadas a fin de trabar la litis, y se ordenó 

también correr traslado de la demanda según lo estatuido en la Ley 1437 de 2011. 

 

Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, las demandadas presentaron 

excepciones previas que pueden reseñarse de la siguiente manera: 

 

La autoridad del orden nacional Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio contestó el libelo proponiendo como 
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excepción previa la denominada “falta de legitimación en la causa por pasiva”, 

aduciendo que no es responsable del reconocimiento y pago de la sanción moratoria 

por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en el artículo 99 de la 

Ley 50 de 1990 ni la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías, por ser normas que no son dirigidas al personal docente 

 

Sustentó la excepción de “prescripción” diciendo que la reclamación administrativa 

para reclamar la sanción moratoria de las cesantías anualizadas prevista en la Ley 

50 de 1990 debe radicarse dentro de los tres años siguientes a su causación. 

 

Propuso las excepciones de mérito: “inexistencia de la obligación”, “improcedencia 

de la indexación de condenas” y “condena en costas” 

 

El ente territorial demandado Departamento del Cesar, propuso como excepción 

previa la denominada “falta de legitimación en la causa por pasiva”, señalando que 

no está llamado a comparecer al proceso como demandado, por cuanto la 

obligación legal de asumir las pretensiones de la demanda está en cabeza del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Lo anterior, con 

independencia de la radicación de la solicitud ante la secretaría departamental y de 

la suscripción del acto administrativo demandado, pues el mismo no compromete 

su voluntad administrativa. 

 

Por otra parte, advirtió que en el presente asunto la parte que promovió la demanda 

no presentó recurso contra el acto administrativo demandado, y por lo tanto, el 

término de 4 meses para interponer el presente medio de control, al tenor de lo 

establecido en el artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, se contabiliza a partir del día siguiente de su 

notificación, circunstancia que no ocurrió en este asunto y por ende consideró que 

había operado la “caducidad del medio de control”. 

 

El ente territorial también planteó la siguiente excepción de fondo: “cobro de lo no 

debido e inexistencia de la obligación”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 
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tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas. Puntualmente no se 

refirió a las excepciones previas 

 

3.2. Caso concreto. 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

En lo concerniente a la excepción previa de "caducidad” formulada, esta judicatura 

advierte que en la demanda se pretende la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N.° CES2022ER024297-CES2022EE015130 de 2 de noviembre de 

2022, por lo que los cuatro meses previstos en el literal d numeral 2 del artículo 164 

del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo , sin 

verificar su notificación, se cumplen el 3 de marzo de 2023. La solicitud de 

conciliación extrajudicial fue radicada el 14 de febrero de 2023 interrumpiéndose el 

término y restándole 1 mes y 9 días para demandar1. La constancia de conciliación 

fue expedida el 12 de abril de 2023, a partir del día siguiente se reanuda el término 

para demandar hasta el 22 de mayo de 2023 y la demanda fue radicada el 17 de 

abril de 2023 por lo que no prospera esta excepción 2. 

 

En lo tocante a la “falta de legitimación en la causa por pasiva” propuesta por las 

entidades demandadas, como deviene del diseño legal que hizo el Legislador 

respecto de las competencias de las entidades públicas que intervienen en esta 

función en materia salarial y prestacional de los docentes oficiales, los 

departamentos y alcaldías participan en la definición jurídica de la situación 

pensional y prestacional de los docentes oficiales como meros colaboradores en la 

producción y elaboración del acto administrativo de reconocimiento o reliquidación 

pensional, actuando en nombre y representación del Ministerio de Educación, pero 

no emiten ninguna declaración de voluntad propia sobre el particular. 

 

                                            
1 Artículo 21 de la Ley 640 de 2001 (vigente para la fecha) 
2 Si bien es cierto que el numeral 2º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 dispone como facultativo el 
agotamiento del requisito de procedibilidad en asuntos laborales, no obstante, si el trámite se inicia, la 
caducidad se suspende. 
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De igual manera, en la Ley 91 de 1989, al crearse el Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, en su artículo 4 se especificó que dicha autoridad asumirá el pago 

de las prestaciones sociales de los docentes oficiales previo reconocimiento que 

haga el Ministerio de Educación según el artículo 9 de la misma norma. A su turno, 

el artículo 15 de dicha ley establece expresamente que entre las prestaciones 

sociales cuyo reconocimiento y pago del Ministerio de Educación y el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran las cesantías y las 

vacaciones. 

 

Ahora bien, aun cuando es cierto que en el presente asunto se discute el 

reconocimiento y pago de una sanción moratoria consagrada en la norma por el 

retardo en la consignación del auxilio de cesantías, prestación que debe pagar el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio con cargo a recursos del 

Estado y en cuyo reconocimiento sólo interviene la entidad territorial como un 

colaborador en la elaboración del acto administrativo, también es cierto que la 

jurisprudencia del Consejo de Estado3 y la Corte Constitucional4 ha reconocido que 

puede haber lugar a reconocer la sanción moratoria por el retardo en la 

consignación del auxilio de cesantías que consagra la Ley 50 de 1990 en favor de 

los docentes oficiales, en casos en los que se demuestra que el ente territorial al 

que se adscribieron como servidores públicos incurre en mora de afiliarlos 

formalmente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, aspecto 

que compete única y exclusivamente a los entes territoriales del caso.  

 

Por lo tanto, en la medida que dicha actuación puede incidir directamente en la 

estructuración de la sanción moratoria reclamada, es necesario auscultar con 

detenimiento el fondo del asunto para determinar si hay lugar a condenar o no a los 

entes territoriales que hacen las veces de nominadores de los docentes oficiales al 

pago de la sanción contemplada en la Ley 50 de 1990, aspecto que implica un 

pronunciamiento riguroso en la sentencia que resuelva el fondo del asunto y no 

puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 

causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 

presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 

demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 

entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la 

causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de hecho 

por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación 

de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición de 

demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 

litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 

contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 

hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 

producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 

necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 

                                            
3   Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Segunda, sentencia de unificación CE-SUJ004-16 del 25 de 
agosto de 2016, rad.: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14).   
4     Corte Constitucional, sentencia SU-098 de 2018, M.P.: Gloria Stella Ortiz Delgado.   
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predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración 

de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 

sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a 

dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión 

que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación constituye 

condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a otra5(…)”. -Se 

resalta por fuera del texto  

original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

 

El artículo 100 del Código General del Proceso, enlista las excepciones previas, 

dentro de las cuales no figura la de “prescripción”; no obstante, el parágrafo 2 del 

artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera anticipada, el Despacho 

diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues inicialmente se debe 

determinar si las pretensiones de la demanda tienen vocación de prosperidad para 

luego determinar si hay derechos prescritos. 

 

De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 

falta de legitimación en la causa por pasiva que se propuso como medio exceptivo 

previo, y diferirá el estudio de la misma como una excepción de fondo para ser 

decidida al momento de dictar sentencia de primera instancia. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas por ambas demandadas, el 

Despacho se abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas 

atacan el fondo del asunto y deben entonces resolverse al momento de dictar 

sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar impróspera la excepción de “caducidad” propuesta por el 

Departamento del Cesar, según la motivación expuesta en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 

excepciones de “falta de legitimidad por pasiva” y “prescripción”; propuesta por las 

entidades accionada, por las consideraciones expuestas en esta providencia. 

 

                                            
5       Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571-01 
(1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día 3 de octubre de 2023, a las 

10:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada junto con otros casos 

que atiende este juzgado con temática similar, a través de la plataforma virtual que 

para el efecto se estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 

correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a YEISON LEONARDO GARZÓN 

GÓMEZ como apoderado judicial de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, en los términos y para los efectos a que se contrae el poder especial 

a él conferido, obrantes en el índice No. 13 del expediente electrónico. 

 

QUINTO: Reconózcase personería para actuar a RODRIGO ESTEBAN MORÓN 

CUELLO como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR, en los 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a él conferido, 

obrantes en el índice No. 12 del expediente electrónico. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: IRINA JUDITH FLÓREZ CÁRDENAS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00166-00 

 
I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por las entidades demandadas al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 

175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento instaurada por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR,  se solicitó como pretensiones la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N°  CES2022ER024297 - CES2022EE015130 de 2 de noviembre de 

2022, por medio del cual se denegó el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías de la parte 

actora, consagrada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así como el 

reconocimiento y pago de la indemnización contemplada en la Ley 52 de 1975 por 

la consignación extemporánea de los intereses de cesantías en favor de la parte 

demandante. 

 

Este Despacho admitió la demanda de la referencia por auto del 26 de abril de 2023, 

en el cual ordenó notificar a las demandadas a fin de trabar la litis, y se ordenó 

también correr traslado de la demanda según lo estatuido en la Ley 1437 de 2011. 

 

Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, las demandadas presentaron 

excepciones previas que pueden reseñarse de la siguiente manera: 

 

La autoridad del orden nacional NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, propuso como 

excepción previa la denominada “falta de legitimación en la causa por pasiva” 
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señalando que no son los responsables del reconocimiento y pago de la sanción 

por mora por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en el artículo 

99 de la ley 50 de 1990 ni la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías, por cuanto la normatividad que regula estos emolumentos no es aplicable 

al personal docente. 

 

Sustentó la excepción de “prescripción” diciendo que el término prescriptivo previsto 

en la Ley 50 de 1990 se cuenta desde el 15 de febrero de la anualidad siguiente y 

en caso de que se acumulen anualidades sucesivas el término prescriptivo deberá 

contabilizarse de manera independiente por cada año, de tal modo que el empleado 

dispone de 3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su 

causación para reclamar la sanción moratoria por la anualidad correspondiente. 

 

También propuso como excepciones de mérito, las siguientes: “inexistencia de la 

obligación”, “improcedencia de la indexación de las condenas” y “condena en 

costas”.  

 

Por su parte, el ente territorial sí bien allegó el poder para efectos de su 

representación judicial, no contestó la demanda y así se declarará en la presente 

providencia. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas. 
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Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas. Respecto a la mixta de 

falta de legitimación, señaló que no había lugar a declararla próspera por cuanto sin 

perjuicio de que se hayan establecido procedimientos internos entre esta entidad y 

las secretarías de educación para la liquidación y reporte de las cesantías, la ley 

exige que se respeten los plazos de consignación de dicho emolumento, para lo 

cual, la Fiduciaria como administradora de los recursos del FOMAG deberá 

adelantar las acciones pertinentes para garantizar el acceso a las prestaciones de 

sus afiliados. Agregó que, en el incumplimiento expuesto, existe una 

responsabilidad correlativa por las funciones desplegadas por cada una de las 

demandadas, que deberá ser dirimida por Juez de instancia sin desvincular a 

ninguna de las partes involucradas en el litigio. 

 

Frente a la “prescripción” argumentó que siguiendo los postulados legales y 

jurisprudenciales la obligación a que se ha venido haciendo alusión en el presente 

caso, debía ser cumplida a más tardar el 15 de febrero del año 2021, por lo que el 

plazo para solicitar tal reconocimiento se extiende hasta el 15 de febrero de 2024 y 

según demostró la reclamación administrativa se radicó en el año 2021 razón por la 

este medio exceptivo no está llamado a prosperar.  

 

3.2. Caso concreto. 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

En lo concerniente a la excepción mixta “falta de legitimación en la causa por 

pasiva”, se tiene que en la Ley 91 de 1989, al crearse el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en su artículo 4 se especificó que dicha autoridad asumirá 

el pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales previo reconocimiento 

que haga el Ministerio de Educación según el artículo 9 de la misma norma. A su 

turno, el artículo 15 de dicha ley establece expresamente que entre las prestaciones 

sociales cuyo reconocimiento y pago del Ministerio de Educación y el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran las cesantías y las 

vacaciones. 

 

Teniendo en cuenta que en el presente asunto se discute el reconocimiento y pago 

de una sanción moratoria consagrada en la norma por el retardo en la consignación 

del auxilio de cesantías, es dable concluir que tal prestación -en principio- está en 

cabeza del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, quien deberá 

realizar su pago con cargo a recursos del Estado, pues en dicho reconocimiento 

sólo interviene la entidad territorial como un colaborador en la elaboración del acto 

administrativo. 

 

Sin embargo, la calidad de colaborador del ente territorial en la definición jurídica de 

la situación pensional y prestacional de los docentes oficiales, no implica el 

desconocimiento de la jurisprudencia del Consejo de Estado1 y la Corte 

                                            
1     Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Segunda, sentencia de unificación CE-SUJ004-16 del 25 de agosto 
de 2016, rad.: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14).   
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Constitucional2 que ha reconocido que puede haber lugar a reconocer la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías que consagra la 

Ley 50 de 1990 en favor de los docentes oficiales, en casos en los que se demuestra 

que el ente territorial al que se adscribieron como servidores públicos incurre en 

mora de afiliarlos formalmente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, aspecto que compete única y exclusivamente a los entes territoriales del 

caso.  

 

Por lo tanto, es necesario auscultar con detenimiento el fondo del asunto para 

determinar con certeza quién es el llamado a responder por el pago de la sanción 

contemplada en la Ley 50 de 1990 ante una eventual sentencia condenatoria, 

aspecto que implica un pronunciamiento riguroso en el fallo que resuelva el fondo 

del asunto y no puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 

causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 

presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 

demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado 

entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en 

la causa de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de 

hecho por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la 

presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá 

la posición de demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a 

los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de 

defensa y de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las 

partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque 

dieron lugar a la producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de 

hecho en la causa no necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues 

ésta solamente es predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado 

lugar a la instauración de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes 

relaciones jurídicas sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en 

la causa se contrae a dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la 

demandante con la pretensión que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la 

existencia de tal relación constituye condición anterior y necesaria para dictar sentencia de 

mérito favorable a una o a otra3(…)”. -Se resalta por fuera del texto original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

                                            
2      Corte Constitucional, sentencia SU-098 de 2018, M.P.: Gloria Stella Ortiz Delgado.   
3        Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571-
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 

“falta de legitimación en la causa por pasiva”, que se propuso como medio exceptivo 

previo, y diferirá el estudio de la misma como una excepción de fondo para ser 

decidida al momento de dictar sentencia de primera instancia. 

 

Frente a la figura de la “prescripción” se tiene que el artículo 100 del Código General 

del Proceso, no la enlista dentro de las excepciones previas; no obstante, en virtud 

de que el parágrafo 2 del artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera 

anticipada, el Despacho diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues 

inicialmente se deberá determinar si las pretensiones de la demanda tienen 

vocación de prosperidad para luego determinar si hay derechos prescritos. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas, el Despacho se abstendrá de 

pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas atacan el fondo del asunto 

y deberán entonces resolverse al momento de dictar sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 

excepciones de “falta de legitimación en la causa por pasiva” y “prescripción”, 

propuestas por La Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, por las consideraciones expuestas en esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: Téngase por no contestada la demanda por parte del 

DEPARTAMENTO DEL CESAR, tal como se expuso en la parte motiva de esta 

providencia.  

 

TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día treinta y uno (31) de 

octubre de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada 

junto con otros casos que atiende este juzgado con temática similar, a través de la 

plataforma virtual que para el efecto se estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 

correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
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CUARTO: Reconózcase personería para actuar a DAVID EMILIO CUBILLOS 

MORALES como apoderado judicial de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, en los términos y para los efectos a que se contrae el poder 

especial a él conferido, obrantes en el índice No. 11 del expediente electrónico. 

 

QUINTO: Reconózcase personería para actuar a RODRIGO ESTEBAN MORÓN 

CUELLO como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR en los 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a ella conferido, 

obrante en el índice No. 16 del expediente electrónico. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/kto 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MANUEL MARIMO ÁNGULO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00167-00 

 
 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por las entidades demandadas al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 

175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento instaurada por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR,  se solicitó como pretensiones la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N°  CES2022ER024297 - CES2022EE015130 de 2 de noviembre de 

2022, por medio del cual se denegó el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías de la parte 

actora, consagrada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así como el 

reconocimiento y pago de la indemnización contemplada en la Ley 52 de 1975 por 

la consignación extemporánea de los intereses de cesantías en favor de la parte 

demandante. 

 

Este Despacho admitió la demanda de la referencia por auto del 26 de abril de 2023, 

en el cual ordenó notificar a las demandadas a fin de trabar la litis, y se ordenó 

también correr traslado de la demanda según lo estatuido en la Ley 1437 de 2011. 

 

Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, las demandadas presentaron 

excepciones previas que pueden reseñarse de la siguiente manera: 

 

La autoridad del orden nacional NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, propuso como 
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excepción previa la denominada “falta de legitimación en la causa por pasiva” 

señalando que no son los responsables del reconocimiento y pago de la sanción 

por mora por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en el artículo 

99 de la Ley 50 de 1990 ni la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías, por cuanto la normatividad que regula estos emolumentos no es aplicable 

al personal docente. 

 

Sustentó la excepción de “prescripción” diciendo que el término prescriptivo previsto 

en la Ley 50 de 1990 se cuenta desde el 15 de febrero de la anualidad siguiente y 

en caso de que se acumulen anualidades sucesivas el término prescriptivo deberá 

contabilizarse de manera independiente por cada año, de tal modo que el empleado 

dispone de 3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su 

causación para reclamar la sanción moratoria por la anualidad correspondiente. 

 

También propuso como excepciones de mérito, las siguientes: “inexistencia de la 

obligación”, “improcedencia de la indexación de las condenas” y “condena en 

costas”.  

 

Por su parte, el ente territorial allegó una contestación que no guarda relación con 

el medio de control del epígrafe, por lo que la demanda se tendrá por no contestada, 

ello con independencia del reconocimiento de personería como quiera que el poder 

otorgado sí corresponde a este proceso.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  

Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 
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3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante no descorrió el traslado de 

las excepciones presentadas por La Nación – Ministerio de Educación – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

 

3.2. Caso concreto 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

En lo concerniente a la excepción mixta “falta de legitimación en la causa por 

pasiva”, se tiene que en la Ley 91 de 1989 al crearse el Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en su artículo 4 se especificó que dicha autoridad asumirá 

el pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales previo reconocimiento 

que haga el Ministerio de Educación según el artículo 9 de la misma norma. A su 

turno, el artículo 15 de dicha ley establece expresamente que entre las prestaciones 

sociales cuyo reconocimiento y pago del Ministerio de Educación y el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se encuentran las cesantías y las 

vacaciones. 

 

Teniendo en cuenta que en el presente asunto se discute el reconocimiento y pago 

de una sanción moratoria consagrada en la norma por el retardo en la consignación 

del auxilio de cesantías, es dable concluir que tal prestación -en principio- está en 

cabeza del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, quien deberá 

realizar su pago con cargo a recursos del Estado, pues en dicho reconocimiento 

sólo interviene la entidad territorial como un colaborador en la elaboración del acto 

administrativo. 

 

Sin embargo, la calidad de colaborador del ente territorial en la definición jurídica de 

la situación pensional y prestacional de los docentes oficiales, no implica el 

desconocimiento de la jurisprudencia del Consejo de Estado1 y la Corte 

Constitucional2 que ha reconocido que puede haber lugar a reconocer la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías que consagra la 

Ley 50 de 1990 en favor de los docentes oficiales, en casos en los que se demuestra 

que el ente territorial al que se adscribieron como servidores públicos incurre en 

mora de afiliarlos formalmente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, aspecto que compete única y exclusivamente a los entes territoriales del 

caso.  

 

Por lo tanto, es necesario auscultar con detenimiento el fondo del asunto para 

determinar con certeza quién es el llamado a responder por el pago de la sanción 

contemplada en la Ley 50 de 1990 ante una eventual sentencia condenatoria, 

aspecto que implica un pronunciamiento riguroso en el fallo que resuelva el fondo 

del asunto y no puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

                                            
1     Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Segunda, sentencia de unificación CE-SUJ004-16 del 25 de agosto 
de 2016, rad.: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14).   
2      Corte Constitucional, sentencia SU-098 de 2018, M.P.: Gloria Stella Ortiz Delgado.   
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Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la 

causa, que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un 

presupuesto necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del 

demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado.  

 

Así mismo, ha diferenciado entre la legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, 

siendo la legitimación en la causa de hecho la relación procesal existente entre demandante 

legitimado en la causa de hecho por activa y demandado legitimado en la causa de hecho por 

pasiva y nacida con la presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de 

la misma quien asumirá la posición de demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal 

se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para 

ejercer sus derechos de defensa y de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone 

la conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron 

perjudicadas, ora porque dieron lugar a la producción del daño.  

 

En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no necesariamente 

concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es predicable de 

quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración de la 

demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 

sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae 

a dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la 

pretensión que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación 

constituye condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a 

otra3(…)”. -Se resalta por fuera del texto original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

 

De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar la excepción de 

“falta de legitimación en la causa por pasiva”, que se propuso como medio exceptivo 

previo, y diferirá el estudio de la misma como una excepción de fondo para ser 

decidida al momento de dictar sentencia de primera instancia. 

 

Frente a la figura de la “prescripción” se tiene que el artículo 100 del Código General 

del Proceso, no la enlista dentro de las excepciones previas; no obstante, en virtud 

de que el parágrafo 2 del artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera 

anticipada, el Despacho diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues 

                                            
3        Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571-
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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inicialmente se deberá determinar si las pretensiones de la demanda tienen 

vocación de prosperidad para luego determinar si hay derechos prescritos. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas, el Despacho se abstendrá de 

pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas atacan el fondo del asunto 

y deberán entonces resolverse al momento de dictar sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 

excepciones de “falta de legitimación en la causa por pasiva” y “prescripción”, 

propuestas por La Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, por las consideraciones expuestas en esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: Téngase por no contestada la demanda por parte del 

DEPARTAMENTO DEL CESAR, tal como se expuso en la parte motiva de esta 

providencia.  

 

TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día treinta y uno (31) de 

octubre de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada 

junto con otros casos que atiende este juzgado con temática similar, a través de la 

plataforma virtual que para el efecto se estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 

correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual.  

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a DAVID EMILIO CUBILLOS 

MORALES como apoderado judicial de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, en los términos y para los efectos a que se contrae el poder 

especial a él conferido, obrantes en el índice No. 11 del expediente electrónico. 

 

QUINTO: Reconózcase personería para actuar a RODRIGO ESTEBAN MORÓN 

CUELLO como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR en los 



 

6 
 

términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a ella conferido, 

obrante en el índice No. 16 del expediente electrónico. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MABEL MARÍA ANDRADE GUTIÉRREZ 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO 
DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00168-00 

 
 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse acerca de las excepciones previas formuladas 

por las entidades demandadas al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 

175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por la Ley 2080 de 2021, y a adoptar las decisiones necesarias para 

impulsar el trámite según las reglas del proceso ordinario. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Dentro de la demanda instaurada en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento instaurada por la parte demandante contra la NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR,  se solicitó como pretensiones la declaratoria de nulidad del acto 

administrativo N° CES2022ER024297 - CES2022EE015130 de 2 de noviembre de 

2022, por medio del cual se denegó el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías de la parte 

actora, consagrada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así como el 

reconocimiento y pago de la indemnización contemplada en la Ley 52 de 1975 por 

la consignación extemporánea de los intereses de cesantías en favor de la parte 

demandante. 

 

Este Despacho admitió la demanda de la referencia por auto del 26 de abril de 2023, 

en el cual ordenó notificar a las demandadas a fin de trabar la litis, y se ordenó 

también correr traslado de la demanda según lo estatuido en la Ley 1437 de 2011. 

 

Convocadas al trámite y notificadas de la admisión, las demandadas presentaron 

excepciones previas que pueden reseñarse de la siguiente manera: 

 

La autoridad del orden nacional NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, propuso como 
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excepción previa la denominada “falta de legitimación en la causa por pasiva” 

señalando que no son los responsables del reconocimiento y pago de la sanción 

por mora por la no consignación oportuna de las cesantías establecida en el artículo 

99 de la ley 50 de 1990 ni la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías, por cuanto la normatividad que regula estos emolumentos no es aplicable 

al personal docente. 

 

Sustentó la excepción de “prescripción” diciendo que el término prescriptivo previsto 

en la Ley 50 de 1990 se cuenta desde el 15 de febrero de la anualidad siguiente y 

en caso de que se acumulen anualidades sucesivas el término prescriptivo deberá 

contabilizarse de manera independiente por cada año, de tal modo que el empleado 

dispone de 3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su 

causación para reclamar la sanción moratoria por la anualidad correspondiente. 

 

También propuso como excepciones de mérito, las siguientes: “inexistencia de la 

obligación”, “improcedencia de la indexación de las condenas” y “condena en 

costas”.  

 

Por su parte, el ente territorial demandado Departamento del Cesar, propuso como 

excepción previa y mixta – en su orden- las denominadas “falta de legitimación de 

hecho en la causa por pasiva” y “falta de legitimidad por pasiva del ente territorial”   

señalando que no está llamado a comparecer al proceso como demandado, por 

cuanto la obligación legal de asumir las pretensiones de la demanda está en cabeza 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, quien por medio del 

Ministerio de Educación, es el legitimado de hecho para asumir la actuación 

procesal por mandato legal. Lo anterior, con independencia de la radicación de la 

solicitud ante la secretaría departamental y de la suscripción del acto administrativo 

demandado, pues por no ser de su competencia el derecho solicitado fue remitido 

a quien, si tiene el deber jurídico de soportar la carga procesal de defensa judicial 

por motivos de sus funciones y si comprometió su voluntad administrativa, tal como 

es el FOMAG. 

 

Por otra parte, advirtió que en el presente asunto la parte que promovió la demanda 

no presentó recurso contra el acto administrativo demandado, y por lo tanto, el 

término de 4 meses para interponer el presente medio de control, al tenor de lo 

establecido en el artículo 136 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, se contabiliza a partir del día siguiente de su 

notificación, circunstancia que no ocurrió en este asunto y por ende consideró que 

había operado la “caducidad de la acción” (sic). 

 

El ente territorial también planteó la siguiente excepción de fondo: “cobro de lo no 

debido e inexistencia de la obligación”. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Auscultados los antecedentes necesarios para decidir la etapa procesal respectiva  

en el presente asunto, procede el Despacho a resolver las excepciones previas 

formuladas. 

 

El artículo 175 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso  
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Administrativo, prevé la contestación de la demanda como la oportunidad procesal 

dentro de la cual la parte demandada puede proponer excepciones, por su parte el 

artículo 101 del Código general del proceso a cuya remisión expresa hace el artículo 

transcrito en precedencia, para tramitar las excepciones previas, contempla además 

de la oportunidad, el trámite y las consecuencias que se derivan al encontrase 

probado ciertos medios exceptivos. 

 

Corresponde al juzgador de cada causa determinar si las excepciones planteadas 

por el extremo demandado de la litis constituyen excepciones previas de aquellas 

enlistadas taxativamente en el artículo 100 del Código General del Proceso y que 

no requieran la práctica de pruebas para ser decididas, decisión que debe ser 

tomada por auto sin necesidad de convocar a las partes a audiencia inicial de que 

trata el artículo 180 del Código General del Proceso. 

 

Es de anotar que, cuando se adviertan comprobadas la cosa juzgada, transacción, 

cosa juzgada, conciliación, falta de legitimación en la causa manifiesta o 

prescripción extintiva, aun cuando algunas de ellas constituyen excepciones 

previas, el parágrafo 2 del artículo 175 y el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, 

aplicables por ser norma especial y de aplicación preferente, autorizan al juzgador 

decidirlas mediante sentencia anticipada sin necesidad de surtir el trámite de las 

excepciones previas. 

 

3.1. Pronunciamiento del demandante sobre las excepciones formuladas 

 

Dentro de la oportunidad debida, la parte demandante descorrió el traslado de las 

excepciones oponiéndose a la prosperidad de las mismas. Respecto a la mixta de 

falta de legitimación propuesta por el ente territorial señaló que no había lugar a 

declararla próspera por cuanto la administración de las prestaciones del personal 

docente le corresponde al ente territorial por mandato de la Ley 91 de 1989, al ser 

la autoridad que funge como nominador de estos servidores públicos y el pago de 

las prestaciones sociales al FOMAG. Agregó que la circunstancia de que el trámite 

del reconocimiento y pago de las cesantías se inicié ante la Secretaría de Educación 

no implica que el pago de la mora aquí reclamada le corresponda al ente territorial, 

pues tal competencia realmente la tiene la entidad que administra los recursos del 

Fondo. 

Frente a la excepción de caducidad, la estimó improcedente, por cuanto, tratándose 

de prestaciones sociales periódicas como lo son las cesantías, y actos 

administrativos productos del silencio administrativo no opera el fenómeno jurídico 

de la caducidad y podrá demandarse en cualquier tiempo, al tenor de lo establecido 

en el artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

3.2. Caso concreto 

 

Estudiados los argumentos que sirvieron de sustento para los medios exceptivos 

previos señalados, el Despacho observa que ninguno tiene la entidad suficiente 

para prosperar ni comportar terminación anticipada del proceso según lo señalado  

en el numeral 3 del artículo 182-A de la Ley 1437 de 2011. 

 

En lo concerniente a la excepción mixta de "caducidad” formulada, esta judicatura 

advierte que en la demanda se pretende la declaratoria de nulidad del acto 
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administrativo N° CES2022ER024297 - CES2022EE015130 de 2 de noviembre de 

2022, por lo que los cuatro meses previstos en el literal d numeral 2 del artículo 164 

del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, sin 

verificar su notificación, se cumplen el 2 de marzo de 2023. La solicitud de 

conciliación extrajudicial fue radicada el 14 de febrero de 2023 interrumpiéndose el 

término cuando aún le restaban 18 días para demandar1. La constancia de 

conciliación fue expedida el 12 de abril de 2023, fecha a partir de la cual se reanuda 

el término para demandar hasta el 30 de abril de 20232 y la demanda fue radicada 

el 17 de abril de 2023 por lo que no prospera esta excepción3. 

 

En lo tocante a la “falta de legitimación en la causa por pasiva”, “falta de legitimación 

de hecho en la causa por pasiva” y  “falta de legitimidad por pasiva del ente 

territorial”, propuestas por las entidades demandadas, se tiene que en la Ley 91 de 

1989 al crearse el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en su artículo 4 

se especificó que dicha autoridad asumirá el pago de las prestaciones sociales de 

los docentes oficiales previo reconocimiento que haga el Ministerio de Educación 

según el artículo 9 de la misma norma. A su turno, el artículo 15 de dicha ley 

establece expresamente que entre las prestaciones sociales cuyo reconocimiento y 

pago del Ministerio de Educación y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio se encuentran las cesantías y las vacaciones. 

 

Teniendo en cuenta que en el presente asunto se discute el reconocimiento y pago 

de una sanción moratoria consagrada en la norma por el retardo en la consignación 

del auxilio de cesantías, es dable concluir que tal prestación -en principio- está en 

cabeza del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, quien deberá 

realizar su pago con cargo a recursos del Estado, pues en dicho reconocimiento 

sólo interviene la entidad territorial como un colaborador en la elaboración del acto 

administrativo. 

 

Sin embargo, la calidad de colaborador del ente territorial en la definición jurídica de 

la situación pensional y prestacional de los docentes oficiales, no implica el 

desconocimiento de la jurisprudencia del Consejo de Estado4 y la Corte 

Constitucional5 que ha reconocido que puede haber lugar a reconocer la sanción 

moratoria por el retardo en la consignación del auxilio de cesantías que consagra la 

Ley 50 de 1990 en favor de los docentes oficiales, en casos en los que se demuestra 

que el ente territorial al que se adscribieron como servidores públicos incurre en 

mora de afiliarlos formalmente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, aspecto que compete única y exclusivamente a los entes territoriales del 

caso.  

 

Por lo tanto, es necesario auscultar con detenimiento el fondo del asunto para 

determinar con certeza quién es el llamado a responder por el pago de la sanción 

contemplada en la Ley 50 de 1990 ante una eventual sentencia condenatoria, 

                                            
1  Artículo 21 de la Ley 640 de 2001 (vigente para la fecha) 
2  El cómputo se realizó sin tener en cuenta la suspensión de términos por vacancia judicial y festivos, lo que 
extendería aún más el plazo para demandar en el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
3  Si bien es cierto que el numeral 2º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 dispone como facultativo el 
agotamiento del requisito de procedibilidad en asuntos laborales, no obstante, si el trámite se inicia, la caducidad se 
suspende. 
4     Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Segunda, sentencia de unificación CE-SUJ004-16 del 25 de agosto 
de 2016, rad.: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14).   
5      Corte Constitucional, sentencia SU-098 de 2018, M.P.: Gloria Stella Ortiz Delgado.   
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aspecto que implica un pronunciamiento riguroso en el fallo que resuelva el fondo 

del asunto y no puede ser decidido en forma preliminar como excepción previa. 

 

Con relación al tema de la legitimación en la causa, la Sección Segunda del Consejo  

de Estado ha sostenido:  

 

“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en cuanto a la legitimación en la causa, 

que la misma no es constitutiva de excepción de fondo, sino que se trata de un presupuesto 

necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las pretensiones del demandante, 

bien a las excepciones propuestas por el demandado. Así mismo, ha diferenciado entre la 

legitimación de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la legitimación en la causa 

de hecho la relación procesal existente entre demandante legitimado en la causa de hecho por 

activa y demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida con la presentación 

de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma quien asumirá la posición 

de demandado; dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos 

litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y de 

contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 

hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron lugar a la 

producción del daño. En un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa 

no necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta solamente es 

predicable de quienes participaron realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración 

de la demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes relaciones jurídicas 

sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae 

a dilucidar si existe, o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la 

pretensión que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues la existencia de tal relación 

constituye condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a 

otra6(…)”. -Se resalta por fuera del texto original-. 

 

Así las cosas, queda claro que la legitimación en la causa como medio exceptivo 

puede hacer referencia a dos manifestaciones de esta excepción: un material, y una 

de hecho. La falta de legitimación en la causa por pasiva que se resuelve como 

excepción previa, corresponde a la que la doctrina y la jurisprudencia denominan la 

falta de legitimación en la causa de hecho o ad processum, la cual constituye la 

capacidad para ser parte dentro del proceso. Por su parte, la legitimación en la 

causa material, es decir, la que se relaciona directamente en la capacidad sustancial 

de vinculación de la demandada con el origen directo del fundamento de las 

pretensiones, debe verificarse al resolver el fondo del asunto. 

 

De acuerdo con lo anterior, el Despacho se abstendrá de estudiar las excepciones 

de “falta de legitimación en la causa por pasiva”, “falta de legitimación de hecho en 

la causa por pasiva” y “falta de legitimidad por pasiva del ente territorial”, que se 

propusieron como medio exceptivo previo y mixto respectivamente, y diferirá el 

estudio de las mismas como una excepción de fondo para ser decididas al momento 

de dictar sentencia de primera instancia. 

 

Frente a la figura de la “prescripción” se tiene que el artículo 100 del Código General 

del Proceso, no la enlista dentro de las excepciones previas; no obstante, en virtud 

de que el parágrafo 2 del artículo 175 del CPACA autoriza su decisión de manera 

anticipada, el Despacho diferirá el estudio de esta para el momento del fallo, pues 

                                            
6        Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia del 25 de marzo de 2010, rad.: 05001-23-31-000-2000-02571-
01 (1275-08), M.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren 
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inicialmente se deberá determinar si las pretensiones de la demanda tienen 

vocación de prosperidad para luego determinar si hay derechos prescritos. 

 

En cuanto a las demás excepciones formuladas por ambas demandadas, el 

Despacho se abstendrá de pronunciarse sobre ellas en esta etapa por cuanto todas 

atacan el fondo del asunto y deberán entonces resolverse al momento de dictar 

sentencia. 

 

En mérito de lo expuesto, y con el ánimo de impulsar el proceso según las normas 

que rigen el trámite de los asuntos ordinarios, el Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Declarar impróspera la excepción de “caducidad” propuesta por el 

Departamento del Cesar, según la motivación expuesta en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: Diferir para el momento de la sentencia el estudio y resolución de las 

excepciones de “prescripción”, “falta de legitimación en la causa por pasiva”, “falta 

de legitimación de hecho en la causa por pasiva” y “falta de legitimidad por pasiva 

del ente territorial”, propuestas en su orden por La Nación – Ministerio de Educación 

– Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y el ente territorial 

demandado, por las consideraciones expuestas en esta providencia. 

 

TERCERO: En aras de impulsar el trámite del proceso de la referencia según las 

reglas contenidas en la Ley 1437 de 2011, fíjese fecha y hora para la celebración 

en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el día treinta y uno (31) de 

octubre de 2023, a las 08:30 a.m., la cual se llevará a cabo en forma concentrada 

junto con otros casos que atiende este juzgado con temática similar, a través de la 

plataforma virtual que para el efecto se estime pertinente. 

 

Por Secretaría, convóquese a las partes para que comparezcan a la citada diligencia  

de manera virtual la plataforma que ofrece el Consejo Superior de la Judicatura. Así  

mismo, se les requiere (a las partes y/o apoderados judiciales) para que dentro de 

los cinco (5) días siguientes a la notificación de este proveído informen la cuenta de 

correo electrónico y el número de teléfono (fijo o celular), lo anterior para establecer 

contacto y remitirles el vínculo (link o enlace) de ingreso a dicha audiencia virtual. 

 

Se les advierte a los apoderados que la asistencia a esta audiencia es obligatoria y 

sobre las consecuencias legales de la inasistencia a la misma. También podrán 

asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 

 

CUARTO: Reconózcase personería para actuar a DAVID EMILIO CUBILLOS 

MORALES como apoderado judicial de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, en los términos y para los efectos a que se contrae el poder 

especial a él conferido, obrantes en el índice No. 11 del expediente electrónico. 

 

QUINTO: Reconózcase personería para actuar a RODRIGO ESTEBAN MORÓN 

CUELLO como apoderado judicial del DEPARTAMENTO DEL CESAR en los 
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términos y para los efectos a que se contrae el poder especial a ella conferido, 

obrante en el índice No. 16 del expediente electrónico.  

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: DENIS ESTHER ZALABATA TORRES 

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 
– FIDUPREVISORA S.A. - DEPARTAMENTO DEL 
CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00306-00 

      

Por haber sido subsanada y reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 

162 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

este Despacho considera admisible la presente demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho, promovida por DENIS ESTHER ZALABATA 

TORRES, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – FIDUPREVISORA S.A. – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto administrativo Resolución 

CES2023ER002746 – CES2023EE003588 de fecha 17 de febrero de 2023, a través 

del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria de que trata 

las Leyes 1071 de 2006 y 1955 de 2019. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por DENIS ESTHER ZALABATA 

TORRES, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – FIDUPREVISORA S.A. - DEPARTAMENTO DEL 

CESAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – FIDUPREVISORA S.A. - DEPARTAMENTO DEL CESAR, de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Departamento del Cesar / Secretaría de Educación 

Departamental del Cesar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte 

al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 7 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 
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Juez

Juzgado Administrativo

007



Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: c13ff0edbb513121ccb14d6a80657d695f9c68d938bc722b212d529e32e1cf76

Documento generado en 04/08/2023 09:36:47 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 
 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: JOSÉ CARLOS CUJIA FUENTES 

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 
NACIONAL 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00314-00 

      

Por haber sido subsanada y reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 

162 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

este Despacho considera admisible la presente demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho, promovida por JOSÉ CARLOS CUJIA FUENTES, 

quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO 

DEFENSA – POLICÍA NACIONAL en procura de obtener la nulidad de los fallos de 

primera1 y segunda2 instancia proferidos dentro de la investigación disciplinaria EE-

DECES-2021-00262, mediante los cuales se decidió destituir e inhabilitar para 

ejercer cargos públicos por un término de diez (10) años al demandante y, la 

Resolución No. 04580 del 30 de diciembre de 2022 por la cual se ordenó retirarlo 

del servicio activo de la Policía Nacional. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por JOSÉ CARLOS CUJIA 

FUENTES, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

 

TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

                                                           
1  Fallo de fecha 12 de septiembre de 2022, proferido por el jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de 
Juzgamiento No 20 
2  Fallo de fecha 31 de octubre de 2022, proferido por el Inspector Delegado de Juzgamiento Región de Policía 
No. 8. 
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CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese a la Policía Nacional / Inspección Delegada Región No 8, para que 

en el término del traslado de la demanda adjunte al presente proceso copia 

autentica del expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 

actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, so pena de que el 

funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria gravísima sancionable, de 

conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a ROSMALDO JOSÉ BARRIO 

OROZCO como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para 

los efectos a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 8 del 

sistema de información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 
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Juez
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LEVIER MARÍA ÁVILA VERGARA 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00334-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por LEVIER MARÍA ÁVILA VERGARA, quien actúa mediante apoderado 
judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el 9 de diciembre de 2021 a través del cual se negó 
el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna de las 
cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por retardo en 
la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la Ley 52 de 
1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por LEVIER MARÍA ÁVILA 
VERGARA, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 52-53 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
 
 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f5895f2d73d3b1392e51216ccf4a3477a1572775a464b8c0716d35e15d43ef03

Documento generado en 04/08/2023 02:49:36 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: MANUEL JOSÉ MOLINA MANJARRÉS  
DEMANDADO: INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y 

CARCELARIO 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00335-00 

 
 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de reparación directa, promovida por 
MANUEL JOSÉ MOLINA MANJARRÉS, YOLANDA ISABEL CALVO MESSINO, 
ANGÉLICA MARÍA MANJARRÉS MELGAREJO, MARYURIS PATRICIA 
MANJARRÉS MELGAREJO, MARÍA CONCEPCIÓN MOLINA MANJARRÉS, SHIRLI 
EMELINA MOLINA MANJARRÉS y KATERINE DEL CARMEN MANJARRÉS 
MELGAREJO, quienes actúan mediante apoderado judicial en contra del 
INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO en procura de obtener 
la declaratoria de responsabilidad extracontractual por las lesiones que sufrió el 
señor Manuel José Molina Manjarrés el 14 de mayo de 2021 en el Establecimiento 
Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Valledupar. 
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
reparación directa promovida por MANUEL JOSÉ MOLINA MANJARRÉS, 
YOLANDA ISABEL CALVO MESSINO, ANGÉLICA MARÍA MANJARRÉS 
MELGAREJO, MARYURIS PATRICIA MANJARRÉS MELGAREJO, MARÍA 
CONCEPCIÓN MOLINA MANJARRÉS, SHIRLI EMELINA MOLINA MANJARRÉS y 
KATERINE DEL CARMEN MANJARRÉS MELGAREJO, quienes actúan mediante 
apoderado judicial en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y 
CARCELARIO. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto al INSTITUTO NACIONAL 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO, a través de sus representantes o quienes hagan 
sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 197 y 199 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SÉPTIMO: Reconózcase personería a SAID JOELYS TORREGROSA MOJICA 
como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 
a que se contrae el poder especial a él conferido, obrante en el índice N.° 1 del 
expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 
 

 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: YAKELINE SÁNCHEZ VELÁSQUEZ  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00336-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por JAKELINE SÁNCHEZ VELÁSQUEZ, quien actúa mediante 

apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –

MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad del acto 

administrativo ficto o presunto configurado el 15 de enero de 2022 por la falta de 

contestación a la petición de interés particular elevada por la parte actora el 15 de 

octubre de 2021, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el artículo 

99 de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 

1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por JAKELINE SÁNCHEZ 

VELÁSQUEZ, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN 

– MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Municipio de Valledupar / Secretaría de Educación Municipal de 

Valledupar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte al presente 

proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 
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Juan José	  	  Castro	  	  Núñez
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: WILSON ENRIQUE CASTRO ARJONA  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00337-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por WILSON ENRIQUE CASTRO ARJONA, quien actúa mediante 

apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –

MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad del acto 

administrativo ficto o presunto configurado el 18 de febrero de 2023 por la falta de 

contestación a la petición de interés particular elevada por la parte actora el 18 de 

noviembre de 2022, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la 

sanción por mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los 

intereses a las cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 

de 1990 y Decreto 1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por WILSON ENRIQUE 

CASTRO ARJONA, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Municipio de Valledupar / Secretaría de Educación Municipal de 

Valledupar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte al presente 

proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 
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Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: LEDIS ENITH CASTILLA CANTILLO  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00338-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por LEDYS ENITH CASTILLA CANTILLO, quien actúa mediante 

apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –

MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad del acto 

administrativo ficto o presunto configurado el 15 de enero de 2022 por la falta de 

contestación a la petición de interés particular elevada por la parte actora el 15 de 

octubre de 2021, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción 

por mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el artículo 

99 de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 

1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por LEDYS ENITH CASTILLA 

CANTILLO, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Municipio de Valledupar / Secretaría de Educación Municipal de 

Valledupar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte al presente 

proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007



Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: df743a25b73e643b6b62f8290e590d100442420af4442b67e072b6693a059f72

Documento generado en 04/08/2023 09:36:57 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 
 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: ALBERTO PÉREZ SÁNCHEZ  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00339-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por ALBERTO PÉREZ SÁNCHEZ, quien actúa mediante apoderado 

judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 

DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto 

administrativo  No. CES2023ER006750-CES2023EE006833 de fecha 21 de marzo 

de 2023, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción por 

mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el artículo 99 

de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 

1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por ALBERTO PÉREZ 

SÁNCHEZ, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL CESAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Departamento del Cesar / Secretaría de Educación 

Departamental del Cesar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte 

al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: EDGAR ENRIQUE RIVERA PIZZARRO  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00340-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por EDGAR ENRIQUE RIVERA PIZZARRO, quien actúa mediante 

apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 

DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto 

administrativo  No. CES2023ER006750-CES2023EE006833 de fecha 21 de marzo 

de 2023, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción por 

mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el artículo 99 

de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 

1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por EDGAR ENRIQUE RIVERA 

PIZZARRO, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL CESAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Departamento del Cesar / Secretaría de Educación 

Departamental del Cesar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte 

al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: GLORIA ELENA SOTO MONTESINO 

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00341-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por GLORIA ELENA SOTO MONTESINO, quien actúa mediante 

apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 

DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto 

administrativo  No. CES2023ER006750-CES2023EE006833 de fecha 21 de marzo 

de 2023, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción por 

mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el artículo 99 

de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 

1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por GLORIA ELENA SOTO 

MONTESINO, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN 

– MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL CESAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Departamento del Cesar / Secretaría de Educación 

Departamental del Cesar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte 

al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: ROBINSON DE JESÚS FERNÁNDEZ PEREIRA  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00342-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por ROBINSON DE JESÚS FERNÁNDEZ PEREIRA, quien actúa 

mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad 

del acto administrativo ficto o presunto configurado el 22 de febrero de 2022 por la 

falta de contestación a la petición de interés particular elevada por la parte actora el 

22 de noviembre de 2021, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de 

la sanción por mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en 

el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los 

intereses a las cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 

de 1990 y Decreto 1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por ROBINSON DE JESÚS 

FERNÁNDEZ PEREIRA, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Municipio de Valledupar / Secretaría de Educación Municipal de 

Valledupar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte al presente 

proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: DIDY DIANA PERPIÑÁN ANTELIZ 

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00343-00 

      
Procede el Despacho a estudiar demanda de la referencia, observando que la 

misma adolece de las siguientes fallas: 

 

El artículo 160 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece: 

“ARTÍCULO 160. DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al proceso deberán 
hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley permita su 
intervención directa. 

Los abogados vinculados a las entidades públicas pueden representarlas en los procesos 
contenciosos administrativos mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante 
delegación general o particular efectuada en acto administrativo”. 

En armonía con ello, el artículo 5 de la Ley 2213 de 2022, señala: 

“ARTÍCULO 5°. PODERES. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o 
reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado que 
deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser remitidos 
desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones judiciales”. -Se 
resalta por fuera del texto original-.  

Por su parte, el artículo 74 del Código General de Proceso aplicable a este asunto 

por remisión expresa del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 

“ARTÍCULO 74. PODERES. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán 

conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse 

por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados 

y claramente identificados. 
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El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial 

dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser 

presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. 

Las sustituciones de poder se presumen auténticas.  

 

Los poderes podrán extenderse en el exterior, ante cónsul colombiano o el funcionario que 

la ley local autorice para ello; en ese último caso, su autenticación se hará en la forma 

establecida en el artículo 251. 

 

Cuando quien otorga el poder fuere una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien 

se otorga hace constar que tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquella y que quien 

lo confiere es su representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias. De la 

misma manera se procederá cuando quien confiera el poder sea apoderado de una persona. 

Se podrá conferir poder especial por mensaje de datos con firma digital. Los poderes podrán 

ser aceptados expresamente o por su ejercicio”. -Se resalta por fuera del texto original-.  

 

En línea con ello, analizada la demanda desde esa óptica, se observa que el poder 

allegado para este efecto judicial, no se confirió a través de mensaje de datos, tal 

como lo dispone la Ley 2213 de 2022 en su artículo 5. En su defecto, tampoco lleva 

consigo la constancia de presentación personal de conformidad con lo establecido 

en el artículo 74 del Código General del Proceso, que dispone que deberá ser 

presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o 

notario. En consecuencia, no puede tenerse como otorgado en debida forma, de 

conformidad con las previsiones normativas antes referidas. 

 

Por tal razón, la parte actora deberá subsanar el yerro señalado, i) anexando el 

mensaje de datos mediante el cual se remitió el poder otorgado por el demandante 

o la nota de presentación personal según sea el caso. 

 

En tal virtud, el Despacho 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 

trazados en la parte considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, para 

que corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda, a tenor de lo 

dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7/JCN/kto 

 



Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: PEDRO ANTONIO TEJADA BERMÚDEZ  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00347-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por PEDRO ANTONIO TEJADA BERMÚDEZ, quien actúa mediante 

apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –

DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto 

administrativo No. CES2023ER006750-CES2023EE006833 de fecha 21 de marzo 

de 2023, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción por 

mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el artículo 99 

de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 

1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por PEDRO ANTONIO TEJADA 

BERMÚDEZ, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Departamento del Cesar / Secretaría de Educación 

Departamental del Cesar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte 

al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: WILLIAM JOSÉ ZAPATA LÁZARO  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00348-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por WILLIAM JOSÉ ZAPATA LÁZARO, quien actúa mediante apoderado 

judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –

DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto 

administrativo No. CES2023ER006750-CES2023EE006833 de fecha 21 de marzo 

de 2023, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción por 

mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el artículo 99 

de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 

cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 

1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por WILLIAN JOSÉ ZAPATA 

LÁZARO, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Departamento del Cesar / Secretaría de Educación 

Departamental del Cesar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte 

al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: YENIS VIDES FLÓREZ  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00349-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por YENIS VIDES FLÓREZ, quien actúa mediante apoderado judicial, 

en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL 

CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto administrativo No. 

CES2023ER006750-CES2023EE006833 de fecha 21 de marzo de 2023, a través 

del cual se le negó el reconocimiento y pago de la sanción por mora por la no 

consignación oportuna de la cesantías establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 

1990 y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías 

establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 de 1990 y Decreto 1176 de 

1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por YENIS VIDES FLÓREZ, 

quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Departamento del Cesar / Secretaría de Educación 

Departamental del Cesar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte 

al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007



Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: a900dc785f44faa4607313d454ffeb9e531bddeb498021f5f77c1b825ad5f902

Documento generado en 04/08/2023 09:37:07 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 
 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: CARMEN CECILIA ALCÁZAR TORRENEGRA  

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00350-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por CARMEN CECILIA ALCÁZAR TORRENEGRA, quien actúa 

mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad 

del acto administrativo ficto o presunto configurado el 6 de marzo de 2022 por la 

falta de contestación a la petición de interés particular elevada por la parte actora el 

6 de diciembre de 2021, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de la 

sanción por mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los 

intereses a las cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 

de 1990 y Decreto 1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por CARMEN CECILIA 

ALCÁZAR TORRENEGRA, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de 

LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Municipio de Valledupar / Secretaría de Educación Municipal de 

Valledupar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte al presente 

proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 

 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: EDWIN MUNIVE PADILLA 

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00351-00 

      
Procede el Despacho a estudiar demanda de la referencia, observando que la 

misma adolece de las siguientes fallas: 

 

El artículo 160 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece: 

“ARTÍCULO 160. DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al proceso deberán 
hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley permita su 
intervención directa. 

Los abogados vinculados a las entidades públicas pueden representarlas en los procesos 
contenciosos administrativos mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante 
delegación general o particular efectuada en acto administrativo”. 

En armonía con ello, el artículo 5 de la ley 2213 de 2022, señala: 

“ARTÍCULO 5°. PODERES. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o 
reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado que 
deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser remitidos 
desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones judiciales”. -Se 
resalta por fuera del texto original-.  

Por su parte, el artículo 74 del Código General de Proceso aplicable a este asunto 

por remisión expresa del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 

“ARTÍCULO 74. PODERES. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán 

conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse 

por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados 

y claramente identificados. 
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El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial 

dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser 

presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. 

Las sustituciones de poder se presumen auténticas.  

 

Los poderes podrán extenderse en el exterior, ante cónsul colombiano o el funcionario que 

la ley local autorice para ello; en ese último caso, su autenticación se hará en la forma 

establecida en el artículo 251. 

 

Cuando quien otorga el poder fuere una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien 

se otorga hace constar que tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquella y que quien 

lo confiere es su representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias. De la 

misma manera se procederá cuando quien confiera el poder sea apoderado de una persona. 

Se podrá conferir poder especial por mensaje de datos con firma digital. Los poderes podrán 

ser aceptados expresamente o por su ejercicio”. -Se resalta por fuera del texto original-.  

 

En línea con ello, analizada la demanda desde esa óptica, se observa que el poder 

allegado para este efecto judicial, no se confirió a través de mensaje de datos, tal 

como lo dispone la Ley 2213 de 2022 en su artículo 5. En su defecto, tampoco lleva 

consigo la constancia de presentación personal de conformidad con lo establecido 

en el artículo 74 del Código General del Proceso, que dispone que deberá ser 

presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o 

notario. En consecuencia, no puede tenerse como otorgado en debida forma, de 

conformidad con las previsiones normativas antes referidas. 

 

Por tal razón, la parte actora deberá subsanar el yerro señalado, i) anexando el 

mensaje de datos mediante el cual se remitió el poder otorgado por el demandante 

o la nota de presentación personal según el caso. 

 

En tal virtud, el Despacho 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 

trazados en la parte considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, para 

que corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda, a tenor de lo 

dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7/JCN/kto 
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Juez
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: MARÍA DEL CARMEN RAMÍREZ GUTIÉRREZ 

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00353-00 

      

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 

considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

promovida por MARÍA DEL CARMEN RAMÍREZ GUTIÉRREZ, quien actúa 

mediante apoderado judicial, en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad 

del acto administrativo ficto o presunto configurado el 5 de diciembre de 2022 por la 

falta de contestación a la petición de interés particular elevada por la parte actora el 

5 de septiembre de 2022, a través del cual se le negó el reconocimiento y pago de 

la sanción por mora por la no consignación oportuna de la cesantías establecida en 

el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío de los 

intereses a las cesantías establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, ley 50 

de 1990 y Decreto 1176 de 1991. 

 

Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Círculo Judicial 

de Valledupar,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por MARÍA DEL CARMEN 

RAMÍREZ GUTIÉRREZ, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 

CESAR. 

 

SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 

Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 

artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 

numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de 

30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 

atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEXTO: Ofíciese al Departamento del Cesar / Secretaría de Educación 

Departamental del Cesar, para que en el término del traslado de la demanda adjunte 

al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 

gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 

artículo 175 del C.P.A.C.A.  

 

SÉPTIMO: Reconózcase personería jurídica a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO 

como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 

a que se contrae el poder especial conferido, obrante en el índice 1 del sistema de 

información judicial SAMAI. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

J7A/JCN/kto 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

  

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: LEONOR CECILIA DAZA CALDERÓN 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00355-00 

 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar la demanda de la referencia en los términos del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contenciosos Administrativo. 

 

II. ANTECEDENTES. 

 

La señora Leonor Cecilia Daza Calderón, a través de apoderado judicial, promovió 

demanda laboral en contra del Municipio de Valledupar a fin de que se decrete la 

reliquidación de la indemnización sustitutiva de pensión reconocida mediante la 

resolución N.° 887 de 10 de marzo de 2015. 

 

La demanda fue asignada al Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales de 

Valledupar, quien mediante auto de fecha 28 de febrero de 2023 declaró la falta de 

jurisdicción y competencia dentro del asunto, ordenando remitir el expediente a los 

Juzgados Administrativos de esta ciudad. Surtido el reparto, el conocimiento del 

asunto le correspondió a esta judicatura según acta de fecha 11 de julio de 2023. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 171 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo establece el trámite de la demanda y contempla la posibilidad de que 

el Juez de lo Contencioso adecúe la demanda al medio de control que corresponda, 

aunque el demandante haya optado por uno que difiera de sus pretensiones, 

siempre y cuando cumpla con los requisitos formales en aras de garantizar el 

derecho fundamental de acceso a la administración de justicia. 

 

Pese a lo anterior, no encuentra el Despacho dentro de los medios de control que 

se tramitan en esta jurisdicción uno que se ajuste o que sea adecuado a las 

pretensiones formuladas en la demanda de la referencia. 

 

Bajo esta línea de intelección, el Despacho conminará a la parte actora para que 

adecúe la demanda a alguno de los medios de control dispuesto en el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en procura de sus 

intereses, so pena de aplicar las consecuencias previstas en el inciso 2º del artículo 

169 ibídem.  
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: Conminar a la parte actora, para que revise y corrija los defectos 

anotados, de acuerdo con los lineamientos trazados en la parte considerativa de la 

presente providencia.  

 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, para 

que corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: MARÍA DEL CARMEN VILLACOB NAVARRO 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-000356-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por MARÍA DEL CARMEN VILLACOB NAVARRO, quien actúa mediante 
apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad 
del acto administrativo ficto configurado el 10 de febrero de 2022 a través del cual 
se negó el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna 
de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por 
retardo en la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la 
Ley 52 de 1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por MARÍA DEL CARMEN 
VILLACOB NAVARRO, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 53-54 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 
 

 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: JOSÉ HÉCTOR MAESTRE HERRERA 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00357-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por JOSÉ HÉCTOR MAESTRE HERRERA, quien actúa mediante 
apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad 
del acto administrativo ficto configurado el 10 de febrero de 2022 a través del cual 
se negó el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna 
de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por 
retardo en la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la 
Ley 52 de 1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por JOSÉ HÉCTOR MAESTRE 
HERRERA, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 53-54 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: AMILCAR JOSÉ ARIAS DÍAZ 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00358-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por AMILCAR JOSÉ ARIAS DÍAZ, quien actúa mediante apoderado 
judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el 11 de febrero de 2022 a través del cual se negó 
el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna de las 
cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por retardo en 
la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la Ley 52 de 
1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por AMILCAR JOSÉ ARIAS 
DÍAZ, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 53-54 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 
 

 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: MANUELA BAUTISTA ARRIETA MARTÍNEZ 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00359-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por MANUELA BAUTISTA ARRIETA MARTÍNEZ, quien actúa mediante 
apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad 
del acto administrativo ficto configurado el 10 de febrero de 2022 a través del cual 
se negó el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna 
de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por 
retardo en la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la 
Ley 52 de 1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por MANUELA BAUTISTA 
ARRIETA MARTÍNEZ, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 53-54 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: AURORA VERGARA FIGUEROA 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00360-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por AURORA VERGARA FIGUEROA, quien actúa mediante apoderado 
judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el 11 de febrero de 2022 a través del cual se negó 
el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna de las 
cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por retardo en 
la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la Ley 52 de 
1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por AURORA VERGARA 
FIGUEROA, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 53-54 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 
 
 

 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

  

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: YUDI MATILDE SANTIZ PALENCIA 

DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL –DIRECCIÓN EJECUTIVA 

DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00362-00 

 

 

I. ASUNTO 

 

Encontrándose el proceso al Despacho a fin de adoptar la decisión correspondiente, 

se advierte, que el suscrito se encuentra incurso en la causal de impedimento 

consagrada en el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso, por 

lo que procederá a declarar el mismo, previas los siguientes, 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Las causales de impedimentos y recusaciones son de índole taxativa y su aplicación 

debe darse en forma restrictiva, de modo que ni los funcionarios ni los apoderados 

pueden adicionarlas o aplicarles criterios analógicos por vía de interpretación. 

 

El artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, establece expresamente que los jueces 

administrativos deberán declararse impedidos en los casos que señala el artículo 

141 de la Ley 1564 de 2012 y además en las causales que esa disposición 

consagra. 

 

Ahora bien, encontrándose el proceso de la referencia al Despacho para resolver lo 

pertinente sobre el trámite de primera instancia proferida dentro de esta causa, se 

avizoró al efectuar estudio del curso procesal de la actuación que el suscrito se 

encuentra impedido para decidir el fondo del asunto. En efecto, de la revisión del 

paginario se encontró que en el sub lite se discute la procedencia de la reliquidación 

y pago de las prestaciones sociales y demás factores, incluyéndole el 30% de la 

prima especial consagrada en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 y que ha 

devengado como Juez Municipal desde el año 2018 a la fecha. 

 

El numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por expresa 

remisión de la Ley 1437 de 2011, dispone que es causal de recusación: 

 

 “(…) 1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 

del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto 

en el proceso”. 
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En mi caso particular el impedimento para decidir el fondo de las pretensiones, 

obedece a que el suscrito también funge como juez de circuito y por esta razón 

devengo la prima especial en las mismas circunstancias que la parte demandante 

en el sub lite. Ello también conlleva a que eventualmente el suscrito también 

presentará demanda en contra de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

por los mismos hechos y fundando las mismas pretensiones que la demandante en 

el caso que se discute, en caso de estructurarse los fundamentos de facto que 

permitirían la reclamación ante la Administración en similar sentido. 

 

En la misma causal se encontrarían impedidos los demás jueces que componen 

este circuito judicial, en la medida que todos por razón del cargo que ostentamos, 

devengamos la prima especial de servicios objeto de la litis y por ende también se 

encuentran impedidos para conocer del presente asunto, siendo así necesario 

declarar el impedimento de los jueces administrativos de este circuito judicial de 

conformidad con lo contemplado en el numeral 2 del artículo 131 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

Ahora bien, el Consejo Superior de la Judicatura, a efectos de garantizar el 

funcionamiento, la oportuna y eficiente administración de justicia, mediante 

ACUERDO PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023 creó unos despachos 

transitorios en la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y estableció en el 

parágrafo 1 del artículo 4 la competencia de dichos juzgados, así: 

 

“PARAGRAFO 1°. Los juzgados administrativos transitorios creados en este artículo 

conocerán de los procesos en trámite generados en la reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la rama judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a 

cargo de los despachos transitorios que operaron en el 2022, así como de los demás de este 

tipo que reciban por reparto”. 

 

Con fundamento en el acuerdo anterior, esta agencia judicial ordenará remitir el 

expediente de la referencia al Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito 

Judicial de Valledupar, para que, avoque el conocimiento de este asunto. 

 

Por lo anterior, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de 

Valledupar, 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declarar que en el juez que preside este Despacho concurre la causal 

de impedimento prevista por el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso. 

 

SEGUNDO: Advertir que los demás jueces administrativos de este circuito judicial 

se encuentran inmersos en la causal de impedimento establecida en el numeral 1° 

del artículo 141 del Código General del Proceso, de conformidad con lo 

contemplado en el numeral 2 del artículo 131 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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TERCERO. Dispóngase el envío inmediato del expediente al Juzgado 402 

Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Valledupar, por lo expuesto en 

precedencia 

 

 

Notifíquese y cúmplase. 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: JOSÉ ALBERTO MARTÍNEZ JARAMILLO Y OTROS 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00363-00 

 
 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de reparación directa, promovida por 
JOSÉ ALBERTO MARTÍNEZ JARAMILLO, ZOILA ROSA PEREIRA ROLLET, 
SERGIO ANDRÉS MARTÍNEZ PEREIRA, ESTEFANNI YISETH MARTÍNEZ 
PEREIRA, YOLEIDIS ESTHER MARTÍNEZ PEREIRA, JORGE ARMANDO 
MARTÍNEZ PEREIRA, JOSE ALBERTO MARTÍNEZ PEREIRA, DANIEL ARMANDO 
ORTIZ MARTÍNEZ y DANIELA ALEXANDRA ORTIZ MARTÍNEZ, quienes actúan 
mediante apoderado judicial en contra del MUNICIPIO DE VALLEDUPAR en 
procura de obtener la declaratoria de responsabilidad extracontractual por la muerte 
del joven ANDRÉS SAUL MARTÍNEZ PEREIRA ocurrida el 14 de octubre de 2021, 
quien según la parte actora murió por ahogamiento en el Río Guatapurí.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
reparación directa promovida por JOSÉ ALBERTO MARTÍNEZ JARAMILLO, ZOILA 
ROSA PEREIRA ROLLET, SERGIO ANDRÉS MARTÍNEZ PEREIRA, ESTEFANNI 
YISETH MARTÍNEZ PEREIRA, YOLEIDIS ESTHER MARTÍNEZ PEREIRA, JORGE 
ARMANDO MARTÍNEZ PEREIRA, JOSE ALBERTO MARTÍNEZ PEREIRA, DANIEL 
ARMANDO ORTIZ MARTÍNEZ y DANIELA ALEXANDRA ORTIZ MARTÍNEZ, 
quienes actúan mediante apoderado judicial, en contra del MUNICIPIO DE 
VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto al MUNICIPIO DE 
VALLEDUPAR, a través de sus representantes o quienes hagan sus veces, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 197 y 199 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
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Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a BELISARIO JIMÉNEZ LUQUEZ como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante en el índice N.° 1 del expediente 
electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: YEMILE ESTER CAMARGO GUTIÉRREZ 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00365-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por YEMILE ESTER CAMARGO GUTIÉRREZ, quien actúa mediante 
apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL –FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad 
del acto administrativo ficto configurado el 29 de marzo de 2023 que niega el 
reconocimiento de la sanción moratoria de conformidad con lo establecido en la ley 
1071 de 2006 y la ley 1955 de 2019.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por YEMILE ESTER CAMARGO 
GUTIÉRREZ, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
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Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 19-20 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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Juan José	  	  Castro	  	  Núñez
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: CARMEN PROSCOPIA ARAMENDIZ RODRÍGUEZ 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00366-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por CARMEN PROSCOPIA ARAMENDIZ RODRÍGUEZ, quien actúa 
mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL –FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la 
nulidad del acto administrativo ficto configurado el 29 de marzo de 2023 que niega 
el reconocimiento de la sanción moratoria de conformidad con lo establecido en la 
ley 1071 de 2006 y la ley 1955 de 2019.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por CARMEN PROSCOPIA 
ARAMENDIZ RODRÍGUEZ, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de 
la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
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Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 21-22 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: JAVIER EDUARDO BARROS MUSSA 

DEMANDADO: AGUAS DEL CESAR S.A. E.S.P. 

RADICADO: 20001-23-33-007-2023-00368-00 

      
Procede el Despacho a estudiar la demanda de la referencia, observando que la 

misma adolece de las siguientes fallas: 

 

El artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, establece como requisitos de la demanda 

los siguientes: 

 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá dirigirse a quien 

sea competente y contendrá: 

 

1. La designación de las partes y de sus representantes. 

 

2. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se 

formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código para la 

acumulación de pretensiones. 

 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente 

determinados, clasificados y numerados. 

 

4. Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la impugnación de 

un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de su 

violación. 

 

5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso, este 

deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su poder. 

 

6. La estimación razonada de la cuantía, cuando sea necesaria para determinar la 

competencia. 

 

7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán las 

notificaciones personales. Para tal efecto, podrán indicar también su dirección electrónica. 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 

electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 

medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el 

demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la 
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demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este 

deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la 

parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.  

 

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al 

demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará al envío del auto 

admisorio al demandado”. –Resaltado por fuera del texto original-. 

 

A su turno, el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, prevé: 

 

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

 

1. Cuando los asuntos sean conciliables; el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá 

requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a 

nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.  

 

El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, pensionales, en los 

procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 de 2012, en los procesos en 

que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial, en relación con el medio 

de control de repetición o cuando quien demande sea una entidad pública. En los demás 

asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 

expresamente prohibida.  

 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 

fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación.  

 

2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse ejercido 

y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio negativo en 

relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto presunto. 

 

Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos 

procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral (…)”. –Se resalta por 

fuera del texto original-. 

En armonía con las normas antes señaladas, el artículo 166 ibidem prevé: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

1. Copia del acto acusado, con las constancias de su publicación, comunicación, notificación o 

ejecución, según el caso. Si se alega el silencio administrativo, las pruebas que lo demuestren, y si la 

pretensión es de repetición, la prueba del pago total de la obligación. 

Cuando el acto no ha sido publicado o se deniega la copia o la certificación sobre su publicación, se 

expresará así en la demanda bajo juramento que se considerará prestado por la presentación de la 

misma, con la indicación de la oficina donde se encuentre el original o el periódico, gaceta o boletín en 

que se hubiere publicado de acuerdo con la ley, a fin de que se solicite por el Juez o Magistrado 

Ponente antes de la admisión de la demanda. Igualmente, se podrá indicar que el acto demandado se 

encuentra en el sitio web de la respectiva entidad para todos los fines legales. 

2. Los documentos y pruebas anticipadas que se pretenda hacer valer y que se encuentren en poder 

del demandante, así como los dictámenes periciales necesarios para probar su derecho. 
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3. El documento idóneo que acredite el carácter con que el actor se presenta al proceso, cuando tenga 

la representación de otra persona, o cuando el derecho que reclama proviene de haberlo otro 

transmitido a cualquier título. 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de derecho privado. 

Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en el proceso, la prueba de su 

existencia y representación, salvo en relación con la Nación, los departamentos y los municipios y las 

demás entidades creadas por la Constitución y la ley. 

5. Copias de la demanda y de sus anexos para la notificación a las partes y al Ministerio Público. 

Por su lado, el artículo 6 de la Ley 2213 de 2022 establece: 

 

“ARTÍCULO 6°. DEMANDA. La demanda indicará el canal digital donde deben ser notificadas 

las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y cualquier tercero que deba 

ser citado al proceso, so pena de su inadmisión. No obstante, en caso que el demandante 

desconozca el canal digital donde deben ser notificados los peritos, testigos o cualquier tercero 

que deba ser citado al proceso, podrá indicarlo así en la demanda sin que ello implique su 

inadmisión. 

 

Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a los 

enunciados y enumerados en la demanda. Las demandas se presentarán en forma de 

mensaje de datos, lo mismo que todos sus anexos, a las direcciones de correo electrónico 

que el Consejo Superior de la Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya Iugar 

a este. De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 

electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 

 

En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que 

ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 

desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al presentar 

la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 

anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al 

inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que 

haga sus veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad 

judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 

 

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al 

demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al envío del auto 

admisorio al demandado.”- Se resalta por fuera del texto original-. 

 

Finalmente, el artículo 74 del Código General de Proceso aplicable a este asunto 

por remisión expresa del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 

“Artículo 74. Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán conferirse por 
escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse por documento 
privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente 
identificados. 
 

(…)” 

 

En primer lugar, debe señalarse que la parte actora promovió demanda laboral 

contra Aguas del Cesar S.A. E.S.P., a fin de que se declarara la existencia de un 
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contrato de trabajo por el interregno comprendido entre el 17 de enero de 2012 

hasta el 30 de septiembre de 2012, tiempo durante el cual estuvo vinculado 

mediante contratos de prestación de servicios. Reclamó además el reconocimiento 

y pago de las prestaciones sociales y demás emolumentos laborales, incluyendo en 

dichas pretensiones el pago de la cuota parte que la demandada dejó de trasladar 

a la AFP por concepto de pensión y el pago de la indemnización a que haya lugar.  

 

La mencionada demanda fue tramitada por el Juzgado Cuarto Laboral de 

Valledupar, quien adelantó el trámite de instancia y profirió la sentencia de fecha 27 

de noviembre de 2019 donde declaró que entre las partes existió un contrato de 

trabajo. Contra lo resuelto la entidad demandada interpuso recurso de apelación y 

el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Valledupar mediante providencia del 23 

de junio de 2023 declaró la falta de jurisdicción para conocer el presente asunto 

argumentando que todos los procesos que se cimientan bajo la pretensión de 

declaratoria de existencia de una relación laboral presuntamente encubierta a 

través de contratos de prestación de servicios con el estado son de conocimiento 

de los jueces administrativos, en consecuencia decretó la nulidad de la sentencia 

proferida en primera instancia así como de todas las actuaciones surtidas en la 

segunda instancia. 

 

Considera el Despacho que efectivamente la jurisdicción contencioso administrativa 

es la competente para conocer y decidir de fondo un proceso promovido para 

determinar la existencia de una relación laboral, presuntamente encubierta a través 

de la sucesiva suscripción de contratos de prestación de servicios con el Estado, de 

conformidad con las reglas de competencia fijadas por la Corte Constitucional1 y en 

atención a que de las funciones desempeñadas por el actor -en principio- se extrae 

que se trata de un empleado público.  

 

Concluido lo anterior, se tiene que el artículo 171 del C.P.A.C.A. establece el trámite 

de la demanda, contemplando la posibilidad de que juez de lo contencioso adecúe 

la demanda al medio de control que corresponda, aunque el demandante haya 

optado por uno que difiera de sus pretensiones, siempre y cuando cumpla con los 

requisitos formales, con el ánimo de salvaguardar el derecho de acceso a la 

administración de justicia y evitar eventuales fallos inhibitorios derivados de la 

denominada indebida escogencia de la acción. Al respecto la norma en cita prevé: 

 
“ARTÍCULO 171. ADMISIÓN DE LA DEMANDA. El juez admitirá la demanda que reúna los 

requisitos legales y le dará el trámite que le corresponda, aunque el demandante haya indicado 

una vía procesal inadecuada, mediante auto en el que dispondrá (…)” (resaltado propio) 

 
Es imperioso destacar, que determinar el medio de control adecuado para el estudio 

de las pretensiones de la demanda, es de gran relevancia para garantizar la 

efectividad del derecho sustancial, en cuanto marca el derrotero en la comprobación 

del cumplimiento de los presupuestos de la demanda y de la acción -requisito de 

procedibilidad, caducidad y formalidades de la demanda- y, en general, se establece 

la ritualidad con la que el operador judicial y las partes van a seguir el proceso. 

 

Corresponde entonces a este Despacho Judicial, definir los alcances del escrito 

introductorio para poner en funcionamiento el aparato estatal en la jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, teniendo en cuenta que revisados los hechos y anexos 

                                            
1  Esta regla fue reiterada en los Autos 492, 617 y 705 de 2021. 
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de la demanda se observa que la demandante presentó reclamación administrativa 

con radicado No. 5364 de fecha 21 de septiembre de 2015, pretendiendo que Aguas 

del Cesar S.A. E.S.P reconozca y pague todas las prestaciones sociales derivadas 

de un presunto contrato de trabajo, empero, la entidad demandada no accedió a ello 

mediante respuesta No. 100-0970 del 29 de octubre de 2015, negativa de la que 

deriva la presunta lesión a los derechos subjetivos del actor. 

 
Sobre este particular, el artículo 138 de la ley 1437 preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 138. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que se 

crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se 

declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el 

derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas 

causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior. (…)”. 

 

En consecuencia, es claro que, según las pretensiones de la demanda, el asunto 

que nos ocupa, debe ser adecuado al medio de control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, pues se extrae sin asomo de dudas que la 

inconformidad de la parte actora emana del contenido de un acto administrativo de 

carácter particular proferido por una entidad pública, que resuelve una situación 

jurídica particular y concreta sobre una persona determinada y donde la controversia 

suscitada gira en torno a la legalidad del mismo.  

 

Así las cosas, analizada la demanda desde esa óptica, se observa que la parte 

actora no realizó una relación adecuada de los hechos y omisiones, no enlistó 

debidamente sus pretensiones (que además son confusas al no ser propias del 

medio de control procedente), no identificó en debida forma el acto administrativo 

acusado, ni desarrolló el concepto de la violación, pues si bien transcribe algunos 

artículos constitucionales y legales que estima infringidos, no cumple con señalar 

una carga argumentativa clara y contundente respecto de cómo y en qué medida el 

acto administrativo trasgrede estos preceptos legales o constitucionales precisos, 

omisión que sí bien obedece a que se venía tramitando como una demanda 

ordinaria laboral, deberá subsanarse, en la medida que la vía procesal procedente 

exige que se delimite el marco en que el juez administrativo debe realizar la 

confrontación y verificar la legalidad del acto administrativo que se acusa de ilegal.  

 

Sumado a lo expuesto, no se advierte que se haya enviado copia de la demanda y 

sus anexos a la entidad demandada, al tenor de la exigencia contenida en el 

numeral 8 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Finalmente, el poder allegado para este efecto judicial también deberá subsanarse 

en la medida que los poderes especiales deberán determinar e identificar 

claramente los asuntos sobre los cuales recae, al tenor de lo consagrado en el 

artículo 74 del Código General de Procesos 

 

Por tal razón y, en resumen, la parte actora deberá subsanar los yerros señalados, 

i) adecuando la demanda a un medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, por ser este el medio de control procedente para reclamar las pretensiones 

señaladas en el libelo; ii) realizando una adecuada relación de los hechos y 

omisiones, así como de las pretensiones invocadas, en armonía con el medio de 

control indicado; (iii) individualizando en debida forma el acto administrativo 



 

6 
 

acusado; (iv) desarrollando la carga argumentativa o hermenéutica mínima del 

concepto de la violación, donde se establezca cuáles son las causales de nulidad 

del acto administrativo enjuiciado y las razones por las cuales dicho acto debe ser 

invalidado según el marco normativo aplicable; v) Allegando copia del acto acusado, 

constancia de su notificación y las pruebas de que se hayan agotado los recursos 

que de acuerdo con la ley fueron obligatorios (vi) enviando copia de la demanda y 

sus anexos a las entidades demandadas; y, vii) determinando el asunto del poder 

conferido para este efecto judicial. 

 

En tal virtud, el Despacho 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: REQUERIR a la parte actora para que adecue el asunto de la referencia 

al medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, por las razones 

explicadas en la parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, para 

que corrija el defecto señalado. 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 

 

 
J7/JCN/kto 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO (7°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

 

Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

      

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE: YAMILE TORRES ROJAS Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL  

RADICADO: 20001-33-33-007-2023-00370-00 

 

Previo a resolver sobre la admisibilidad de la demanda, el Despacho ordena oficiar 

al Ministerio de Defensa Nacional y al apoderado de la parte actora para que remitan 

copia de la constancia de notificación y ejecutoria de la resolución N.º 5007 de 23 

de noviembre de 2021 proferida por el Director de Asuntos Legales del Ministerio 

de Defensa Nacional, mediante la cual reconoció y ordenó el pago de los dineros 

reconocidos a favor de Yamile Torres Rojas y otros, en cumplimiento de la sentencia 

proferida dentro del medio de control de reparación directa radicado N.º 

20001231500020000089200. 

 

Termino para responder: Cinco (5) días. 

 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 

Juez 
J7A/JCN/amr 
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Juan José	  	  Castro	  	  Núñez
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: MATILDE GÓMEZ VARGAS 
DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

DEPARTAMENTO DEL CESAR 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00374-00 

 
 
Procede el Despacho a estudiar demanda de la referencia, observando que la 

misma adolece de las siguientes fallas: 

 

El artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, establece como requisitos de la demanda 

los siguientes: 

 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá dirigirse a quien 

sea competente y contendrá: 

 

1. La designación de las partes y de sus representantes. 

 

2. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se 

formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código para la 

acumulación de pretensiones. 

 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente 

determinados, clasificados y numerados. 

 

4. Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la impugnación de 

un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de su 

violación. 

 

5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso, este 

deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su poder. 

 

6. La estimación razonada de la cuantía, cuando sea necesaria para determinar la 

competencia. 

 

7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán las 

notificaciones personales. Para tal efecto, podrán indicar también su dirección electrónica. 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 

electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 

medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el 

demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la 

demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este 
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deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la 

parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.  

 

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al 

demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará al envío del auto 

admisorio al demandado”. –Resaltado por fuera del texto original-. 

 

En armonía con el artículo precitado, el artículo 157 ibídem establece la manera en 

que se determinará la competencia por razón de la cuantía, en los siguientes 

términos: 

 

“ARTÍCULO 157. Para efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se 

determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la 

estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ello pueda considerarse la 

estimación de los perjuicios morales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. 

En asuntos de carácter tributario, la cuantía se establecerá por el valor de la suma discutida 

por concepto de impuestos, tasas, contribuciones y sanciones.  

 

Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, 

la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor.  

 

En las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho no podrá prescindirse de la 

estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al restablecimiento.  

 

La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar 

en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, que se 

causen con posterioridad a la presentación de aquella.  

 

Cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término indefinido, como pensiones, 

la cuantía se determinará por el valor de lo que se pretenda por tal concepto desde cuando 

se causaron y hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) años”. –Resaltado 

por fuera del texto original-. 

 

A su turno, el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, prevé: 

 

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

 

1. Cuando los asuntos sean conciliables; el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá 

requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a 

nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.  

 

El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, pensionales, en los 

procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 de 2012, en los procesos en 

que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial, en relación con el medio 

de control de repetición o cuando quien demande sea una entidad pública. En los demás 

asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 

expresamente prohibida.  

 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 

fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación.  
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2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse ejercido 

y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio negativo en 

relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto presunto. 

 

Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos 

procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral (…)”. –Se resalta por 

fuera del texto original-. 

 

Finalmente, el artículo 6 de la Ley 2213 de 2022, establece: 

 

“ARTÍCULO 6°. DEMANDA. La demanda indicará el canal digital donde deben ser notificadas 

las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y cualquier tercero que deba 

ser citado al proceso, so pena de su inadmisión. No obstante, en caso que el demandante 

desconozca el canal digital donde deben ser notificados los peritos, testigos o cualquier tercero 

que deba ser citado al proceso, podrá indicarlo así en la demanda sin que ello implique su 

inadmisión. 

 

Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a los 

enunciados y enumerados en la demanda. Las demandas se presentarán en forma de 

mensaje de datos, lo mismo que todos sus anexos, a las direcciones de correo electrónico 

que el Consejo Superior de la Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya Iugar 

a este. De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 

electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 

 

En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que 

ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 

desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al presentar 

la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 

anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al 

inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que 

haga sus veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad 

judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 

 

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al 

demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al envío del auto 

admisorio al demandado.”- Se resalta por fuera del texto original-. 

 

En primer lugar debe señalarse que, la parte actora pretende la nulidad de las 

resoluciones N.° 61534 de 3 de marzo de 2023 y DPE 8612 del 23 de junio de 2023 

por medio de las cuales la Administradora Colombiana de Pensiones le negó el 

reconocimiento y pago de una pensión de vejez y resolvió el recurso de apelación, 

confirmándola. Pretende además, se declare la existencia de una verdadera 

relación laboral con el Departamento del Cesar desde el 1º de abril de 1996 hasta 

el 10 de diciembre de 2001 por haber laborado en el Instituto Departamental de 

Tránsito del Cesar, pero el libelista no aportó la reclamación administrativa 

efectuada en este sentido y el agotamiento del procedimiento administrativo. 

 

Bajo ese entendido, y analizada la demanda desde esa óptica, se observa que la 

parte actora no enlistó debidamente sus pretensiones (que además son confusas),  
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Por tal razón y, en resumen, la parte actora deberá subsanar los yerros señalados, 

i) Expresando con claridad y precisión las pretensiones de la demanda; (ii) 

aportando la reclamación administrativa pretendiendo la declaratoria de existencia 

de una verdadera relación laboral con el Departamento del Cesar como está trazada 

en la pretensión tercera de la demanda; (iii) aportando constancia de la conclusión 

del procedimiento administrativo respecto a la pretensión tercera de la demanda. 

 

En tal virtud, el Despacho 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 

trazados en la parte considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, para 

que corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda, a tenor de lo 

dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: JOHANA KATHERINE MEJÍA BARBOSA 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00375-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por JOHANA KATHERINE MEJÍA BARBOSA, quien actúa mediante 
apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad 
del acto administrativo ficto configurado el 27 de diciembre de 2022 a través del cual 
se negó el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna 
de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por 
retardo en la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la 
Ley 52 de 1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por JOHANA KATHERINE 
MEJÍA BARBOSA, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 
CESAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 52-53 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: JOSÉ MANUEL ECHAVEZ PALACIO 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE BOSCONIA 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00376-00 

 
 
Procede el Despacho a estudiar demanda de la referencia, observando que la 

misma adolece de las siguientes fallas: 

 

El artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, establece como requisitos de la demanda 

los siguientes: 

 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá dirigirse a quien 

sea competente y contendrá: 

 

1. La designación de las partes y de sus representantes. 

 

2. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se 

formularán por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código para la 

acumulación de pretensiones. 

 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente 

determinados, clasificados y numerados. 

 

4. Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la impugnación de 

un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de su 

violación. 

 

5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso, este 

deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su poder. 

 

6. La estimación razonada de la cuantía, cuando sea necesaria para determinar la 

competencia. 

 

7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán las 

notificaciones personales. Para tal efecto, podrán indicar también su dirección electrónica. 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 

electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 

medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el 

demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la 

demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este 
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deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la 

parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.  

 

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al 

demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se limitará al envío del auto 

admisorio al demandado”. –Resaltado por fuera del texto original-. 

 

A su turno, el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, prevé: 

 

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

 

1. Cuando los asuntos sean conciliables; el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá 

requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a 

nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.  

 

El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, pensionales, en los 

procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 de 2012, en los procesos en 

que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial, en relación con el medio 

de control de repetición o cuando quien demande sea una entidad pública. En los demás 

asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se encuentre 

expresamente prohibida.  

 

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o 

fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación.  

 

2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse ejercido 

y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio negativo en 

relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto presunto. 

 

Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos 

procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral (…)”. –Se resalta por 

fuera del texto original-. 

 

Por otro lado, el artículo 74 del Código general del Proceso señala:  

 

“ARTÍCULO 74. PODERES. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán 

conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse 

por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y 

claramente identificados”. 

 

En primer lugar, debe señalarse que, la parte actora pretende la nulidad del oficio 

adiado 24 de mayo de 2023 por medio del cual el Municipio de Bosconia negó la 

prescripción de la acción de cobro del comparendo N.º 99999999000002572581 de 

28 de agosto de 2016. Pide además, la nulidad del comparendo N.º 

99999999000002572581 y de la resolución N.º 201918740 de 15 de julio de 2019 

mediante la cual se libró mandamiento de pago. 

 

No aportó constancia de haber iniciado el trámite de conciliación prejudicial y el 

poder conferido para ejercitar el presente medio de control adolece de la 

determinación del asunto con claridad y precisión. 
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Bajo ese entendido, y analizada la demanda desde esa óptica, se observa que la 

parte actora no cumplió con los requisitos previos para demandar. 

 

Por tal razón y, en resumen, la parte actora deberá subsanar los yerros señalados, 

i) aportando constancia de la notificación del oficio calendado 24 de mayo de 2023 

y de la conclusión del procedimiento administrativo; (ii) aportando el comparendo 

N.° 99999999000002572581 de 28 de agosto de 2016; (iii) aportando constancia 

del agotamiento del trámite de conciliación prejudicial; (iv) aportando poder donde 

el asunto esté determinado y claramente identificado. 

 

En tal virtud, el Despacho 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 

trazados en la parte considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, para 

que corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda, a tenor de lo 

dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
 
 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: RUBY ESTELA GALVIS CHINCHILLA 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00377-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por RUBY ESTELA GALVIS CHINCHILLA, quien actúa mediante 
apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad 
del acto administrativo ficto configurado el 25 de noviembre de 2021 a través del 
cual se negó el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación 
oportuna de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria 
por retardo en la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida 
en la Ley 52 de 1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por RUBY ESTELA GALVIS 
CHINCHILLA, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 
CESAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 



 

2 
 

QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 52-53 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
 
 

 

Firmado Por:

Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: ad2ea0a9b6b3f8b0f1e7a6ddf54c943e81f8236e280e8dac49bcce6852a984c2

Documento generado en 04/08/2023 09:37:40 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: RICARDO ARIAS ROJAS 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00378-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por RICARDO ARIAS ROJAS, quien actúa mediante apoderado judicial, 
en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el 25 de noviembre de 2021 a través del cual se 
negó el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna 
de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por 
retardo en la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la 
Ley 52 de 1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por RICARDO ARIAS ROJAS, 
quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 52-53 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: HELMUT ALBERTO BERDUGO TORRES 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00379-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por HELMUT ALBERTO BERDUGO TORRES, quien actúa mediante 
apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, en procura de obtener la nulidad 
del acto administrativo ficto configurado el 3 de diciembre de 2021 a través del cual 
se negó el reconocimiento y pago de  sanción por mora en la consignación oportuna 
de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, y la sanción moratoria por 
retardo en la consignación oportuna de los intereses de cesantías establecida en la 
Ley 52 de 1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por HELMUT ALBERTO 
BERDUGO TORRES, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.° 53-54 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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Juan José	  	  Castro	  	  Núñez

Juez

Juzgado Administrativo

007

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 53701211db624dd0011d1d20605a1bff26def0564beed2046f2048d37f7a071c

Documento generado en 04/08/2023 09:37:43 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 

   

  
 

JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: CLARA EMILIA GONZÁLEZ QUINTERO 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00380-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por CLARA EMILIA GONZÁLEZ QUINTERO, quien actúa mediante 
apoderado judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad 
del acto administrativo N.° CES2022ER024890-CES2022EE016536 del 28 de 
noviembre de 2022 a través del cual se negó el reconocimiento y pago de  sanción 
por mora en la consignación oportuna de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 
1990, y la sanción moratoria por retardo en la consignación oportuna de los 
intereses de cesantías establecida en la Ley 52 de 1975.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por CLARA EMILIA GONZÁLEZ 
QUINTERO, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 
CESAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folios digitales N.º 53-54 del 
archivo de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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Juan José	  	  Castro	  	  Núñez
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JUZGADO SÉPTIMO (7º) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

  
Valledupar, cuatro (4) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: EIDYS ELIANY OSPINO AGUILAR 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO:  20-001-33-33-007-2023-00381-00 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Despacho 
considera admisible la presente demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  
promovida por EIDYS ELIANY OSPINO AGUILAR, quien actúa mediante apoderado 
judicial, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
DEPARTAMENTO DEL CESAR, en procura de obtener la nulidad del acto 
administrativo ficto configurado el 22 de marzo de 2022 que niega el reconocimiento 
de la sanción moratoria de conformidad con lo establecido en la ley 1071 de 2006 y 
la ley 1955 de 2019.  
 
Como consecuencia de ello, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial  
de Valledupar - Cesar, 
 

RESUELVE: 
 
 
PRIMERO: Admitir la demanda impetrada en ejercicio del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, promovida por EIDYS ELIANY OSPINO 
AGUILAR, quien actúa mediante apoderado judicial, en contra de la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL 
CESAR. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente de este auto a la NACIÓN - MINISTERIO  
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR, a través de sus 
representantes o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 197 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 
 
TERCERO: Notifíquese a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL  
ESTADO, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 197 y 199 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
CUARTO: Notifíquese al Agente del MINISTERIO PÚBLICO delegado ante este 
Despacho, de acuerdo a lo contenido en el numeral 3 del artículo 198 del Código de  
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
QUINTO: Córrase traslado de la demanda, de acuerdo a lo preceptuado en el 
artículo 172 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
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Administrativo, una vez se hayan surtido las notificaciones ordenadas en los 
numerales anteriores. Adviértasele a los vinculados que cuentan con el término de  
30 días para contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Ofíciese a la demandada para que en el término del traslado de la demanda  
adjunte al presente proceso copia autentica del expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren 
en su poder, so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta 
disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el 
parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería a WALTER FABIÁN LÓPEZ HENAO como 
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos a que 
se contrae el poder especial a él conferido, obrante a folio digital N.° 20 del archivo 
de la demanda que integra el expediente electrónico. 

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 
 

JUAN JOSÉ CASTRO NÚÑEZ 
J7/JCN/amr                                                Juez 
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